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El fallo de la Corte Internacional de Justicia del 19 de noviembre de 2012 representó un 
capitulo adicional en el proceso de configuración de los límites del Estado colombiano. En 
este caso, tras un contencioso jurídico de 11 años en La Haya, el alto tribunal fijó una 
delimitación marítima entre Colombia y Nicaragua  que se separaba de la tesis defendida por 
Colombia, según la cual el meridiano 82, señalado en el canje de Notas del Tratado Esguerra-
Bárcenas de 1928, constituía el límite de áreas marinas y submarinas entre ambos Estados. 
Este fallo generó una fuerte controversia política interna, malestar en la población 
sanandresana y devino en uno de los temas de debate durante la campaña presidencial de 
2014. 
El mismo día del fallo, la alocución del Presidente Juan Manuel Santos en reacción a éste 
marcó el camino de lo que sería la interpretación del Gobierno nacional de la decisión y su 
estrategia para hacerle frente. En sus palabras, se evidencia que el fallo fue recibido como un 
resultado adverso  para el país en lo correspondiente a la delimitación marítima entre ambos 
Estados: “al trazar la línea de delimitación marítima, [la Corte] cometió errores graves que 
debo resaltar, y que nos afectan negativamente”1, sostuvo el mandatario. Luego de describir 
algunos de los puntos del fallo en los cuales las Corte no acogió la posición de Colombia, el 
Presidente afirmó que estos constituían “omisiones, errores, excesos, inconsistencias, que no 
podemos aceptar” y sostuvo que “Colombia –representada por su Jefe de Estado– rechaza 
enfáticamente ese aspecto del fallo que la Corte ha proferido”.  
De igual forma, el Presidente argumentó obstáculos para la aplicación de la delimitación 
marítima trazada por el fallo de la Corte de La Haya, con sustento en las disposiciones del 
ordenamiento jurídico interno colombiano: “El artículo 101 de nuestra Carta dice que 'los 
                                                 
1 Santos, J.M. (2012, 19 de noviembre) Alocución Presidencial del Presidente Juan Manuel Santos sobre el 





límites señalados en la forma prevista por esta Constitución sólo podrán modificarse en virtud 
de tratados aprobados por el Congreso, debidamente ratificados por el Presidente de la 
República'. La Corte Constitucional ha dicho que estos tratados –es decir, los que se refieren 
a las fronteras y límites de Colombia– deben ser aprobados por reforma constitucional. Como 
Presidente, tengo la obligación de respetar este mandato de la Constitución, lo que decidió la 
Asamblea Constituyente en 1991 y lo que ha dicho la Corte Constitucional”; sostuvo el 
Presidente en su alocución.2 
Esta interpretación del fallo como negativo e inaceptable, sumada a los argumentos sobre 
los obstáculos para su aplicación, dio forma a la subsecuente respuesta del Gobierno 
colombiano frente al mismo. Resulta importante hacer énfasis en la palabra “interpretación” 
ya que, antes de la reacción colombiana, en Nicaragua el fallo era percibido como 
inconveniente:  sostienen el ex canciller nicaragüense Norman Caldera y Mauricio Herdocia 
que “la reacción de Colombia atenúa –incluso en Nicaragua- el sentimiento de que una parte 
muy importante de las pretensiones nicaragüenses no fueron atendidas por la Corte (…) no 
debe olvidarse que Nicaragua pierde todos los cayos en disputa sin excepción y ya antes la 
Corte había indicado que el Tratado de 1928 había producido sus efectos sobre San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina. Igualmente las islas obtienen espacios marítimos que van más 
allá de mar territorial”3. 
El 28 de noviembre de 2012, una semana después de proferida la sentencia de la Corte, 
Colombia denunció el Pacto de Bogotá ante el Secretario General de la Organización de 
Estados Americanos, depositario del instrumento. En sus declaraciones sobre el tema, la 
canciller María Ángela Holguín afirmó que “Colombia recibió con honda preocupación la 
Sentencia del 19 de noviembre de 2012 proferida por la Corte Internacional de Justicia en 
ejercicio de la competencia otorgada por el Pacto de Bogotá”4. Asimismo, manifestó que 
                                                 
2 Ibíd. 
3 Herdocia, M. y Caldera, N. (2013) La otra Nicaragua en el mar, Managua. Págs. 41-42. 
4 Holguín, M. (2012, 28 de noviembre). Declaración de la Canciller Holguín frente al fallo proferido por la 




Colombia considera que el fallo contiene vacíos e inconsistencias en la delimitación realizada 
y que llevó a cabo una delimitación inequitativa. 
El 9 de septiembre de 2013, el presidente Santos presentó la “Estrategia Integral de 
Colombia frente al Fallo de la Corte Internacional de Justicia de La Haya”5. Según esta 
estrategia, el Gobierno de Colombia sostiene que el fallo de la Corte Internacional de Justicia 
no es aplicable hasta tanto se celebre un tratado con Nicaragua, aprobado de conformidad 
con lo señalado en la Constitución. En línea con este argumento, el Presidente anuncia la 
demanda de la ley aprobatoria del Pacto de Bogotá6 ante la Corte Constitucional   “para que 
reafirme la tesis de que los límites marítimos de Colombia no pueden ser modificados 
automáticamente por un fallo de la Corte de La Haya”7. En su pretensión, el Presidente, 
obrando como ciudadano, solicita que sea declarada la inexequibilidad de la ley, “por 
vulnerar la Constitución Política. Además, sugiere que la Corte precise los efectos del fallo, 
advirtiendo que si una sentencia de la Corte Internacional de Justicia afecta los límites 
territoriales o marítimos reconocidos por la Constitución en virtud de tratados vigentes, se 
                                                 
5 Santos, J.M. (2013, 9 de septiembre). Alocución del Presidente Juan Manuel Santos Calderón “Estrategia 
Integral de Colombia frente al Fallo de la Corte Internacional de Justicia de La Haya”. Disponible en: 
http://wsp.presidencia.gov.co/Prensa/2013/Septiembre/Paginas/20130909_04-Palabras-Santos-Colombia-
presenta-su-Estrategia-Integral-frente-al-fallo-de-La-Haya.aspx 
6 Este tratado se encontraba denunciado desde el 27 de noviembre de 2012,  día que el Gobierno de Colombia 
informó la denuncia del Pacto de Bogotá al Secretario General de la Organización de Estados Americanos –
OEA-, con arreglo al capítulo LVI del Precitado tratado. La denuncia cesa los efectos jurídicos sobre el Estado 
denunciante transcurrido un año después del anuncio respectivo. A pesar de esto,  y dos meses antes de que el 
tratado cesara sus efectos sobre Colombia, el Gobierno demanda por constitucionalidad la ley 37 del 12 de julio 
de 1961, aprobatoria del tratado. Esta Figura se contempla en la constitución del 91, en su artículo 241, mediante 
el cual se le confiere a la Corte Constitucional la facultad de decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad 
que presenten los ciudadanos contra las leyes, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento 
en su formación. 
7 Santos, J.M. (2013, 9 de septiembre). Alocución del Presidente Juan Manuel Santos Calderón “Estrategia 





deberá celebrar un nuevo tratado el cual habrá de ser aprobado mediante un acto legislativo 
que modifique el artículo 101”8.  
Un segundo componente de esta estrategia integral es la declaración por decreto de una 
zona contigua integral, que une las zonas contiguas de las islas y cayos colombianos en el 
Caribe occidental y sobre la que Colombia continuaría ejerciendo jurisdicción y control. Esta 
decisión es consecuencia del enclave de los cayos cuya soberanía le fue reconocida a 
Colombia, en aguas de jurisdicción otorgada a Nicaragua en el fallo de noviembre de 2012. 
Al igual que el primer punto de su estrategia, el Gobierno recurre a instrumentos del derecho 
interno como mecanismo de respuesta al fallo de la Corte, en esta ocasión, desconociendo la 
delimitación trazada por ésta, en la cual se generan los enclaves en Quitasueño y Serrana, y 
declarando una zona contigua integral, concepto inexistente en el derecho internacional, en 
la que Colombia seguirá ejerciendo jurisdicción y control. Este anuncio fue materializado a 
través de la expedición del Decreto 1946 del 19 de septiembre de 2013. 
Un tercer componente de la estrategia es “acudir a todos los medios jurídicos y 
diplomáticos para reafirmar la protección de la Reserva Seaflower”, sustentado en el valor 
ecológico del archipiélago. Y por último, el cuarto componente consiste en frenar “las 
ambiciones expansionistas de Nicaragua” al declarar la unión de dos plataformas 
continentales que, juntas, se extienden desde San Andrés hasta Cartagena”. Este componente 
incluye la defensa de Colombia ante las pretensiones nicaragüenses de que se le reconozca 
una plataforma continental extendida y una estrategia diplomática con las naciones vecinas 
del Caribe para denunciar a Nicaragua como un país con pretensiones expansionistas, que 
derivó en una comunicación conjunta al Secretario General de la ONU, pero sin ninguna 
trascendencia mayor9.  
                                                 
8 Corte Constitucional. Sentencias, Sentencia C-269/14 de 2014. M.P. Mauricio González. Sección 2.3.1. 
9 Colombia, Costa Rica y Panamá protestan por expansionismo de Nicaragua. (2013, 23 de septiembre). El 





Las medidas adoptadas por el Gobierno nacional resultan polémicas a la luz del derecho 
internacional y han llevado a que, por primera vez en la historia de la Corte Internacional de 
Justicia, un Estado –Colombia- sea demandado por no acatar las disposiciones del tribunal10. 
Adicionalmente, a la luz de lo expresado en la sentencia y ante la inexistencia de un diálogo 
bilateral para aplicar el fallo,  un nuevo contencioso se abre paso tras la demanda11 adicional 
de Nicaragua que solicita a la Corte Internacional de Justicia la delimitación de la frontera 
marítima, reconociéndole una plataforma continental extendida, lo que podría representar 
una situación menos favorable para Colombia que las condiciones reconocidas en la 
sentencia de noviembre de 2012. 
Las acciones emprendidas por el Gobierno nacional como respuesta al Fallo de la Corte 
internacional de Justicia merecen un análisis concienzudo, ya que permitirían identificar 
nuevas dinámicas en el ejercicio de la política exterior colombiana que pueden tomar lugar 
en contextos similares, y que hasta la fecha no han sido estudiadas. Por un lado, se puede 
entrar a analizar la utilización del ordenamiento jurídico interno en lo que podría considerarse 
una estrategia de lavado de las acciones del Gobierno posteriores al fallo, buscando de la 
Corte Constitucional un sustento jurídico a su decisión de política exterior, limpiando las 
decisiones que, en términos internacionales, constituyen la sustracción del Estado 
colombiano a las obligaciones que el fallo le interpone. 
 Asimismo, el Gobierno nacional podría estar empleando acciones de buck-passing,  
dejando en manos de la Corte Constitucional la decisión de acatar o no el fallo, así como 
                                                 
10 El 27 de noviembre de 2013 Nicaragua recurrió a la Corte Internacional de Justicia para demandar a Colombia 
alegando violaciones a los derechos soberanos y zonas marítimas nicaragüenses declarados por el Fallo de la 
Corte del 19 de noviembre de 2012. Corte Internacional de Justicia. Aplicación. (2013, 26 de noviembre) 
Presuntas violaciones de derechos soberanos y espacios marítimos en el Mar Caribe (Nicaragua c. Colombia). 
11 El 17 de septiembre de 2013 Nicaragua recurrió a la Corte Internacional de Justicia para que determine 
definitivamente la cuestión de la delimitación de la plataforma continental entre Nicaragua y Colombia en el 
área más allá de las 200 millas náuticas desde la costa nicaragüense. Corte Internacional de Justicia. Aplicación. 
(2013, 16 de septiembre). Cuestión de la delimitación de la plataforma continental entre Nicaragua y Colombia 
más allá de las 200 millas de la costa de Nicaragua (Nicaragua c. Colombia). 
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definiendo el mecanismo idóneo para su eventual aplicación, incluyendo la eventual 
negociación de un tratado con Nicaragua. 
De este modo, este trabajo se concentrará en examinar el rol que se le ha otorgado a la 
Corte Constitucional en el caso y en la dimensión orgánica de la Constitución de 1991, con 
miras a determinar qué nuevas dinámicas y prácticas podrían comenzar a tomar lugar en la 
política exterior colombiana como resultado del contexto post-fallo. 
El estudio de la temática propuesta resulta a todas luces relevante: el  fallo de la Corte 
Internacional de Justicia representa un hecho de trascendencia histórica en materia política 
exterior para Colombia. Podría afirmarse, incluso, que constituye la situación de mayor 
trascendencia para Colombia en materia de política exterior desde la pérdida de Panamá. Por 
primera vez en la historia, el Estado debe hacer frente a una coyuntura en la que un tribunal 
internacional fija sus límites territoriales y marítimos y debe reaccionar ante el golpe de 
opinión que representó la interpretación del fallo por parte de los medios de comunicación, 
la audiencia nacional y los líderes políticos, en un contexto electoral con un Gobierno con 
aspiraciones reeleccionistas. La coyuntura representa una situación novedosa –y única por 
sus repercusiones territoriales- de encrucijada entre las dinámicas internas y las obligaciones 
internacionales, al tiempo que permite analizar las decisiones de política exterior a través de 
los mecanismos dispuestos por el ordenamiento constitucional colombiano.  
Adicionalmente, no debe perderse de vista que las acciones emprendidas por el Gobierno 
nacional  han conllevado a que el diferendo con Nicaragua se encuentre lejos de terminar en 
el corto plazo: Colombia enfrenta ahora dos nuevos contenciosos ante la Corte Internacional 
de Justicia derivados directamente de la reacción al Fallo, uno territorial y otro por no acatar 
las disposiciones del tribunal. Ambas demandas constituyen fuertes retos para Colombia en 
su proceder internacional y las decisiones que se tomen al respecto repercutirán de forma 
indiscutible en la delimitación territorial del país y en su política exterior, que 
tradicionalmente se ha preciado de su irrestricto apego al derecho internacional. 
De este modo, el estudio que se plantea no sólo resulta fundamental por la importancia 
de la materia abordada, sino que tiene lugar en un momento oportuno y busca llenar un vacío 
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en el análisis del diferendo: por un lado, se concentra en las acciones posteriores al fallo; en 
segundo lugar, brinda una perspectiva de análisis desde las prácticas y la toma de decisiones 
en materia de política exterior, a la luz de los mecanismos permitidos a través de la llamada 
“constitución exterior” colombiana; y, en este sentido, permitirá identificar nuevas dinámicas 
que, con ocasión de las particularidades que supone un contexto tan crítico como lo ha sido 
el fallo de la Corte de La Haya, se abren paso en el ejercicio de la política exterior 
colombiana.  
En relación con el análisis del diferendo colombo-nicaragüense lo que priman son análisis 
jurídicos elaborados antes del fallo de la Corte Internacional de Justicia. En estas 
publicaciones se revisan los argumentos históricos y de derecho internacional que soportan 
la soberanía colombiana en los territorios en disputa en el contencioso. Entre estas 
publicaciones vale la pena resaltar “La amenaza de Nicaragua: aspectos jurídicos y políticos 
de la posición de Colombia”, elaborada Alberto Lozano en 2002, y la contribución de 
Germán Cavelier y Alberto Lozano Simonelli  en 2005, con su obra “El Ataque de Nicaragua 
a la soberanía colombiana”. 
También se destaca la completa contribución jurídica de Marco Gerardo Monroy Cabra, 
ex magistrado de la Corte Constitucional, quien publicó en la Revista de la Academia 
Colombiana de Jurisprudencia los artículos “La Soberanía colombiana sobre el Archipiélago 
de San Andrés y Providencia” (2004) y “Análisis de la defensa asumida por Colombia ante 
la Corte Internacional de Justicia en la demanda que le instauró Nicaragua” (2005). 
Adicionalmente,  el ex magistrado publicó en 2006 el libro “El diferendo entre Colombia y 
Nicaragua sobre el Archipiélago de San Andrés y Providencia”, en el cual se realiza un 
abordaje extenso de los argumentos jurídicos de Colombia para defender su soberanía sobre 
las islas. 
Con posterioridad al fallo, esta publicación fue corregida y actualizada por el autor, 
brindando un completo análisis jurídico de la sentencia, enfatizando en lo que al autor 
considera omisiones por parte de la Corte Internacional de Justicia y sus efectos 
contraproducentes para Colombia.      
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Entre la producción académica posterior al fallo de la Corte Internacional de Justicia, se 
destacan dos publicaciones: por un lado, el libro “Colombia en el Laberinto del Caribe” del 
ex canciller y ex Agente de Colombia ante la Corte Internacional de Justicia  -Julio Londoño 
Paredes-, quien realiza un completo recuento histórico sobre los pormenores del contencioso, 
aportando su experiencia y participación en eventos claves que definieron el curso de los 
acontecimientos. De igual forma, el libro “Contribución de Universidad del Rosario al debate 
sobre el fallo de La Haya: análisis del caso Nicaragua vs. Colombia”, desde una perspectiva 
principalmente jurídica, analiza en detalle el fallo del 12 de noviembre y las reacciones del 
Gobierno nacional a la sentencia. 
Como resulta evidente, en materia académica los análisis jurídicos –nacionales e 
internacionales- priman en el análisis del diferendo. Adicionalmente, existe abundante 
material de prensa y columnas de opinión que aportan elementos de análisis para el tema, 
especialmente las columnas de Laura Gil12, que logran abordar tanto los argumentos jurídicos 
del contencioso como las implicaciones en materia de política exterior, al tiempo que se 
adentra a plantear opciones para hacerle frente a la situación. 
Sin embargo, no existe una aproximación sistemática y completa que analice el proceder 
el Gobierno tras el fallo, sus implicaciones en materia de política exterior y que busque 
identificar las nuevas dinámicas en el ejercicio de la política exterior que la situación ha 
planteado, particularmente, no se ha explorado en extenso la vinculación de la Corte 
Constitucional en este episodio ni las posibles implicaciones futuras que este aspecto puede 
tener, tanto para el caso en estudio como a futuro, en materia de nuevas prácticas en materia 
de política exterior. 
                                                 
12 Laura Gil es Internacionalista, politóloga y columnista del periódico El Tiempo. Fue Directora del Programa 
Hashtag Internacional en Canal Capital – espacio televisivo dedicado al análisis de temas internacionales, único 
en su género.  Ha sido consultora y observadora en temas de derechos humanos de las Naciones Unidas y de la 
OEA y, entre otros cargos, ha sido catedrática de la Facultad de Finanzas, Gobierno y Relaciones 
Internacionales de la Universidad Externado.  
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Partiendo de la base que la presente investigación se concentra en el ámbito de las 
relaciones internacionales –particularmente de la política exterior-, resulta fundamental 
acordar algunas definiciones para claridad del trabajo. 
Para el caso de política exterior, se adoptará la definición propuesta en el Manual de 
Oxford de Política Exterior, en la que se define como  “la estrategia o aproximación elegida 
por un Gobierno nacional para obtener sus objetivos en el relacionamiento con entidades 
externas”13. Sin embargo, adoptar tal definición no puede conllevar a desconocer la 
complejidad inherente a la comprensión del concepto, o a los múltiples factores –internos y 
externos- que determinan la formulación y ejecución de la política exterior. Por el contrario, 
el presente trabajo se construye reconociendo precisamente esta complejidad y brindará 
mayores elementos para su análisis en el caso particular de la política exterior colombiana. 
Una síntesis bastante ilustrativa de los factores que determinan la política exterior de un 
Estado a nivel interno la presenta Mubeen Adnan en su artículo “Foreign Policy and 
Domestic Constraints: A Conceptual Account” para An International Journal of South-Asian 
Studies. En su análisis se parte de la premisa de que los factores internos tienen un rol 
importante para determinar y constreñir las decisiones y capacidades de política exterior de 
un Estado: “Para hacer política exterior, la situación política interna, el papel de la oposición, 
los canales constitucionales a través de los cuales se funciona el proceso de toma de 
decisiones, la opinión pública, los grupos de presión que actúan como lobbies, los medios de 
comunicación, todos ellos tienen un papel que desempeñar en el proceso de toma de 
decisiones”14.     
En este sentido, identifican los siguientes aspectos como determinantes internos de la 
política exterior: ubicación de Estado (en términos geoestratégicos), tamaño del Estado 
(población área, riqueza, capacidad económica y militar), sistema económico, sistema social, 
                                                 
13 Smith, S; Hadfield, A. y Dunne, T. (2012). Foreign Policy Theory – Actors – Cases. Oxford: Universidad de 
Oxford. Pág. 12.  
14 Mubeen, A. (2014) Foreign Policy and Domestic Constraints: A Conceptual Account. En An International 




tecnología, sistema político (partidos políticos, grupos de interés), historia, factores 
atribuibles al carisma y liderazgo de los tomadores de decisiones, opinión pública y medios 
de comunicación. 
Sin ser el objetivo de la investigación analizar taxativamente el impacto de cada uno de 
los precitados aspectos en las decisiones de política exterior tomadas como reacción al fallo 
de La Haya, es importante mencionar que reconociendo la estrecha relación entre los ámbitos 
interno e internacional, el presente trabajo ahondará en el análisis de la toma de decisiones 
de política exterior desde los factores internos que pueden afectarla, particularmente el 
sistema político y la opinión pública. 
Para llevar a cabo el análisis de las acciones del Gobierno, esta investigación recurrirá al 
concepto de constitución exterior y, particularmente, a las disposiciones orgánicas 
incorporadas por la Constitución de 1991.  Andrés Molano expresa que la constitución 
exterior  “está compuesta por un sistema de normas constitucionales, unas de carácter 
dogmático y otras de carácter orgánico, que por un lado tienen la pretensión de orientar y 
condicionar axiológica y teleológicamente la acción del Estado en la escena internacional; y 
por el otro, establecen reglas de procedimiento, distribuyen competencias y legitiman la 
intervención de diversos órganos o sujetos en el proceso de definición, implementación, 
ejecución e incluso control y rendición de cuentas de la política exterior”15. 
De este modo, el  concepto permite  analizar el proceso de toma de decisiones de política 
exterior, abarcando la totalidad de actores políticos a los que la Carta Magna permite 
intervenir, en lo respectivo a sus competencias, en el proceso de política exterior. La 
utilización del concepto presenta dos ventajas importantes: por un lado, representa una 
perspectiva novedosa de análisis, que permite articular con mayor claridad las relaciones 
entre las dinámicas internas y los productos de política exterior. Por otra parte, permitirá 
observar con claridad las dinámicas que pueden desprenderse del andamiaje constitucional 
                                                 
15 Molano, A. (2015) La “Constitución exterior” y la constitucionalización de la política exterior colombiana. 
En De la Constitución de 1991 a la realidad: debates jurídicos, territoriales e internacionales (págs. 377-400). 
Bogotá: Editorial Universidad del Rosario. Pág. 379. 
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actual, ante situaciones críticas de política exterior, y cómo puede verse restringido o 
favorecido el Gobierno nacional, como principal responsable de política exterior de país. 
Teniendo presente la sensibilidad crítica del contexto, toda vez que afecta uno de los 
temas esenciales y constitutivos del Estado, como lo es el territorio,    resulta evidente que 
las acciones de respuesta tomadas por Gobierno nacional fueron realizadas en un contexto de 
alta presión, y debieron obedecer a cálculos meticulosos que buscaran generar un equilibrio 
entre las obligaciones internacionales del Estado y el complejo ambiente interno que un fallo 
de esas características implica. Por esta razón, esta investigación ahondará, por un lado, en 
la utilización del andamiaje orgánico de la constitución Exterior de Colombia por parte del 
Gobierno nacional –particularmente a las competencias de la Corte Constitucional-; al 
tiempo que considera los beneficios o consecuencias de este manejo, a la luz de las dinámicas 
internas derivadas el papel jugado por los medios de comunicación, la opinión pública y  las 
complejidades introducidas por el contexto electoral, así como de las obligaciones ante el 
derecho internacional derivadas del fallo. 
Este análisis preliminar del contexto que rodeó el proceso de toma de las primeras 
decisiones respecto del Fallo de La Haya y de los mecanismos utilizados para este propósito 
ha permitido identificar la existencia de un mecanismo de lavado y buck-passing de las 
acciones de política exterior, a través de las instancias constitucionales existentes. Es por esto 
que la problemática que buscará responderse a lo largo del texto será:     
¿Cómo empleó el Gobierno colombiano los dispositivos orgánicos de la Constitución de 
1991 para efectuar un proceso de lavado y buck-passing en la coyuntura provocada por el 
fallo de la Corte Internacional de Justicia del 19 de noviembre de 2012, sobre el diferendo 
marítimo y territorial de Colombia y Nicaragua? 
A manera de respuesta se trabajará con base en la siguiente hipótesis: las disposiciones 
orgánicas de la Constitución Exterior de Colombia de 1991 incrementaron la participación 
de otros actores del Estado en la toma de decisiones de política exterior. Como se evidencia 
a través de la respuesta de Colombia al Fallo de la Corte Internacional de Justicia sobre la 
controversia marítima y territorial con Nicaragua, en los contextos en los que  el Gobierno 
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se encuentre en una encrucijada entre las dinámicas internas y sus obligaciones 
internacionales, el andamiaje institucional le permite adelantar acciones de lavado y buck-
passing a través de la Corte Constitucional, que obra como órgano alternativo para 
transferir parte del costo o responsabilidad en la toma de una decisión de política exterior.  
Para lograr este objetivo, en la primera parte de esta tesis se realizara una revisión de la 
composición orgánica y dogmática de la constitución exterior colombiana. Adicionalmente, 
en este primer capítulo se hará especial hincapié en el análisis jurisprudencial de la Corte 
Constitucional referente a la incorporación del derecho internacional en el ordenamiento 
jurídico interno, especialmente a su competencia para revisar tratados ratificados con 
anterioridad a la promulgación de la Constitución de 1991.   Sin buscar hacer un análisis 
jurídico exhaustivo, la revisión del tema brinda un importante contexto sobre la admisión de 
la demanda de constitucionalidad de la ley aprobatoria del Pacto de Bogotá, una de las 
principales acciones de respuesta del Gobierno al fallo de La Haya. 
En segundo lugar, se realizará un completo análisis del contexto post-fallo, teniendo 
presente las reacciones de los diferentes sectores de la sociedad colombiana que determinaron 
el contexto político interno en el cual el Gobierno debió reaccionar ante la Sentencia. 
Adicionalmente, se toman en consideración y se ponen en contexto las diferentes 
obligaciones internacionales del Estado colombiano derivadas del fallo. 
En este capítulo, especialmente descriptivo, se revisarán también las diferentes acciones 
emprendidas por el Gobierno nacional en su respuesta al fallo de La Haya, relacionándolas 
en una línea de tiempo que facilitará la identificación de posibles intereses para la obtención 
de resultados en materia de política exterior o interna. 
Finalmente, el ultimo capitulo buscará analizar por qué y en qué contexto el Gobierno 
apeló a los mecanismos constitucionales utilizados como respuesta al fallo. En este sentido, 
argumentará cómo estas decisiones pueden corresponder a mecanismos de lavado o de buck 
passing. En esta sección, se examinará con especial detalle la argumentación de la sentencia 
de la Corte Constitucional sobre la demanda de constitucionalidad a la ley aprobatoria del 
Pacto de Bogotá.  Por un lado,  se revisarán los argumentos de la ponencia filtrada a los 
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medios de comunicación el 28 de abril de 2014 –sentencia que defendía la tesis de que el 
Pacto de Bogotá era exequible bajo el entendido que no aplicaba para cuestiones territoriales-
, poniendo en contexto temporal la filtración de la misma y  su despliegue mediático. Del 
mismo modo, se revisará la Sentencia finalmente proferida por la plenaria de la Corte 
Constitucional, la C-269/14, su decisión, y la forma como finalmente fue utilizada por el 
Gobierno nacional. 
Por último, se presenta a modo de conclusión la respuesta definitiva a la hipótesis y se 
argumenta la forma como el ordenamiento constitucional existente permite la apelación a 
acciones de lavado y buck passing, que, en contextos críticos de política exterior como lo fue 
la respuesta a la sentencia de la Corte Internacional de Justicia, pueden convertirse en 
prácticas nuevas y emergentes en la política exterior colombiana. Se espera profundizar en 
las consecuencias que este tipo de prácticas podrían representar en el ejercicio de la política 
exterior para el país en este caso concreto. 
Para llevar a cabo la presente tesis se realizó una compilación de información y 
bibliografía que permitiese brindar el soporte teórico a la investigación, concentrados en 
política exterior, su proceso de toma de decisiones y las limitaciones en su ejercicio derivadas 
de la política interna, y su aterrizaje al caso colombiano. Al respecto, la producción 
bibliográfica es abundante, con los aportes de Tokatlián, Cavelier, Ramírez y Tickner. 
Adicionalmente, se consideró la bibliografía académica internacional del proceso de toma de 
decisiones en política exterior: Stuart, George, Allison y Hudson, entre otros. 
Complementariamente, se realizó un abordaje a la Constitución Nacional desde la 
perspectiva internacional y sus disposiciones dogmáticas y orgánicas. Todo este proceso con 
el propósito de generar un marco teórico riguroso que brinde las herramientas para analizar 
minuciosamente el caso particular de la situación post-fallo. 
De igual forma, se complementó el análisis con las referencias jurídicas que permitan 
brindar un análisis del contencioso entre Colombia y Nicaragua, complementadas con las 
nociones respectivas de territorio, mar territorial, soberanía, y demás definiciones que 
permitan analizar las implicaciones de las decisiones en la materia sin sesgos, y basados en 
definiciones y criterios jurídicos objetivos. Este proceso implica el abordaje de los fallos 
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proferidos por la Corte, los instrumentos internacionales relevantes al caso y los textos de las 
nuevas demandas de Nicaragua ante la Corte Internacional de Justicia contra Colombia. 
De igual forma, resultó necesario adelantar una revisión de prensa, en la medida en la que 
permite identificar las reacciones de la opinión pública, así como de la opinión calificada 
sobre los posibles cursos de acción del Gobierno y sobre sus decisiones.  Adicionalmente, se 
realizaron tres entrevistas claves con personajes de reconocida trayectoria en materia de 
política exterior colombiana y, particularmente,  vinculados o con probado reconocimiento 
con respecto al contencioso jurídico con Nicaragua, ellos son Laura Gil –internacionalista, 
columnista de El Tiempo y exdirectora del Programa Hashtag Internacional, Julio Londoño 
Paredes –ex canciller y ex agente de Colombia ante la Corte Internacional de Justicia- y 
Ricardo Abello –profesor de Derecho Internacional de la Universidad del Rosario y de la 
Academia Diplomática Augusto Ramírez Ocampo. 
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CAPÍTULO 1- LA CONSTITUCIÓN EXTERIOR DE COLOMBIA 
 
1.1 El contenido dogmático y orgánico de la constitución exterior de 1991 
 
Ricardo Guastini define la constitucionalización como un proceso de transformación al 
término del cual el ordenamiento jurídico resulta completamente impregnado por las normas 
constitucionales, razón por la cual, la Constitución “es capaz de condicionar tanto la 
legislación como la jurisprudencia y el estilo doctrinal, la acción de los actores políticos así 
como las relaciones sociales.”16  Este proceso de constitucionalización ha llevado a que un 
conjunto de valores, y principios de  aspectos económicos, sociales y ambientales, entre otros, 
obtengan una jerarquía superior en el ordenamiento jurídico, “dotado de fuerza obligatoria 
incluso para el legislador […] [Con el objeto de] condicionar y, por tanto, contener, […] los 
desarrollos contradictorios de la producción del derecho, generados por la heterogeneidad y 
ocasionalidad de las presiones sociales que se ejercen sobre el mismo”.17   
En este orden de ideas, así como es posible referirse a una constitución económica o una 
constitución ambiental, también se pueden identificar una “Constitución internacional” y una 
“Constitución exterior”, “claramente definidas, distintas pero interconectadas, y con 
implicaciones cada vez más profundas en la manera en que el derecho internacional penetra 
el derecho interno y en la forma en que los Estados practican su política exterior”18. 
                                                 
16 GUASTINI, R. (2005) La ‘constitucionalización’ del ordenamiento jurídico: el caso italiano. En Molano, A. 
(2015) La “Constitución exterior” y la constitucionalización de la política exterior colombiana. Cit. p. 378. 
17 Zagrebelsky, G. (1999). El derecho dúctil. En Molano, A. (2015) La “Constitución exterior” y la 
constitucionalización de la política exterior colombiana. Cit. p. 378. 
18Molano, A. (2015) La “Constitución exterior” y la constitucionalización de la política exterior colombiana. 
Cit. p.378.  
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Con respecto a la Constitución internacional, de acuerdo con la definición que de ésta 
realiza Andrés Molano19, está compuesta por  todas las disposiciones constitucionales que 
derivan de conceptos del derecho internacional público y referencias a normas de derecho 
internacional, proceso mediante el cual el derecho interno recibe al internacional –de forma 
implícita o explícita- sin que, en muchos casos medie la necesidad de acoger los 
procedimientos de incorporación al ordenamiento jurídico interno.  En términos generales, 
hace referencia a los principios y normas de derecho internacional que son reconocidos por 
el constituyente, y por extensión, hacen parte esencial de la Constitución misma.  
En Colombia, -siguiendo con el análisis realizado por Molano- la Constitución 
internacional está compuesta por la referencia que hace la Carta al respeto a la libre 
autodeterminación de los pueblos y a los principios generales del derecho internacional 
(artículo 9). Asimismo, la incorporación de los Convenios internacionales de trabajo en el 
artículo 53, y la referencia a la prevalencia de los tratados y convenios internacionales de 
derechos humanos sobre el derecho interno, en el artículo 9320. 
Es especialmente importante tener presente que las disposiciones del artículo 101 –
artículo principal con base en el cual se argumenta la inconstitucionalidad de la ley 
aprobatoria del Pacto de Bogotá-  también hacen parte de la Constitución internacional del 
País. Este artículo adopta como límites de Colombia “los establecidos en los tratados 
internacionales aprobados por el Congreso, debidamente ratificados por el Presidente de la 
República, y los definidos por los laudos arbitrales en que sea parte la Nación” y estipula que 
“sólo podrán modificarse en virtud de tratados aprobados por el Congreso, debidamente 
                                                 
19 Molano, A. (2015) La “Constitución exterior” y la constitucionalización de la política exterior colombiana. 
Cit. p. 379. 
20 El profesor Molano no incluye las disposiciones del artículo 93 en su definición de constitución internacional 
de Colombia, sino que son incluidas en las disposiciones dogmáticas de la constitución exterior de Colombia. 
Sin embargo, en consideración del autor, su incorporación es comparable con las disposiciones laborales del 
artículo 53 y responden al concepto de constitución internacional brindada por el profesor Molano y en 
concordancia con Sara Cleveland, en tanto corresponde a una forma de incorporación de las disposiciones de 




ratificados por el Presidente de la República”21. Este artículo también menciona la 
pertenencia a Colombia del archipiélago de San Andrés, Providencia, Santa Catalina 
y Malpelo, con sus islas, islotes, cayos, morros y bancos; así como el subsuelo, el mar 
territorial, la zona contigua, la plataforma continental, la zona económica exclusiva, el 
espacio aéreo, el segmento de la órbita geoestacionaria, el espectro electromagnético y el 
espacio donde actúa, de conformidad con el Derecho Internacional o con las leyes 
colombianas a falta de normas internacionales. 
Con respecto a la Constitución Exterior –concepto en el que nos concentraremos en la 
presente tesis-, se compone por un sistema de normas constitucionales, unas de carácter 
dogmático y otras de carácter orgánico, que orientan y condicionan la acción del Estado en 
el escenario internacional; al tiempo que establecen reglas de procedimiento, competencias 
y determinan la participación de órganos o sujetos en el proceso de definición, 
implementación, ejecución y rendición de cuentas de la política exterior22. 
De este modo, parte fundamental de la constitución exterior la constituye la asignación 
de competencias y el establecimiento de pesos y contrapesos para la gestión de los intereses 
nacionales en el escenario internacional. En palabras de Cass Sustein “La distribución de 
competencias nacionales fue diseñada para vigilar representantes no ilustrados o con 
intereses propios. Por encima de todo, se difunde el poder gubernamental, lo que reduce la 
probabilidad de que cualquier rama sea capaz de usar su poder en contra de la totalidad o 
parte de la ciudadanía. El sistema de pesos y contrapesos permite que cada rama -armada con 
sus propias ambiciones- intente contener a la otra”23.   
Sin embargo, precisamente es el establecimiento de competencias en materia de política 
exterior uno de los principales retos que debe enfrentar el constituyente y que se encuentra 
                                                 
21 Constitución Política de Colombia, artículo 101. 
22 Molano, A. (2015) La “Constitución exterior” y la constitucionalización de la política exterior colombiana. 
Cit. p. 379. 
23 Cass, R. (2011). Constitutionalism after the New Deal. En Nzelibe, J. Our Partisan Foreign Affairs 
Constitution. APSA Annual Meeting Paper; Minnesota Law Review, Forthcoming; Northwestern Public Law 
Research Paper No. 12-27. Pág. 905.  Disponible en: http://ssrn.com/abstract=1900155.     
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íntimamente relacionado con la forma de interpretar el actuar del Estado en el escenario 
internacional.  
El establecimiento de competencias en materia de política exterior entre las diferentes 
ramas del poder es un proceso que inicia con los acuerdos de los constituyentes, pero con el 
tiempo, como sucede con todas las disposiciones constitucionales, obtienen su madurez al 
ser decantadas en la práctica.  Un ilustrativo ejemplo lo presenta Jeremy Telman en relación 
con el ejercicio de política exterior en materia de guerra en la Constitución de los Estados 
Unidos. En su análisis, si bien se reconoce que el texto constitucional otorga poderes 
privilegiados en materia de declaración de guerra al Congreso, la distribución constitucional 
de poderes fue desatendida en la era nuclear:  “durante la Guerra Fría, el Congreso aceptó en 
el unilateralismo ejecutivo en respuesta a tres décadas de crisis casi ininterrumpida en política 
exterior en el sentido de que, dada la amenaza nuclear, el presidente necesita la capacidad de 
respuesta inmediata y decisiva a las amenazas percibidas a la seguridad nacional”24. 
Robert Knowles explica cómo la preponderancia del Ejecutivo en la Constitución de los 
Estados Unidos se basa en una comúnmente aceptada premisa de que esta rama brinda mayor 
capacidad al Estado para obtener los intereses nacionales en un contexto internacional 
anárquico. Para Knowles “cuando los tribunales y eruditos tratan de justificar la deferencia 
especial [de las otras ramas del poder hacia la Ejecutiva] en los asuntos exteriores, por lo 
general recurren a la sabiduría recibida acerca de las mayores competencias del Poder 
Ejecutivo -atributos tales como la velocidad, la flexibilidad, el secreto y la uniformidad - en 
contraste con la incompetencia judicial [y legislativa].”25 
  Adicionalmente, Knowles explica que para el caso de Estados Unidos, esta “deferencia 
especial” hacia el Ejecutivo se basa en la existencia de “una profunda, por lo general no 
                                                 
24Telman, J. (2006) The Foreign Affairs Power: Does the Constitution Matter? En Temple Law Review, Vol. 
80. Pág. 291. Disponible en SSRN: http://ssrn.com/abstract=925023.  
25 Knowles, R. (2009). American Hegemony and the Foreign Affairs Constitution. En New York University 





articulada, conexión entre la presunta necesidad de deferencia especial y una teoría popular 
de las Relaciones Internacionales conocida como Realismo. El Realismo representa un 
ámbito internacional anárquico, compuesto únicamente por los Estados-nación, y dominado 
por las grandes potencias más o menos co-iguales que cuidadosamente mantienen el 
equilibrio entre sí. Las competencias del Ejecutivo son necesarias para manejar este peligroso 
e inestable contexto externo”26 
A pesar del debate sobre el deber ser de la distribución de competencias entre las ramas 
del poder en los Estados Unidos y las consideradas usurpaciones de competencia entre estas 
en contextos críticos internacionales, Telman concluye que las ramas del poder político han 
trabajado en armonía para dar forma a la política exterior estadounidense,27 lo que ha 
decantado en la práctica de una política exterior en línea con las percepciones internas del 
contexto y las  posibles amenazas internacionales. 
Hasta la constitución de 1991, el contenido exterior de las constituciones colombianas 
era principalmente orgánico, distribuyendo la competencia del ejercicio de política exterior 
entre los diferentes órganos del Estado, con especial preponderancia del Ejecutivo, y mayor 
o menor nivel de roles complementarios de las demás ramas del poder. Las competencias 
otorgadas a los diferentes órganos del Estado en las constituciones entre 1823 y 1991  en 
materia de política exterior consistían, principalmente, en: declarar la guerra, negociar 
tratados internacionales, permitir o no el paso de tropas extranjeras, celebrar tratados 
internacionales y nombrar agentes diplomáticos.  
 Sin embargo, -conforme reseña Molano- la Constitución exterior de 1991, además de 
complejizar este componente orgánico, introdujo disposiciones de carácter dogmático de 
forma expresa. El eje del contenido dogmático de la constitución exterior de Colombia está 
contenido en el artículo 9 de la Constitución: “Las relaciones exteriores del Estado se 
fundamentan en la soberanía nacional, en el respeto a la autodeterminación de los pueblos y 
en el reconocimiento de los principios del derecho internacional aceptados por Colombia. De 
                                                 
26 Ibíd. P.4. 
27Telman, J. (2006) The Foreign Affairs Power: Does the Constitution Matter? Cit. p. 291. 
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igual manera, la política exterior de Colombia se orientará hacia la integración 
latinoamericana y del Caribe”.  
Reconociendo que las disposiciones Constitucionales alcanzan su plenitud con el 
transcurso de los años,  cuando son decantados por la práctica y sometidos al derrotero de la 
realidad jurídica cambiante,28 a través de la Sentencia C-170/95, la Corte Constitucional 
interpreta el alcance del artículo 9, determinando que: “[e]sta máxima fundamental -
consagrada así por el Constituyente- significa ni más ni menos que nuestro país se acoge en 
un todo a los principios del derecho internacional que han sido aceptados, no sólo dentro de 
los parámetros de los tratados públicos ya sean éstos bilaterales o multilaterales, o de los 
acuerdos suscritos dentro del marco de los organismos internacionales a los cuales el Estado 
ha adherido -en particular, la Organización de la Naciones Unidas, ONU-, sino también a 
aquellos que se derivan de los usos y costumbres internacionalmente consagrados.” 
Este contenido dogmático, se complementa con el compromiso de impulsar la integración 
latinoamericana,  contenido en el preámbulo; la orientación a promover la 
internacionalización de las relaciones políticas, económicas, sociales y ecológicas sobre 
bases de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional, estipulada en el artículo 226; y la 
preponderancia concedida a la integración económica, social y política, especialmente con 
los países de América Latina y del Caribe, mediante la celebración de tratados que sobre 
bases de equidad, igualdad y reciprocidad, creen organismos supranacionales, mencionada 
en el artículo 227. 
Con relación al contenido orgánico, la Constitución de 1991, en línea con la tradición 
presidencialista del sistema político colombiano y de la política exterior del país, le otorga al 
Presidente de la República – en su artículo 189- la dirección de las relaciones internacionales, 
el nombramiento de agentes diplomáticos y la celebración de tratados o convenios, que luego 
                                                 
28 Arévalo, W. y GARCÍA, L (2015). Dos décadas de debates entre la Constitución de 1991 y el Derecho 
Internacional: el control constitucional de los tratados, las enmiendas constitucionales y la oposición a 
sentencias de tribunales internacionales. En De la Constitución de 1991 a la realidad: debates jurídicos, 
territoriales e internacionales (págs. 347-376). Bogotá: Editorial Universidad del Rosario. Pág. 348. 
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deberán ser sometidos a la aprobación del Congreso de la República. Este mismo artículo, le 
confiere al ejecutivo la capacidad de declarar la guerra –previa autorización del Senado-, o 
de  hacerla para repeler una agresión extranjera –sin que sea necesaria esta autorización-; y 
de convenir y ratificar tratados de paz. Finalmente, el Presidente, de forma subsidiaria 
durante receso del Senado  y con el dictamen previo del Consejo de Estado, puede autorizar 
el tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional. 
El presidente se encuentra igualmente facultado  para aplicar provisionalmente tratados 
de naturaleza económica y comercial acordados en el ámbito de organismos internacionales. 
Sin embargo, estos tratados deben surtir el curso normal de incorporación en la normatividad 
interna, a través del Congreso y la Corte Constitucional. Si este proceso no es superado, la 
aplicación provisional deberá ser suspendida. 
Siguiendo con la asignación de competencias en materia exterior de la Constitución de 
1991, ésta elevó a carácter constitucional la Comisión Asesora de Relaciones Exteriores, en 
su artículo 225. La función otorgada a esta corporación es la de  ser el cuerpo consultivo del 
Presidente de la República en materia de relaciones internacionales. La comisión se encuentra 
conformada por los expresidentes de la  República elegidos por voto popular, doce miembros 
elegidos de los integrantes de las Comisiones Segundas Constitucionales así: Tres (3) por el 
Senado pleno con sus respectivos suplentes y tres (3) por el pleno de la Cámara de 
Representantes con sus respectivos suplentes, y dos miembros designados por el Presidente 
de la República29. 
La Comisión Asesora de Relaciones Exteriores tiene un carácter exclusivamente 
consultivo y estudia los asuntos que son sometidos a su consideración, entre los que se 
                                                 
29 Estos designados deben cumplir con las “calidades” enunciadas en el artículo 2 de la ley 68 de 1993 
(actualizada por la Ley 955 de 2005) que, aunque estipula que son requeridas para ser miembro de la Comisión 
Asesora de Relaciones Exteriores, no le son exigidas a los miembros seleccionados por el Congreso: “haber 
sido Ministro del Despacho, Jefe de una Misión Diplomática de carácter permanente, Profesor Universitario de 
Derecho Internacional o Comercio Exterior por 10 años, o tener Título Universitario con especialización en 
Derecho Internacional o Comercio Exterior, reconocido por el Estado Colombiano, con anterioridad de por lo 
menos diez años a la fecha de elección o designación.” 
 26 
 
incluyen política exterior de Colombia, negociaciones diplomáticas y celebración de tratados 
públicos, seguridad exterior, límites terrestres y marítimos, espacio aéreo, mar territorial, 
zona contigua y plataforma continental, reglamentación de la carrera diplomática y consular 
y proyectos de ley en materia de relaciones exteriores. 
La Comisión de Relaciones Exteriores tiene un rol marginal30 en la orientación y ejercicio 
de la política exterior de Colombia. De acuerdo con la ley 68 de 1993, artículo 5,  la cuenta 
con dos tipos de reuniones: Ordinarias, como cuerpo consultivo, convocadas por el 
Presidente de la República, y las informativas, convocadas por el Ministro de Relaciones 
Exteriores. Estas últimas deben realizarse por lo menos una vez cada dos meses, siempre y 
cuando no haya tenido lugar una reunión ordinaria en el mismo período. Sin embargo,  la 
Comisión suele ser convocada con especial cubrimiento mediático en los contextos en los 
que el país ha enfrentado coyunturas internacionales complicadas o de crisis31.   
Continuando con el componente orgánico de la Constitución Exterior de Colombia, se 
encuentra el Congreso de la República. Al legislativo, la Constitución le otorga la 
competencia de aprobar o improbar, mediante leyes, los tratados que el Gobierno celebre con 
otros Estados o con entidades de derecho internacional.  De igual forma, pero particularmente 
                                                 
30 Para profundizar en el rol de la Comisión Asesora de Relaciones Exteriores en la toma de decisiones de la 
política exterior colombiana ver Amaya, R. (2009). El actual proceso de toma de decisiones en la política 
exterior colombiana: una aproximación a la Comisión Asesora de Relaciones Exteriores, Tesis de grado para 
optar el título de Magister en Análisis de Problemas Políticos, Económicos, Internacionales Contemporáneos. 
Bogotá: Universidad Externado de Colombia. 
31 Durante el Gobierno de Álvaro Uribe, la Comisión Asesora fue convocada con ocasión de la crisis en las 
relaciones con Ecuador, como consecuencia de la operación Fénix del ejército y policía colombianos en 
territorio ecuatoriano que  tuvo como consecuencia la muerte de alias Raúl Reyes, miembro del secretariado de 
las FARC. Este evento afectó igualmente las relaciones con Venezuela. Otro evento en el que fue convocada la 
Comisión Asesora, con especial cubrimiento mediático, fue en agosto de 2009, por cuenta de la crisis regional 
ocasionada por la posibilidad de que se incrementara la presencia del ejército estadounidense en bases militares 
colombianas. Durante el Gobierno de Juan Manuel Santos, la convocatoria de la Comisión con mayor 




al Senado, le corresponde permitir el tránsito de tropas extranjeras por el territorio de la 
República, y autorizar al Gobierno para declarar la guerra. 
Finalmente, aunque no resulta relevante para los fines de este trabajo, vale la pena 
mencionar que la Constitución de 1991 otorgó facultad a las entidades territoriales de zonas 
de frontera -a través del artículo 289- para adelantar, con entidades territoriales similares de 
otro país, “programas de cooperación e integración, dirigidos a fomentar el desarrollo 
comunitario, la prestación de servicios públicos y la preservación del ambiente”.  
 
1.2 El control de constitucionalidad de los tratados internacionales y las leyes 
aprobatorias de tratados internacionales: el gran papel de la Corte 
Constitucional 
 
La Corte Constitucional también ingresó al andamiaje orgánico de la constitución 
exterior del país. Su competencia de control de constitucionalidad para las leyes aprobadas 
por el Congreso, incluido un rol en el procedimiento especial para las leyes aprobatorias de 
tratados internacionales, implica que el nuevo tribunal, llamado a salvaguardar la 
Constitución, tiene participación en el procedimiento mediante el cual el Estado puede 
expresar su consentimiento para obligarse en virtud de un tratado.  
De este modo, la Constitución colombiana contempla un procedimiento “especial y 
agravado para la expedición de las leyes aprobatorias de tratados internacionales.”32  Por un 
lado, de acuerdo con el artículo 154, deben iniciar su curso legislativo en el Senado. Por otro, 
conforme el artículo 241, numeral 10,  la Corte Constitucional deberá decidir definitivamente 
sobre la exequibilidad del tratado y su ley aprobatoria y condiciona la ratificación del 
instrumento por parte del Presidente a que la ley aprobatoria sea declarada exequible por la 
Corte. En caso contrario, los tratados no podrán ser ratificados, o, en caso de tratarse de un 
                                                 
32 Molano, A. (2015) La “Constitución exterior” y la constitucionalización de la política exterior colombiana. 
Cit. p. 395. 
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tratado multilateral del que algunos apartes hayan sido declarados inexequibles, se le 
establece la obligación al Gobierno nacional de manifestar las reservas respectivas sobre los 
apartes declarados inexequibles. 
La jurisprudencia de la Corte permite comprender de forma más profunda el alcance de 
este control constitucional a las leyes aprobatorias de tratados. En la Sentencia C-468 de 
1997, se enuncian sus características generales: “se trata de un control: (i) previo al 
perfeccionamiento del tratado, pero posterior a la aprobación del Congreso y a la sanción 
gubernamental; (ii) automático, pues la ley debe ser enviada directamente por el Presidente 
de la República a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
gubernamental; (iii) integral, en la medida en que la Corte debe analizar tanto los aspectos 
formales como los materiales de la ley y el tratado confrontándolos con todo el texto 
constitucional; (iv) tiene fuerza de cosa juzgada; y (v) es condición sine qua non para la 
ratificación del acuerdo”33. Asimismo, en la Sentencia C-446 de 2009, la Corte adiciona que 
este control previo cumple una función preventiva, pues un control constitucional con las 
características enunciadas, garantiza la supremacía de la Carta y paralelamente el 
cumplimiento de los compromisos internacionales del Estado colombiano34. 
De este modo, el desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional demuestra que 
“[l]a arquitectura constitucional de la Carta política de 1991 previó un modelo claro de 
supremacía constitucional frente a los tratados internacionales, que involucra a las distintas 
ramas del poder público en la celebración de los acuerdos internacionales y que se caracteriza 
por un control constitucional previo y automático […]que garantiza la constitucionalidad y 
legalidad de tales acuerdos limita la ratificación de acuerdos que luego deben ser suspendidos 
por la incompatibilidad con la norma de normas y garantiza que estos serán cumplidos, como 
lo demanda la sociedad internacional y las reglas internacionales.”35  
                                                 
33 Corte Constitucional, Sentencias, Sentencia C-468/97, M.P. Alejandro Martínez Caballero   
34 Corte Constitucional, Sentencias, Sentencia C-446/09, M.P. Mauricio González Cuervo 
35 Arévalo, W. y GARCÍA, L (2015). Dos décadas de debates entre la Constitución de 1991 y el Derecho 
Internacional: el control constitucional de los tratados, las enmiendas constitucionales y la oposición a 
sentencias de tribunales internacionales.  Cit. p. 350. 
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Ahora bien, este andamiaje institucional garantiza el control de constitucionalidad para 
leyes aprobatorias de tratados internacionales posteriores a la promulgación de la 
Constitución de 1991, “pero pronto se enfrentó al efecto de su propio vacío, al no estipular 
proceso alguno  en relación con los tratados internacionales que ya se encontraban vigentes  
antes del cambio constitucional.”36  
De este modo, a través de la acción pública de inconstitucionalidad ejercida por los 
ciudadanos sobre leyes aprobatorias y el contenido mismo de tratados internacionales, la 
Corte Constitucional se vio en la necesidad de “desarrollar una serie de tesis sobre su 
competencia para estudiar leyes aprobatorias de tratados vigentes, las normas presentes en la 
Constitución respecto a los tratados, la supremacía del ordenamiento jurídico colombiano 
frente al derechos internacional, como el pacta sunt servanda frente a nociones nuevas en 
nuestro ordenamiento como la inconstitucionalidad sobreviniente.37”  
Resulta de gran utilidad para esta investigación, revisar la evolución de la posición de la 
Corte Constitucional sobre su competencia para la revisión de los tratados, especialmente de 
aquellos ratificados previamente a la promulgación de la Constitución, siendo este el caso de 
la ley aprobatoria del Pacto de Bogotá. 
 En un primer momento, en la sentencia C-027/93, mediante la cual resuelve la acción 
pública de inconstitucionalidad en contra de la Ley 20 de 1974, aprobatoria del Concordato, 
la Corte se reconoce competencia para realizar un examen “integral e intemporal respecto de 
los tratados ya perfeccionados”38 ya que no se entienden limitados los poderes 
constitucionales para su revisión cuando medien acciones públicas de inconstitucionalidad39. 
                                                 
36 Ibíd. 
37 Arévalo, W. y GARCÍA, L (2015). Dos décadas de debates entre la Constitución de 1991 y el Derecho 
Internacional: el control constitucional de los tratados, las enmiendas constitucionales y la oposición a 
sentencias de tribunales internacionales.  Cit. p. 350-351. 
38 Corte Constitucional, Sentencias, Sentencia 027/93, M.P. Simón Rodríguez. 
39 Arévalo, W. y GARCÍA, L (2015). Dos décadas de debates entre la Constitución de 1991 y el Derecho 
Internacional: el control constitucional de los tratados, las enmiendas constitucionales y la oposición a 
sentencias de tribunales internacionales. Cit. p. 351. 
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La Corte Constitucional se aparta de esta línea de prevalencia de la constitución sobre el 
derecho internacional a través de la Sentencia C-276 de 1993. En esta decisión reconoce que 
este control únicamente puede tener lugar de forma previa al perfeccionamiento del tratado, 
de modo que la Corte sería incompetente para revisar aquellos tratados ya perfeccionados, y, 
por ende, todos aquellos previos a la promulgación de la Constitución de 1991. En la 
argumentación se concluye que “el presupuesto procesal para que la revisión  sobre el 
contenido de los tratados prospere no se cumple, por cuanto el examen constitucional no se 
puede ejercer respecto de instrumentos públicos internacionales ya perfeccionados.”40  Como 
argumento para esta decisión, la Corte manifiesta que “[la imposibilidad de realizar examen 
de constitucionalidad a tratados perfeccionados] se entiende como un reflejo natural de la 
supranacionalidad  en este tipo de convenios que comprometen a la Nación, como persona 
de derecho público internacional, en un acto en el que ha perfeccionado su voluntad y en 
donde ningún organismo de carácter interno, ni siquiera el órgano encargado de la 
jurisdicción constitucional, puede entrar  a revisar aquello que es ley entre las partes”41.  Esta 
argumentación se sustenta en la tesis de que esta atribución afectaría el principio pacta sunt 
servanda –de jerarquía constitucional-, que impone el cumplimiento de buena fe de los 
acuerdos internacionales, sin que sea posible invocar disposiciones de derecho interno como 
justificación para su desconocimiento –en línea con lo estipulado en el artículo 27 de la 
Convención de Viena Sobre el Derecho de los Tratados. 
Sin embargo, una interpretación alternativa –y que se ha decantado con los años como la 
posición de la Corte en la materia-  la determina la Sentencia C-400 de 1998, con ponencia 
del Magistrado Alejandro Martínez Caballero, en su examen a la constitucionalidad de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados entre Estados y Organizaciones 
Internacionales o entre Organizaciones Internacionales, hecha en Viena el 21 de marzo de 
1986, concretamente en el análisis de exequibilidad del artículo 27, que determina que ningún 
Estado u organización internacional puede invocar disposiciones de su derecho interno o 
reglas de la organización como justificación para el incumplimiento de un tratado, salvo que 
                                                 




el consentimiento del Estado o de la Organización haya sido manifestado en violación 
manifiesta de una norma fundamental concerniente a la competencia para celebrar tratados.  
En esta sentencia, la Corte realiza una extensa disertación en la que analiza las tensiones 
entre el principio pacta sunt servanda, la prevalencia de los tratados y la supremacía de la 
Constitución. La Corte, acogiendo  la doctrina monista moderada42, declara la exequibilidad 
del artículo 27, “por cuanto no implica que son nulas internamente las disposiciones 
constitucionales contrarias a un tratado, caso en el cual esa disposición sería inadmisible por 
erosionar la supremacía constitucional”43. En este sentido, la Corte sostiene que “La 
Convención de Viena, en armonía con la doctrina y la jurisprudencia internacional, 
simplemente señala que Colombia compromete su responsabilidad internacional en caso de 
aplicar disposiciones internas contrarias a un tratado, lo cual armoniza con la Carta, puesto 
que ésta […] reconoce que uno de los principios que orientan nuestras relaciones 
internacionales es la norma Pacta Sunt Servanda (CP art. 9º) pero sin perjuicio de la 
supremacía de la Constitución en el orden interno (CP art. 4).”44 
En este sentido, al adoptar la teoría monista moderada, la Corte reconoce que un tratado 
puede ser válido ante el derecho internacional pero inaplicable internamente, por violar 
normas fundamentales del país. De este modo, se presenta un dilema debido a que el Estado 
no puede invocar el derecho interno para evadir una obligación internacional, ya que 
compromete su responsabilidad internacional: o la violación de la Constitución, para cumplir 
                                                 
42 La Corte acoge la teoría monista moderada de Alfred Verdross que manifiesta que tanto el monismo como el 
dualismo son inadmisibles. “[S]ólo puede dar cuenta de la realidad jurídica una teoría que, reconociendo, desde 
luego, la posibilidad de conflictos entre el Derecho Internacional y el derecho interno, advierta que tales 
conflictos no tienen carácter definitivo y encuentran su solución en la unidad del sistema jurídico." Esto es, una 
teoría que "mantiene la distinción entre el Derecho Internacional y el derecho estatal, pero subraya al  propio 
tiempo su conexión dentro de un sistema jurídico unitario basado en la constitución de la comunidad jurídica 
internacional”. Ver Verdross, A. (1980). Derecho internacional público. 6ª Edición.  Madrid: Aguilar. Capítulo 
2, pág. 78. 




de buena fe los acuerdos internacionales o, por el contrario, el incumplimiento de la 
obligación internacional, con el fin de respetar el ordenamiento interno. 
La Corte zanja este dilema estableciendo en la sentencia como “deber de las autoridades 
políticas modificar el compromiso internacional de nuestro país a fin de ajustarlo a la Carta, 
o reformar la Constitución para adecuarla a nuestras obligaciones internacionales”45. De este 
modo, se manifiesta que es inadmisible e insostenible mantener situaciones de 
incompatibilidad entre un tratado y la Constitución, por cuanto las autoridades deben aplicar 
la Constitución, aun cuando ello implique desconocer nuestras obligaciones internacionales 
y puede comprometer la responsabilidad internacional del Estado.  
 Esta conclusión lleva a la corte a replantearse lo establecido en la sentencia C-276/93, 
ya que se considera equivocado que la falta de competencia de la Corte para examinar la 
constitucionalidad de un tratado perfeccionado asegure un mejor cumplimiento de las 
obligaciones internacionales del país, ya que, de todos modos un tratado materialmente 
inconstitucional es inaplicable en Colombia, debido a la supremacía de la Constitución. De 
este modo, “la inhibición de la Corte mantiene la incertidumbre sobre la existencia o no de 
contradicciones normativas entre los tratados preconstituyentes y el ordenamiento 
constitucional.”46 
 Por esta razón, la competencia de control material de Corte Constitucional a las leyes 
aprobatorias de tratados ya perfeccionados permite clarificar y visibilizar las contradicciones 
normativas existentes, con el fin de permitir los procesos necesarios para su corrección, y así, 
fortalecer la seguridad jurídica. Sin embargo, la Corte es explícita en reconocer que “ese 
control en manera alguna constituye una intromisión de la Corte en la competencia de los 
jueces internacionales, ya que una declaratoria de inconstitucionalidad de la ley aprobatoria 
de un tratado no afecta el vínculo internacional como tal, pues frente al derecho internacional 
esa sentencia no tiene ninguna validez jurídica sino que es un mero aspecto fáctico a ser 





considerado para evaluar si el Estado está o no cumpliendo sus compromisos internacionales” 
[subrayado fuera del texto].47  
De este modo, la Sentencia C-400/98 logró un equilibrio que ha permitido el 
mantenimiento de la competencia de la Corte para revisar leyes aprobatorias de tratados 
internacionales perfeccionados –reconociendo la supremacía constitucional en el derecho 
interno-, sin desconocer los vínculos jurídicos que obligan al Estado a la luz del derecho 
internacional, los cuáles únicamente cesarían a través de los mecanismos correspondientes 
previstos en ese ordenamiento.   
Un componente adicional de vital importancia es que el control de constitucionalidad no 
se circunscribe exclusivamente a la participación de la Corte Constitucional, si bien esta es 
el órgano decisorio. El artículo 241-10 de la Constitución, permite que cualquier ciudadano 
pueda intervenir para defender o impugnar la constitucionalidad de un tratado o de su ley 
aprobatoria. De forma aún más general, el artículo 242 establece que cualquier ciudadano 
podrá intervenir como impugnador o defensor de las normas sometidas a control de 
constitucionalidad en los procesos promovidos por otros, así como en aquellos para los cuales 
no existe acción pública. 
De este modo, la ciudadanía tiene la capacidad de pronunciarse ante la Corte 
Constitucional durante el examen de constitucionalidad de tratados internacionales y sus 
leyes aprobatorias. Además, una consecuencia lógica de la posición de la Corte de conocer 
sobre las impugnaciones a la constitucionalidad de tratados formalizados con anterioridad a 
la promulgación de la Constitución, es la expandir esta capacidad de la ciudadanía para esos 
eventos. Esta participación de la ciudadanía también se complementa con la facultad con la 
que cuentan los Magistrados para invitar a entidades públicas, a organizaciones privadas y a 
expertos en las materias relacionadas con los procesos para que presenten por escrito sus 
conceptos sobre puntos relevantes para la elaboración de los proyectos de fallos. 




Finalmente, un participante que no puede perderse de vista es el Ministerio Público, que, 
por cuenta del Artículo 242, deberá intervenir en todos los procesos de control de 
constitucionalidad, incluidos los de leyes aprobatorias de tratados.  
De este modo, se puede apreciar que el andamiaje constitucional introducido a través de 
la Carta de 1991, implicó la inclusión de múltiples actores en el proceso de toma de 
decisiones de política exterior, especialmente en el proceso de manifestación del 
consentimiento del Estado en obligarse, que permiten cuestionar “la verdadera magnitud del 
carácter ‘presidencial’ que con tanta frecuencia se atribuye, sin discriminación alguna, a la 
política exterior colombiana.”48  
Continuando con el desarrollo de la hipótesis planteada, y buscando profundizar en la 
forma en que este diseño puede llegar a ofrecer ‘vías de escape  ante ciertas coyunturas 
críticas de política exterior –concretamente a través de mecanismos de lavado o  buck- 
passing- se procede entonces a abordar el caso de estudio propuesto: el diferendo marítimo 
y territorial entre Colombia y Nicaragua por el archipiélago de San Andrés, Providencia y 
Santa Catalina. 
                                                 
48 Molano, A. (2015) La “Constitución exterior” y la constitucionalización de la política exterior colombiana. 




CAPÍTULO 2 - EL FALLO DE LA CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA: 
ENCRUCIJADA ENTRE LAS DINÁMICAS INTERNAS Y LAS OBLIGACIONES 
INTERNACIONALES. 
 
2.1 Breve contextualización histórica del diferendo 
 
Antes de entrar a revisar el impacto del Fallo de la Corte Internacional de Justicia en las 
dinámicas políticas internas en Colombia, resulta de gran utilidad realizar recapitulación de 
ciertos hitos históricos del diferendo con Nicaragua y su paulatino agravamiento. No es el 
propósito del presente documento realizar un abordaje histórico/jurídico minucioso sobre los 
diferentes episodios que han tenido lugar a lo lardo del diferendo territorial y marítimo, pero 
este  ejercicio permite poner en contexto la magnitud del impacto del fallo en la coyuntura 
interna colombiana del momento en el que este tuvo lugar.  
De este modo, se han seleccionado momentos claves: la ratificación del tratado Esguerra-
Bárcenas, la declaración unilateral de nulidad e invalidez del tratado Esguerra-Bárcenas por 
parte del Gobierno de Nicaragua en 1980, la presentación de la demanda de Nicaragua en 
2001, el fallo sobre las excepciones preliminares presentadas por Colombia en 2007 y, 
finalmente, el fallo definitivo sobre la controversia de 2012. 
Desde la independencia de los Estados latinoamericanos, la definición de sus territorios 
y de las fronteras terrestres suscitó disputas entre los nacientes Estados. El principio uti 
possidetis juris fue un mecanismo utilizado para definir las fronteras de los Estados mientras 
era negociado un tratado limítrofe. Su origen se configura “como una norma consuetudinaria 
regional, propia del ámbito iberoamericano, reconocido en la práctica convencional de los 
Estados de la región, o sus constituciones nacionales, o por compromisos de arbitraje 
relativos a controversias fronterizas; la jurisprudencia arbitral (v. gr. el laudo de 1891 de la 
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Reina de España María Cristina en el conflicto fronterizo entre Colombia y Venezuela); y la 
jurisprudencia de la Corte Internacional de Justicia.” 49 50  
De esta forma, “[l]os nuevos Estados exigieron el respeto de los límites coloniales tal y 
como se encontraban delineados al momento de la emancipación y afirmaron su soberanía 
sobre todas las tierras que formaban parte del imperio colonial español, con independencia 
de que hubieran sido efectivamente ocupadas. La posesión a la que refiere el principio [uti 
possidetis juris] no es la posesión efectiva, sino el derecho a poseer de acuerdo con un título 
válido y al asumir dicho principio se afirmaba que constituía un fundamento válido para el 
título a la soberanía territorial y para la fijación de las respectivas fronteras”51 
Así pues, el título principal que sobre el cual Colombia argumentó históricamente su 
posesión y el ejercicio de soberanía sobre el archipiélago de San Andrés –y hasta antes del 
tratado Esguerra-Bárcenas sobre la Costa de la Mosquitia-  fue la Real Orden de San Lorenzo 
del 20 de noviembre de 1803, que a la letra establece que el “El Rey [de España, Carlos IV,] 
ha resuelto que la isla de San Andrés y la parte de la Costa de Mosquitos, desde el Cabo de 
Gracias a Dios, inclusive, hacia el Río Chagres queden segregadas de la Capitanía General 
de Guatemala y dependientes del Virreinato  de Santa Fe.”52  
                                                 
49 Mastaglia, G. (2013). Cuestiones territoriales relativas al derecho del mar. Comentario sobre la sentencia de 
la Corte Internacional de Justicia en el caso: diferendo territorial y marítimo (Nicaragua vs. Colombia) de 19 
noviembre. En ARS BONI ET AEQUI  año 9 n° 2. 277-299. Pág. 287. Disponible en 
http://www.ubo.cl/icsyc/wp-content/uploads/2013/12/10-Mastaglia.pdf  
50 Entre los diferentes ejemplos que reflejan la utilización del principio uti possidetis juris en la región, 
Mastaglia cita el Tratado de Unión y Alianza entre la Argentina y el Paraguay de 1811, El Artículo 2 de la Ley 
Fundamental de la Gran Colombia de 1819, el Tratado Arosema-Guzmán de 1881 entre Colombia y Venezuela, 
el laudo de 1891 de la Reina de España María Cristina en el conflicto fronterizo entre Colombia y Venezuela y 
las Sentencias de la Corte Internacional de Justicia en los casos El Salvador v Honduras de 1992.  
51 Mastaglia, G. (2013). Cuestiones territoriales relativas al derecho del mar. Comentario sobre la sentencia de 
la Corte Internacional de Justicia en el caso: diferendo territorial y marítimo (Nicaragua vs. Colombia) de 19 
noviembre. Cit. p. 287 
52 Blanco, J. (2015) Archipiélago de San Andrés y Providencia: Batimetría. Sociedad Geográfica de Colombia, 
Academia de Ciencias Geográficas. Disponible en http://www.sogeocol.edu.co/documentos/1disan.pdf.   
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Luego de un largo siglo XIX de guerras civiles, consolidación del Estado colombiano y 
definición de sus fronteras, en 1928 es firmado el Tratado Esguerra-Bárcenas entre Nicaragua 
y Colombia, cuyo preámbulo llama a poner término al litigio territorial53 pendiente entre 
ambas Repúblicas. Este instrumento ya corresponde a un tratado internacional ratificado y 
constituye un título para el ejercicio de soberanía en los territorios reconocidos mutuamente. 
El tratado, breve en extensión, en su artículo primero determina que: 
“La República de Colombia reconoce la soberanía y pleno dominio de la República 
de Nicaragua sobre la Costa de los Mosquitos comprendida entre el cabo Gracias a 
Dios y el rio San Juan, y sobre las islas Mangle Grande y Mangle Chico, en el Océano 
Atlántico (Great Corn Island y Little Corn Island), y la República de Nicaragua 
reconoce la soberanía y pleno dominio de la República de Colombia sobre las islas 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina y todas las demás islas, islotes y cayos 
que hacen parte de dicho archipiélago de San Andrés.”54 
Asimismo, el Tratado expresamente manifiesta que “no se consideran incluidos en este 
tratado los cayos Roncador, Quitasueño y Serrana; el dominio de los cuales está en litigio 
entre Colombia y los Estados Unidos  de América.”55 
Los instrumentos de ratificación del precitado Tratado fueron intercambiados en 
Managua el 5 de mayo de 1930. Con esta ocasión, se suscribió el denominado Protocolo de 
1930, en el que “Los infrascritos, en virtud de la plenipotencia que se les ha conferido, y con 
instrucciones de sus respectivos Gobiernos, declaran: que el Archipiélago de San Andrés y 
Providencia, que se menciona en la cláusula primera del tratado referido no se extiende al 
                                                 
53 Es de destacar que el preámbulo del tratado no hace referencia a una disputa marítima, sino exclusivamente 
territorial. Este apartado del tratado a la letra establece que “La República de Colombia y la República de 
Nicaragua, deseosas de poner fin al litigio territorial entre ellas pendiente, y de estrechar los vínculos 
tradicionales de amistad que las unen, han decidido celebrar el presente tratado.” 
54 Tratado sobre cuestiones territoriales entre Colombia y Nicaragua (1928). Bogotá: Ministerio de Relaciones 
Exteriores de la Republica de Colombia. Disponible en: 
http://apw.cancilleria.gov.co/Tratados/adjuntosTratados/NI-24-03-1928.PDF 
55 Tratado sobre cuestiones territoriales entre Colombia y Nicaragua (1928). 
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occidente del meridiano 82 de Greenwich”. Esta aclaración fue incluida debido a que el 
Congreso nicaragüense aprobó el tratado bajo ese entendido, ante el temor de que Colombia 
pudiese reclamar islas o cayos de la costa nicaragüense como parte del archipiélago de San 
Andrés56. 
En 1969, a través de  nota diplomática del Embajador colombiano al Ministro de 
Relaciones Exteriores nicaragüense, el Gobierno colombiano protesta la concesión de 
permisos de exploración petrolífera por parte de Nicaragua en Quitasueño y en aguas al este 
del meridiano 82.  En la nota, Colombia solicita corregir el error en el que se pudo haber 
incurrido al ejercer actos de dominio en un bien que ha sido solemnemente reconocido de 
encontrarse por fuera de la soberanía o jurisdicción nicaragüenses.57  
Este incidente determina el inicio del diferendo sobre el alcance del tratado Esguerra-
Bárcenas de 1928 y del Protocolo de 1930. Para Nicaragua, como lo argumenta el Ministro 
de Relaciones Exteriores en su respuesta a la Nota de Colombia en lo referente al alcance del 
Protocolo de 1930, “[Una] simple lectura de los textos [...] deja claro que el objetivo de esta 
disposición es establecer clara y específicamente, en una forma restrictiva, la extensión del 
Archipiélago de San Andrés, y de ningún modo válido puede interpretarse como un límite de 
los derechos de Nicaragua creador de una frontera entre los dos países. Por el contrario, se 
reconoce y confirma el dominio pleno y la soberanía de Nicaragua sobre el territorio nacional 
en esa zona”58 
                                                 
56 Entre 1890 y 1903 Colombia había sostenido que las islas Mangles era parte del archipiélago de San Andrés, 
en este entendido, el temor en Nicaragua era que como el tratado brindaba soberanía a Colombia sobre “todas 
las demás islas, islotes y cayos que hacen parte de dicho archipiélago”, el país pudiese argumentar la pertenencia 
de otros accidentes geográficos al precitado archipiélago. Para mayor información sobre estos pormenores ver 
Londoño, J. (2015). Colombia en el laberinto del Caribe. Bogotá: Editorial Universidad del Rosario. Pág. 38. 
57 Corte Internacional de Justicia. Fallos. (2007, 13 de diciembre).  Diferendo territorial y marítimo (Nicaragua 
c. Colombia), Fallo sobre objeciones preliminares. Párrafo 21.  
58 Corte Internacional de Justicia. Fallos. (2007, 13 de diciembre).  Diferendo territorial y marítimo (Nicaragua 
c. Colombia), Fallo sobre objeciones preliminares. Párrafo 22. 
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Por su lado, Colombia, en respuesta del 22 de septiembre del mismo año, a través del 
Ministro de Relaciones Exteriores, realizó una declaración formal de soberanía sobre las 
zonas marítimas situadas al este del meridiano 82 de Greenwich, con base en el "carácter 
definitivo e irrevocable” del Tratado de Límites de 1928 y la declaración del Protocolo de 
1930 que la línea divisoria entre las áreas o zonas o marítimas respectivas se fijó en el 
meridiano 82 de Greenwich.  
El tema excluido del tratado Esguerra-Bárcenas por encontrarse en disputa entre los 
Estados Unidos y Colombia, el estatus de Quitasueño, Roncador y Serrana, fue bilateralmente 
resuelto a través del tratado Vásquez-Saccio de 8 de septiembre de 1972, acuerdo en el que 
los Estados Unidos renuncian a cualquier reclamación de soberanía sobre los precitados 
accidentes a favor de Colombia. Sin embargo, Nicaragua, en línea con su posición,  no 
reconoce la soberanía colombiana sobre Roncador, Quitasueño y Serrana: la Asamblea 
Nacional  de ese país formuló una declaración formal de soberanía sobre las mismas el 4 de 
octubre de 1972, asimismo, la Cancillería nicaragüense protestó ante los Gobiernos 
colombiano y estadounidense la suscripción del tratado, y, finalmente, el 4 de febrero de 
1980, ya con un gobierno sandinista en el poder, Nicaragua declaró unilateralmente la 
“nulidad e invalidez del tratado Bárcenas-Meneses-Esguerra”.59   
A partir de la fecha, a pesar de los cambios de Gobierno, tanto Colombia como Nicaragua 
mantuvieron invariable su posición frente al diferendo. A pesar de que se adelantaron ciertas 
                                                 
59 Corte Internacional de Justicia. Fallos. (2007, 13 de diciembre).  Diferendo territorial y marítimo (Nicaragua 
c. Colombia), Fallo sobre objeciones preliminares. Párrafo 28. 
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reuniones para abordar el tema60, “las partes no concuerdan en el contenido y significado de 
estas discusiones.”61 
Es así como Nicaragua, dos años después de haber instaurado procedimientos contra 
Honduras ante la Corte Internacional de Justicia por su diferendo limítrofe y territorial en el 
mar Caribe, demandó a Colombia el 6 de diciembre de 2001. En la aplicación, Nicaragua 
solicitó a la Corte que declare “que la República de Nicaragua tiene soberanía sobre las islas 
de Providencia, San Andrés, y Santa Catalina y todas las islas y cayos anexos, y también 
sobre los cayos de Roncador, Serrana, Serranilla y Quitasueño (en la medida en que sean 
sujetos de apropiación).62 Asimismo,  solicitó a la Corte determinar el curso del límite entre 
las zonas de la plataforma continental y la zona económica exclusiva pertenecientes 
respectivamente a Nicaragua y Colombia.  
De este modo, la consecuencia natural, previsible y anunciada de la actitud del Gobierno 
colombiano frente al diferendo con Nicaragua y de su interpretación del alcance del tratado 
Esguerra-Bárcenas fue el inicio de un procedimiento jurídico internacional contra Colombia, 
cuyo alcance es la definición de los límites terrestres y marítimos del Estado colombiano. 
Esa decisión de política exterior frente a Nicaragua –que tantos consensos generó al 
entenderse como una política de Estado63- llevó a una situación ante la  cual el margen de 
                                                 
60 Julio Londoño Paredes manifiesta que el principal obstáculo para adelantar estas conversaciones era la 
ambición nicaragüense por las  islas. Así lo dejó claro durante la entrevista realizada el 2 de febrero de 2015. 
Asimismo, en su libro Colombia en el Laberinto del Caribe, Londoño Paredes expresa cómo el internacionalista 
Luis Pasos Argüello, en una carta abierta dirigida al él y publicada en el Diario la Prensa el 2 de marzo de 1977, 
se manifiesta “que Nicaragua no puede negociar zonas marítimas, que es lo accesorio, sino después de arreglar 
lo principal, que es el diferendo de los cayos y el archipiélago.  
61 Corte Internacional de Justicia. Fallos. (2007, 13 de diciembre).  Diferendo territorial y marítimo (Nicaragua 
c. Colombia), Fallo sobre objeciones preliminares. Párrafo 32. 
62 Corte Internacional de Justicia. Aplicación. (2001, 6 de diciembre)  Diferendo Territorial y Marítimo 
(Nicaragua v. Colombia). 
63 Existe un consenso entre los académicos que la política exterior colombiana suele ser fragmentada y de 
carácter gubernamental. Sin embargo, el manejo dado al diferendo con Nicaragua constituye el ejemplo 
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maniobra del Gobierno quedó limitado a dar respuesta a los procedimientos de la Corte y 
sujeto a un fallo definitivo e inapelable.  
 
2.2  Decisiones de la Corte Internacional de Justicia  
 
Una vez iniciado el contencioso, la primera decisión del Gobierno de Colombia es 
recurrir a la Corte y presentar las excepciones preliminares, con base en el Artículo 79 del 
Reglamento de la Corte Internacional de Justicia, a través del cual se faculta al demandado 
para presentar excepciones preliminares a la competencia de la Corte, la admisibilidad de la 
demanda o cualquier otras excepción sobre la cual se requiera el pronunciamiento de la Corte. 
Nicaragua argumentó la competencia de la Corte con base en el artículo XXXI del Pacto 
de Bogotá y de las declaraciones unilaterales de cada Estado aceptando la jurisdicción de la 
Corte: del 24 de septiembre de 1929, para el caso de Nicaragua, y del 30 de octubre de 1937, 
para el caso de Colombia.  
El 28 julio de 2003, Colombia presentó dos excepciones preliminares. A través de la 
primera, Colombia argumentó que “en virtud del tratado de 1928 y del protocolo de 
intercambio de ratificaciones de 1930, los asuntos que Nicaragua busca presentar ante la 
Corte (a) ya han sido arreglados  y están regidos por el tratado y su protocolo, el cual (b) se 
encontraba irrefutablemente en vigor en 1948 en la fecha de conclusión del Pacto. El artículo 
VI del Pacto estipula que, consecuentemente, el artículo XXXI ‘no debería ser aplicado.’”64 
De igual forma, adiciona que en virtud de los artículos VI y XXXIV del Pacto de Bogotá, la 
Corte debería declarar la controversia “terminada”. 
                                                 
paradigmático de una excepción en la cual la política exterior logró mantener una política que trascendiera los 
diferentes gobiernos. 
64 Corte Internacional de Justicia. Objeciones preliminares del Gobierno de Colombia. (2013, julio). Diferendo 
territorial y marítimo (Nicaragua c. Colombia). Párrafo 4.13. 
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La segunda excepción fue referente a la competencia de la Corte a través de la declaración 
unilateral de jurisdicción realizada por Colombia el 30 de octubre de 1937. Al respecto, 
Colombia manifestó que la Corte ha establecido que cuando su jurisdicción es invocada tanto 
por el Pacto de Bogotá como por una declaración unilateral, prevalece el Pacto. Bajo este 
entendido, al solicitársele a la Corte declarar la controversia como “terminada” en virtud del 
propio Pacto de Bogotá, no habría ningún asunto a ser examinado por la Corte en virtud de 
la declaración unilateral. Adicionalmente, Colombia argumentó que en el evento en el que se 
decidiera revisar la competencia a la luz de la declaración unilateral, la Corte carecería de 
todos modos de competencia por dos razones: Por un lado, la declaración fue retirada el 5 de 
diciembre de 2001, con efecto inmediato, por otro, en el caso en el que la Corte encontrare 
que la declaración se encontrase en vigor para la fecha de la demanda, los propios términos 
de la declaración de 1937 limitan la jurisdicción de la Corte a “controversias derivadas de 
hechos posteriores al 6 de enero de 1932” y, en línea con la primera excepción preliminar, la 
controversia fue saldada a través del tratado de 1928. 
La Corte se pronunció a través de su sentencia del 13 de diciembre de 2007, en la que 
determinó claramente aquellos asuntos que constituían el objeto de la controversia y que, por 
tanto, entraría a revisar de fondo y sobre los cuales reconocía su jurisdicción. En su 
argumentación, la Corte notó que las partes no estaban de acuerdo sobre si la controversia 
había sido resuelta por el tratado de 192865, y determinó que revisar este aspecto constituía 
una cuestión preliminar que debía ser analizada en esta etapa de los procedimientos66. 
Asimismo determinó que el  objeto del diferendo entre las partes los constituían la soberanía 
sobre el territorio –San Andrés, Providencia, Santa Catalina, Roncador, Quitasueño, Serrana 
y demás accidentes que conforman el archipiélago- y el curso de la frontera marítima entre 
las partes67. 
                                                 
65 Corte Internacional de Justicia. Fallos. (2007, 13 de diciembre).  Diferendo territorial y marítimo (Nicaragua 
c. Colombia), Fallo sobre objeciones preliminares. Párrafo 39. 
66 Ibíd. Párrafo 40. 
67 Ibíd. Párrafo 41. 
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De este modo, el fallo determina que el tratado de 1928 era válido y se encontraba en 
vigor para la fecha de la conclusión del Pacto de Bogotá en 194868. Sin embargo, para 
determinar su jurisdicción sobre el diferendo, la Corte determinó que era necesario entrar a 
revisar el alcance del tratado y si este, efectivamente, había resuelto el objeto de la  
controversia entre las partes.  
De la lectura del artículo I del Tratado, en el cual Colombia reconoce la soberanía de 
Nicaragua sobre la Mosquitia y Nicaragua la soberanía de Colombia sobre San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina; la Corte reconoce que el tratado resolvió la controversia sobre 
estas tres islas, expresamente mencionadas en el tratado de 1928. En consecuencia, la Corte 
se declaró sin jurisdicción para conocer sobre este particular69.  
Ahora bien, con respecto al alcance del archipiélago, la Corte encontró que éste estaba 
conformado por las islas de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, y los cayos e islotes 
adyacentes. Sin embargo, el tratado no provee una respuesta sobre cuáles son las formaciones 
marítimas que lo componen, además de las tres expresamente mencionadas. Por esta razón, 
la Corte deshecha la objeción preliminar de Colombia y se declara con jurisdicción para 
abordar de fondo este asunto70. De igual forma, la Corte reconoció su jurisdicción con 
respecto a la soberanía sobre Roncador, Quitasueño y Serrana; toda vez que el artículo I del 
tratado es claro en expresar que no aplica para estas tres formaciones.71  
Finalmente, con respecto a la delimitación marítima la Corte concluyó que el tratado no 
realizó una delimitación de la frontera marítima entre las partes y que el lenguaje empleado  
en el protocolo de 1930  con respecto al meridiano 82 es más consistente con el argumento 
de que buscaba fijar un límite occidental al archipiélago de San Andrés. De este modo, la 
corte reconoció su jurisdicción para realizar una delimitación marítima entre Colombia y 
Nicaragua. 
                                                 
68 Ibíd. Párrafo 81. 
69 Ibíd. párrafo 90. 
70 Ibíd. párrafo 97 
71 Ibíd. párrafo 104. 
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El fallo de la Corte Internacional de Justicia sobre las excepciones preliminares distó en 
gran medida de las solicitudes presentadas por Colombia. De solicitar a la Corte que declarara 
la controversia terminada, el fallo reconoció su jurisdicción sobre toda la controversia 
territorial y marítima, salvo lo concerniente a San Andrés, Providencia y Santa Catalina. El 
fallo, en su argumentación, dejó sin sustento jurídico la posición de los gobiernos 
colombianos con respecto a que toda la controversia había sido saldada desde 1928, a través 
del tratado Esguerra-Bárcenas.  
Aunque Colombia logró demostrar que el tratado de 1928 se encontraba en vigor para las 
partes, el limitado alcance del tratado impedía que se considerara que este resolviera 
definitivamente todos los asuntos que le fueron presentados a la Corte.  
En este sentido, los profesores Carlos Salgar72 y Eric Tremolada, en una columna 
denominada “Las lecciones de la disputa limítrofe con Nicaragua”, publicada por el diario El 
Espectador una semana antes del fallo de fondo, afirman que durante “21 años Colombia se 
sintió blindada por el tratado Esguerra-Bárcenas, el cual entendió no sólo vigente, como 
obviamente lo es, sino que lo consideró perfecto, en cuanto a atribución y delimitación del 
archipiélago, pese a que su texto se compone de dos artículos y sólo el primero de ellos, de 
seis renglones, es el que dispone lo relativo a la soberanía. […] Haber considerado durante 
más de 30 años que el tratado sobre cuestiones territoriales entre Colombia y Nicaragua era 
perfecto en términos de atribución y delimitación, fue una ingenuidad  que quedó patente con 
el fallo de 2007 sobre las excepciones a la competencia de la Corte que interpuso 
Colombia.”73 
                                                 
72 Carlos Salgar es el actual Embajador de Colombia ante el Gobierno de Nicaragua, tomó posesión el 4 de 
junio de 2015. 
73 Salgar, C. y Tremolada, E. (2012, 13 de noviembre). Las lecciones de la disputa limítrofe con Nicaragua, El 




El fallo de 2007 resultó una derrota clara a la posición que Colombia históricamente 
mantuvo y que además fue transmitida por los diferentes gobiernos a los ciudadanos74. El 
entonces presidente Álvaro Uribe, en alocución presidencial del 13 de diciembre de 2007, 
informó a la Nación sobre la decisión de la Corte. Sin embargo, lejos de reconocer los 
inmensos retos que implicaba el fallo para la defensa jurídica, la alocución apeló a invocar 
sentimientos nacionalistas y transmitir un mensaje de victoria y tranquilidad.  
En una alocución en formato de diálogo, de la que participaron el entonces Canciller 
Fernando Araujo, el Gerente Presidencial para el Archipiélago –Juan Guillermo Ángel- y dos 
Representantes a la Cámara por San Andrés -Alberto Gordon y Julio Gallardo-, el Presidente 
Uribe transmitió el mensaje en los siguientes términos: “Compatriotas, una vez más ha 
quedado ratificada la unidad, la unión integral de la Nación colombiana. La Corte 
Internacional de Justicia, al responder a las excepciones sobre su competencia, planteadas 
por Colombia en la disputa entablada por Nicaragua contra Colombia, reconoció la vigencia 
y la validez del Tratado Esguerra – Bárcenas, el Tratado entre Colombia y Nicaragua de 
1928, que Nicaragua desde hace varias décadas pretendía desconocer. La Corte no solamente 
se abstuvo de avocar el conocimiento de la demanda de Nicaragua contra el Tratado y contra 
la soberanía colombiana en el Archipiélago, sino que expresamente ratificó la validez del 
Tratado y la naturaleza colombiana del Archipiélago.”75 
La narrativa promovida por el Gobierno y que no suscitó mayor debate en los medios de 
comunicación nacional o en la opinión pública distó en demasía del real alcance del fallo, 
especialmente en lo marítimo: la Corte encontró que no existía una delimitación de espacios 
                                                 
74 Durante la entrevista con el ex Agente de Colombia ante la Corte Internacional de Justicia -Julio Londoño 
Paredes- el ex Canciller fue enfático en resaltar que once Gobiernos colombianos conocían de la insostenibilidad 
del argumento de que el meridiano 82 constituía la frontera marítima entre Colombia y Nicaragua. De igual 
forma, señaló que ninguno de ellos decidió asumir el costo político de enfrentar esta realidad y comunicarlo al 
país, privilegiando una actitud de esperar a que el tema le tocara a un gobierno posterior. Entrevista con 
Londoño J. (2016, 2 de febrero) Anexo B. 
75 Uribe, A. (2007, 13 de diciembre). Alocución presidencial con motivo del fallo de la Corte de la Haya con 




marinos y submarinos, por lo cual, el ejercicio de soberanía y jurisdicción sobre los espacios 
marítimos que Colombia reconocía como propios carecía de sustento jurídico y nunca le 
pertenecieron.    
De este fallo sobre objeciones preliminares que no tiene efectos prácticos y tangibles 
inmediatos sobre la delimitación –pero que sí pone de manifiesto el reto jurídico que 
implicará la defensa y la magnitud de la decisión que puede conllevar un fallo de fondo-, se 
pasó a la fase de procedimientos escritos y orales, establecidos en el reglamento de la Corte. 
Como lo manifiestan Salgar y Tremolada en su columna sobre lecciones aprendidas, todo el 
proceso se caracterizó por ser “monopolizado y mantenido en secreto entre unos pocos 
actores”76, razón por la cual el tema volvió a ser noticia en las vísperas de la emisión de la 
Sentencia definitiva. 
 El 19 de noviembre de 2012 tuvo lugar el fallo definitivo. Para decidir acerca de la 
soberanía sobre las formaciones insulares en disputa, la Corte procedió a revisar en primera 
instancias si todas las formaciones eran susceptibles de apropiación. Esto teniendo en cuenta 
la controversia entre las partes sobre Quitasueño. Al respecto, la Corte encontró que de todos 
los accidentes que componen quitasueño, resulta evidente que QS 32 emerge constantemente 
en plenamar y, por tanto es susceptible de apropiación.77    Ahora bien, es de gran importancia 
considerar, para efectos del análisis de esta tesis, que de QS32, la formación que sobresale 
en plenamar, la superficie que emerge oscila únicamente entre 1.2m y 70cm.  
                                                 
76 Salgar, C. y Tremolada, E. (2012, 13 de noviembre). Las lecciones de la disputa limítrofe con Nicaragua. 
Cit. 
77 Corte Internacional de Justicia. Fallos. (2012, 19 de noviembre). Diferendo territorial y marítimo (Nicaragua 
c. Colombia), Fallo de fondo. Párrafo 37. Es importante tener presente que la jurisprudencia de la Corte ha 
dejado claro que incluso la isla más pequeña genera un mar territorial de 12 millas (ver Delimitación Marítima 
y Cuestiones Territoriales entre Qatar y Bahréin (Qatar c. Bahréin), Fondo, Sentencia, I.C.J. Reports 2001, 
pp. 101-102, para. 205; ver también Controversia Territorial y Marítima entre Nicaragua y Honduras en el 
Mar Caribe (Nicaragua c. Honduras), Sentencia, I.C.J. Reports 2007 (II), p. 751, para. 302). 
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Una vez decidido este aspecto, la Corte entró a revisar la fuente de los títulos sobre las 
formaciones en disputa: el tratado de 1928, el uti possidetis juris, las effectivités, entre otros78. 
Con respecto al tratado, la Corte encontró que éste es claro en reconocer que Colombia posee 
soberanía sobre ‘San Andrés, Providencia, Santa Catalina y todas las demás islas, islotes y 
cayos que hacen parte de dicho archipiélago de San Andrés.’”79 Sin embargó determinó que 
ni el texto del tratado, ni la localización geográfica de las formaciones insulares en disputa o 
los registros históricos relativos a la composición del Archipiélago de San Andrés citados 
por las partes, eran suficientes para clarificar la cuestión.80   
Caso similar encontró la Corte frente al principio uti possidetis juris, considerado 
inadecuado para determinar la soberanía sobre las formaciones insulares debido a que no se 
podía establecer con claridad si estas formaciones fueron atribuidas a las provincias 
coloniales de Nicaragua o de Colombia antes de o al momento de la independencia81.  
Finalmente, con respecto a las effectivités, la Corte concluyó que Colombia había actuado 
efectivamente à titre de souverain tanto con respecto a la zona marítima que rodea las 
formaciones disputadas como con respecto a las formaciones insulares mismas, por lo que 
las effectivités presentadas por Colombia suministraron el mayor argumento82 sobre las 
pretensiones de soberanía de Colombia83. La Corte decide finalmente que “Colombia y no 
                                                 
78 También fueron revisados los argumentos colombianos en el sentido de que Nicaragua había reconocido el 
título de Colombia, así como la posición asumida por terceros Estados y la evidencia cartográfica. 
79 Corte Internacional de Justicia. Fallos. (2012, 19 de noviembre). Diferendo territorial y marítimo (Nicaragua 
c. Colombia), Fallo de fondo. Párrafo 42. 
80 Ibíd. Párrafo. 53 
81 Ibíd. Párrafo 65 
82 Con respecto a los otros aspectos considerados por la Corte para decidir sobre el tema de soberanía, como lo 
fueron el supuesto reconocimiento de Nicaragua de la soberanía de Colombia sobre las formaciones, la posición 
asumida por terceros estados y el valor probatorio de los mapas, la Corte encontró que todos estos suministran 
cierto respaldo a la pretensión colombiana. 
83 Corte Internacional de Justicia. Fallos. (2012, 19 de noviembre). Diferendo territorial y marítimo (Nicaragua 
c. Colombia), Fallo de fondo. Párrafo 84. 
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Nicaragua, es quien posee soberanía sobre las islas de Alburquerque, Bajo Nuevo, Cayos del 
Este-Sudeste, Quitasueño, Roncador, Serrana y Serranilla”84 
Con respecto a la delimitación marítima, resulta apropiado abordar la pretensión de 
Nicaragua respecto de una delimitación de plataforma continental más allá de las 200 millas 
náuticas, esto considerando las consecuencias de la decisión del fallo y su posterior relación 
con las actuaciones adelantadas por Colombia en respuesta a este. 
Originalmente –en su demanda y en la memoria- Nicaragua solicitó a la Corte “que 
determine la ‘frontera marítima única’ entre las áreas de la plataforma continental y las zonas 
económicas exclusivas correspondientes a Nicaragua y Colombia, respectivamente, en forma 
de una línea media entre las costas continentales de los dos Estados.”85 Sin embargo, en su 
réplica, Nicaragua argumentó que, de acuerdo con el artículo 76 de la Convención de 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar –CONVEMAR-, la prolongación natural de sus 
territorios continentales le otorga una titularidad que se extiende más allá de las 200 millas 
náuticas. Por ende, Nicaragua solicita a la Corte que la delimitación marítima se haga a través 
de una frontera de plataforma continental “dividiendo en partes iguales las titularidades 
superpuestas sobre plataforma continental de ambas partes”86, ya que la prolongación más 
allá de las 200 millas de la plataforma continental nicaragüense se encuentra y superpone con 
la colombiana. 
Esta nueva pretensión fue refutada por Colombia, sobre la base que resultaba inadmisible 
una nueva pretensión que modificase el objeto de la controversia. Sin embargo, la Corte 
terminó considerando que “la pretensión sobre una plataforma continental extendida está 
                                                 
84 Ibíd. Párrafo 103. 
85 Julio Londoño Paredes califica esta pretensión como “un flagrante error de Nicaragua”, ya que “como hay 
una distancia mayor de 400 millas entre las dos costas, no existe superposición de esos espacios marítimos y 
no hay lugar a una delimitación”. Londoño Julio. Colombia en el Laberinto del Caribe. Cit. pág. 171. 
86 Ibíd. Párrafo 113. 
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comprendida en la controversia entre las partes relativa a delimitación marítima y no puede 
decirse de ella que transforma el objeto-materia de la controversia.”87   
Una vez admitida la pretensión, la Corte entró a revisar su procedencia. En primer lugar, 
se reconoció que el derecho aplicable es el derecho consuetudinario, toda vez que Colombia 
no ha ratificado la CONVEMAR. Sin embargo, la Corte, revisando el preámbulo de la 
Convención, llega a la conclusión de que “el hecho de que Colombia no sea parte en ella no 
libera a Nicaragua de sus obligaciones bajo el Artículo 76 de dicho instrumento.”88 La Corte 
no ahonda en este argumento ni determina en qué medida esa conclusión le impone 
responsabilidades a Colombia en el marco de una convención no ratificada por ella, pero 
resulta un punto neurálgico a tener presente, dadas la conclusión del caso y la ventana que 
esta decisión abrió para nuevas pretensiones nicaragüenses. 
Finalmente, la Corte observó que Nicaragua presentó información preliminar a la 
Comisión de Límites de la Plataforma Continental de la CONVEMAR, que “no cumple con 
los requisitos de información sobre los límites de una plataforma continental más allá de las 
200 millas náuticas.”89   Por ende, la Corte concluye que “Nicaragua no ha establecido que 
posee un margen continental que se extiende lo suficientemente lejos como para que se 
superponga con la titularidad colombiana a una plataforma continental de 200 millas, 
medidas desde la costa continental de Colombia, la Corte no está en capacidad de delimitar 
la frontera de plataforma continental entre Nicaragua y Colombia solicitada por 
Nicaragua.”90  
De este modo, la Corte desestimó la pretensión nicaragüense sobre la base de que la 
información presentada resultaba insuficiente y por no haber surtido los procedimientos en 
el marco de la Comisión de Límites de Plataforma Continental de CONVEMAR. La Corte 
no consideró necesario determinar qué aspectos del artículo 76 de CONVEMAR constituían 
                                                 
87 Ibíd. Párrafo 111. 
88 Ibíd. Párrafo 126. 
89 Ibíd. párrafo 127. 
90 Ibíd. párrafo 129. 
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derecho consuetudinario –y por ende serían oponibles a Colombia-, ni tampoco sobre el 
argumento, presentado por Colombia, si una delimitación de titularidades superpuestas que 
involucra una plataforma extendida de una parte puede afectar una titularidad a 200 millas 
náuticas de plataforma continental de otra parte. La sentencia dejó así un espacio abierto para 
que esta pretensión de Nicaragua pudiera prosperar en un futuro, de ser subsanados los 
aspectos formales, y pareciera insinuar que la CONVEMAR le sería más aplicable a 
Colombia de lo que su defensa planteó en el presente caso. 
Finalmente, la Corte procedió a realizar la delimitación marítima a través de la 
metodología normalmente utilizada para este fin, constituida por tres etapas: establecimiento 
de una línea media o línea de equidistancia provisional de delimitación entre los territorios 
de las partes, consideración de las circunstancias pertinentes que podrían justificar un ajuste 
o desplazamiento de esta línea o el empleo de otras técnicas para lograr un resultado 
equitativo, y, finalmente, una prueba de proporcionalidad. 
La decisión de la corte sobre delimitación marítima se resume en los siguientes puntos: 
1. San Andrés, Providencia y Santa Catalina tienen derecho a mar territorial, zona 
económica exclusiva y plataforma continental. 
2. No es necesario determinar el status preciso de las islas más pequeñas, toda vez que 
cualquier titularidad sobre espacios marítimos que ellas pudieran generar dentro del 
área pertinente (por fuera del mar territorial) se superpondría enteramente con la 
titularidad a una plataforma continental y una zona económica exclusiva generada 
por las islas de San Andrés, Providencia y Santa Catalina. 
3. QS 32 tiene derecho a un mar territorial de 12 millas, pero no a zona económica 
exclusiva ni plataforma continental, toda vez que es una roca que no puede albergar 
vida humana ni vida económica.     
4. La disparidad entre las costas relevantes de Colombia y Nicaragua es de 
aproximadamente 1:8.2, esto fue considerado como una disparidad sustancial y la 
Corte estimó apropiado realizar un ajuste de la línea provisional, especialmente dada 
la superposición de áreas marítimas al oriente de las islas colombianas. 
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5. La Corte consideró que las islas colombianas no podían ser tratadas como si 
constituyeran una costa continental continua que se extiende por cerca de 100 millas 
náuticas, bloqueando el acceso de Nicaragua al lecho del mar y las aguas al oriente 
de las mismas. Por lo tanto, la Corte concluyó que ese efecto de amputación (cut-off) 
era una consideración pertinente que requería de un ajuste de la línea media 
provisional, con miras a producir un resultado equitativo, tendiente a que ninguna de 
las partes sea separada de la totalidad de las áreas sobre las cuales su costa se proyecta. 
6. La Corte no consideró como aspectos relevantes que impliquen una modificación de 
la línea media provisional ni la conducta de las partes, cuestiones de seguridad o 
acceso equitativo a recursos naturales, todos argumentados principalmente por 
Colombia.  
7. Con respecto a las delimitaciones realizadas previamente en la zona, la Corte 
concluyó que los tratados que Colombia celebró con Jamaica y Panamá y el tratado 
firmado con Costa Rica no pueden conferirle derechos a Colombia en contra de 
Nicaragua y, en particular, no le otorgan título a Colombia, vis-à-vis Nicaragua. 
Asimismo, reiteró que la delimitación de la frontera marítima solo se ocupa de los 
derechos de Nicaragua en relación con Colombia y viceversa y, por lo tanto, no 
prejuzga ninguna pretensión de un tercer Estado o ninguna pretensión que cualquiera 
de las partes pueda tener frente a un tercer Estado. 
8. La Corte determinó que enclavar a Quitasueño y Serrana en un mar territorial de 12 
millas náuticas constituía una solución equitativa ya que permitirles influir sobre el 
curso de la línea provisional le permitiría a “unas formaciones pequeñas y aisladas, 
que están situadas a una distancia considerable de las islas colombianas más grandes, 
producir un efecto desproporcionado sobre la frontera”.91   
9. El resultado final de la delimitación marítima distribuyó el área marítima relevante 
en una proporción de 1:3.44 en favor de Nicaragua, lo cual es considerado como 
equitativo por la Corte, sin considerar la necesidad de realizar ajustes adicionales, a 
pesar de que la disparidad de las costas relevantes es de 1:8.2 a favor de Nicaragua. 
                                                 




De este modo, el fallo reconoció la soberanía colombiana sobre la totalidad de las 
formaciones marítimas que se encontraban en disputa y realizó una delimitación en una zona 
en la que halló que no había sido realizada. Así, el fallo se alejó enormemente de las 
pretensiones colombianas sobre el área en disputa y que, desde 1928, había administrado. Sin 
embargo, partiendo de la base que no se puede perder lo que nunca fue propio, el fallo 
representa un título jurídico claro sobre las aguas que componen el mar territorial y zona 
económica exclusiva de sus formaciones sobre el Caribe. 
Ahora bien, debe reconocerse que esta brecha entre las expectativas comunicadas a la 
opinión pública y la decisión de la Corte Internacional de Justicia implicaba un fuerte golpe 
de opinión a nivel interno en Colombia. Sin embargo, antes de entrar a revisar estas 
dinámicas, debe revisarse con claridad el alcance del fallo, las obligaciones de Colombia con 
respecto a este y las alternativas que podría plantearse Colombia frente a la decisión.  
 
2.3 Obligaciones internacionales derivadas del fallo de la Corte Internacional de 
Justicia 
 
El principio pacta sunt servanda –lo pactado obliga-, es base fundamental que posibilita 
la existencia de un ordenamiento jurídico internacional sustentado en la voluntad soberana 
de los Estados de obligarse y honrar sus acuerdos de buena fe. Con base en este principio, 
observado y reconocido por Colombia se deriva la obligación de cumplir sus obligaciones 
internacionales. Este principio también se encuentra contenido en el artículo 2º en la Carta 
de Naciones Unidas, de la cual Colombia es parte: “Los Miembros de la Organización, a fin 
de asegurarse los derechos y beneficios inherentes a su condición de tales, cumplirán de 
buena fe las obligaciones contraídas por ellos de conformidad con esta Carta”92.       
                                                 
92 Carta de las Naciones Unidas. (1945, 26 de junio). Organización de las Naciones Unidas. Disponible en: 
http://www.un.org/es/charter-united-nations/. Artículo 2 numeral 2. 
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El artículo 92 de la Carta de Naciones Unidas reconoce a la Corte Internacional de Justicia 
como  órgano judicial principal. Asimismo, impone a los Estados miembros la obligación de 
cumplir con las decisiones de la Corte en todos los litigios en los que sean parte,93 y llega a 
establecer una disposición punitiva-persuasiva en caso de no cumplirse o acatarse sus 
decisiones: el artículo 94 señala claramente que “Si una de las partes en un litigio dejare de 
cumplir las obligaciones que le imponga un fallo de la Corte, la otra parte podrá recurrir al 
Consejo de Seguridad, el cual podrá, si lo cree necesario, hacer recomendaciones o dictar 
medidas con el objeto de que se lleve a efecto la ejecución del fallo”94. En este mismo sentido, 
el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia determina en su artículo 59 que las decisiones 
de la Corte son obligatorias para las partes involucradas y con respecto al caso decidido. 
 De este modo, la Carta de Naciones Unidas, la más grande y reconocida organización 
internacional para velar por la paz y seguridad internacionales, estipula claramente que las 
disposiciones de la Corte son de obligatorio cumplimiento para las partes y brinda una 
importante elemento de disuasión para los Estados que rehúsen a cumplir con esta obligación, 
que sin duda, constituye un factor de política exterior de importancia mayor. 
Una vez determinada la obligatoriedad de la sentencia, deben revisarse las alternativas 
que el Estatuto de la Corte contempla una vez proferida una sentencia. En primer lugar, en 
su artículo 60, el Estatuto es claro en determinar que “el fallo es definitivo e inapelable”. Las 
sentencias de la Corte Internacional de Justicia no tienen una instancia de apelación o 
impugnación.  
Ahora bien, el Estatuto plantea dos alternativas de reconsideración de la Sentencia. Por 
un lado, está la interpretación, prevista en el mismo artículo 60. A través de este mecanismo, 
se permite que “en caso de desacuerdo sobre el sentido o el alcance del fallo, la Corte lo 
interpretará a solicitud de cualquiera de las partes”. Al respecto, es importante tener presentes 
dos aspectos. En primer lugar, es diciente que esta disposición se encuentre en el mismo 
artículo 60, en el cual se estipula que las decisiones de la Corte son definitivas e inapelables, 
                                                 
93 Carta de las Naciones Unidas. (1945, 26 de junio). Artículo 94 numeral 1.  
94 Carta de las Naciones Unidas. (1945, 26 de junio). Artículo 94 numeral 2. 
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por cuento se hace evidente que este mecanismo de interpretación no está llamado, en lo 
absoluto, a modificar la sentencia. En segundo lugar, este mecanismo es procedente a 
solicitud de alguna de las partes únicamente en desacuerdos sobre su sentido o alcance, y no 
sobre la decisión en sí. 
El segundo mecanismo contemplado en el estatuto de la Corte es la revisión. Sin 
embargo, se plantea una estricta salvedad para la admisibilidad del recurso: sólo podrá ser 
solicitada cuando se “funde en el descubrimiento de un hecho de tal naturaleza que pueda ser 
factor decisivo y que, al pronunciarse el fallo, fuera desconocido de la Corte y de la parte que 
pida la revisión, siempre que su desconocimiento no se deba a negligencia.”95 Al mismo 
tiempo, el estatuto plantea una temporalidad para esta revisión: dentro del término de seis 
meses después de descubierto el hecho nuevo y no después de 10 años después de proferida 
la sentencia. 
Este mecanismo de revisión es extremadamente específico, en línea con el sentido 
definitivo que se le otorga a las sentencias de la Corte Internacional. Al respecto, para el caso 
en cuestión, resulta extremadamente difícil encontrar –o que surgiese- un hecho nuevo de 
tales características, que haga admisible este recurso. No obstante, no fueron pocas las voces 
a nivel interno que intentaron identificar situaciones que permitiesen este recurrir a este 
recurso. 
De este modo, resulta evidente que, a la luz del derecho internacional, concretamente las 
obligaciones oponibles a Colombia como miembro de las Naciones Unidas y del Estatuto de 
la Corte, no resulta posible, bajo ninguna circunstancia, impugnar, apelar o controvertir la 
sentencia, la cual es de obligatorio cumplimiento. 
 De igual forma, las herramientas que otorga el derecho internacional a Nicaragua para 
hacer cumplir el fallo de la Corte Internacional de Justicia constituyen una situación 
disuasoria adicional para definir el curso de acción como respuesta a la sentencia, con 
consecuencias importantes en materia de política exterior. Con base en el artículo L del Pacto 
                                                 




de Bogotá, Nicaragua –ante el incumplimiento de las obligaciones internacionales derivadas 
del fallo por parte de Colombia- está facultada para promover una reunión de consulta de 
ministros de relaciones exteriores en el marco de la OEA,  para acordar medidas para la 
ejecución de la decisión. Una vez agotada esta instancia, podría recurrir al Consejo de 
Seguridad de Naciones Unidas para que, de considerarlo necesario implemente medidas que 
permitan la ejecución del fallo, con base en el artículo 94 de la Carta de la Organización. 
Con seguridad, este ordenamiento jurídico internacional es conocido por los tomadores 
de decisiones de Colombia y Nicaragua, y por sus asesores, y constituye sin duda, un aspecto 
de primera importancia para determinar el curso de acción en respuesta a la sentencia. 
Sin embargo, recordando el planteamiento de Adnan Mubeen sobre la influencia de 
factores internos en la toma decisiones de política exterior, resulta apropiado ahora analizar 
la recepción e impacto del fallo en Colombia.   
 
2.4 Recepción del fallo a nivel interno 
 
La narrativa utilizada por los diferentes Gobiernos colombianos que tuvieron 
participación durante el contencioso en La Haya coincidió en transmitir un mensaje de 
tranquilidad a la opinión pública sobre la casi inminencia de un resultado favorable para 
Colombia y desvirtuaba cualquier solidez de los argumentos jurídicos nicaragüenses. Ya ha 
sido mencionada la forma como reaccionó el expresidente Álvaro Uribe ante el fallo sobre 
las excepciones preliminares presentadas por Colombia, sentencia a través de la cual la Corte 
se alejó completamente de la posición que Colombia había tradicionalmente defendido sobre 
delimitación marítima y únicamente se declaró sin jurisdicción para conocer sobre el tema 
de la soberanía de San Andrés Providencia y Santa Catalina. 
Este mensaje homogéneo y casi invariable procedente de los gobiernos y reproducido por 
los medios de comunicación sufrió una inesperada modificación cuando la Canciller María 
Ángela Holguín, el 24 de abril de 2012, manifestó que a pesar de que Colombia había 
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trabajado en los 11 años del proceso con abogados de lujo, no se podía negar que en un juicio 
cualquier cosa podría suceder y que los fallos de la Corte solían ser “salomónicos”96    
Este mensaje, que no era más que el reconocimiento evidente de que durante un juicio 
existe la posibilidad de que las cosas no salgan totalmente conforme lo planeado, representó 
un duro golpe de opinión a una audiencia acostumbrada a recibir mensajes de optimismo. 
Además de la cobertura mediática de sus declaraciones y las explicaciones que debió otorgar 
antes diferentes medios de la radio hablada, el Senador Luis Fernando Velasco le solicitó la 
rectificación de sus declaraciones y la renuncia al cargo: “Allá hay historia, hay pruebas que 
demuestran que nosotros, no de ayer, ni de antier, sino de hace más de un siglo venimos 
haciendo posesión pacífica sobre esos cayos, ahí pesca nuestra gente y está la riqueza de San 
Andrés. ¡Qué metida de patas tan bárbara!, yo le pido firme y respetuosamente que rectifique 
porque si ese es el pensamiento de la Canciller, no puede ser Canciller de la República.”97 
En este sentido, resulta bastante significativo traer a colación dos comentarios de Julio 
Londoño Paredes: en primer lugar, la confirmación que el Presidente Santos y la Canciller 
Holguín  sabían muy bien las dificultades que se iban a presentar cuando se conociera el  fallo 
y la subsecuente preocupación sobre su comunicación98. Por otro lado, reiterar que antes de 
las reacciones del Gobierno y los medios colombianos, se había percibido que el fallo había 
sido favorable para Colombia, tanto en Nicaragua –como ya fue reseñado- como en la propia 
sala donde fue proferida la Sentencia.  Reseña Londoño que “[t]erminada la sesión, muchos 
de los extranjeros que habían asistido al acto se acercaron a nuestra delegación para 
felicitarnos por el resultado. Sin reparar demasiado en el tipo de la línea de delimitación que 
se había establecido consideraron que el reconocimiento de que todos los cayos, incluyendo 
                                                 
96 Holguín, M. (2012, 25 de abril). Declaraciones de la Canciller María Ángela Holguín a Caracol Radio. 
Disponible en: http://www.caracol.com.co/noticias/actualidad/polemica-por-declaraciones-de-la-canciller-
holguin-sobre-litigio-de-colombia-y-nicaragua/20120425/nota/1676733.aspx 
97 Piden renuncia de la canciller María Ángela Holguín. (2012, 25 de abril). Vanguardia. Disponible en: 
http://www.vanguardia.com/actualidad/colombia/154011-piden-renuncia-de-la-canciller-maria-angela-
holguin  
98 Londoño, J. (2015) Colombia en el Laberinto del Caribe. Cit. p. 189. 
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Quitasueño –de un metro cúbico- eran islas colombianas y que el archipiélago quedaba con 
una muy importante jurisdicción marítima, era un éxito para Colombia.”99  
Este contexto permite vislumbrar que ni la opinión pública, ni el Congreso –que tiene 
participación en la Comisión Asesora de Relaciones Exteriores- se encontraban preparados 
para enfrentar una sentencia en el sentido que finalmente se produjo, y que, no distaba de las 
posiciones que jurisprudencialmente la Corte había tomado. De este modo, si fue tal el ruido 
político que generó una declaración sensata realizada por la canciller antes de proferida la 
sentencia, la brecha entre lo que la opinión pública anticipaba y la realidad fue aún mayor 
una vez producido el fallo, de lo cual se derivaron importantes implicaciones políticas. 
Para revisar este impacto resulta de utilidad recurrir al modelo del sistema político de 
respuesta dinámica que David Easton plantea en su libro Esquema para el análisis político. 
Su diagrama de funcionamiento de un sistema político “sugiere que lo que sucede en el 
ambiente lo afecta a través de las influencias que se mueven hacia él. Mediante sus estructuras 
y procesos, el sistema opera entonces sobre estos insumos, o sea las decisiones autoritarias y 
su ejecución.”100 Los diferentes insumos provenientes de los ambientes implican una 
diversidad de transacciones que  se introducen en el sistema político de forma sumaria, las 
cuales son procesadas y reintegradas al ambiente: “hay un flujo continuo de influencias o 
productos desde el sistema político hacia los ambientes y a través de ellos. Al modificar estos 
ambientes, los productos políticos influyen en la próxima ronda de efectos que retornan  del 
ambiente al sistema político”.101          
Easton reconoce que el ambiente está compuesto por sistemas intrasocietales y 
extrasocietales. Los primeros se refieren a las “partes del ambiente social y físico que se 
encuentran por fuera del sistema político pero dentro de la misma sociedad.”102 Los factores 
extrasocietales parten de la base de que “un sistema puede estar fuera de la sociedad de la 
                                                 
99 Ibíd. Cit. P. 191. 
100 Easton, D. (1992). Esquema para el Análisis político. Sexta reimpresión. Buenos Aires: Amorrortu Editores. 
Pág. 155. 
101 Ibíd. 
102 Easton, D. (1992). Esquema para el Análisis político. Cit. pág. 104 
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que el sistema político es subsistema y tener, no obstante, consecuencias importantes para la 
subsistencia o cambio de este.”103  Realmente, Easton entiende la sociedad internacional 
como una unidad externa a cualquier sistema político y la reconoce como la totalidad del 
ambiente, compuesto por todas las sociedades como subsistemas de la sociedad 
internacional. 
En este sentido, vinculando los planteamiento de Easton con la toma de decisiones de 
política exterior, estas últimas son el resultado de insumos que recibe el sistema político tanto 
de los factores intrasocietales –internos- como de los extrasocietales –externos-, que a través 
de las estructuras y procesos del sistema político lleva a productos determinados, en este 
caso, decisiones de política exterior. 
El cubrimiento mediático de la sentencia fue mayúsculo, incluyendo la transmisión en 
vivo de la lectura del fallo por las principales cadenas de televisión nacional. El optimismo 
inicial por el reconocimiento de la soberanía colombiana sobre las demás formaciones en 
disputa fue paulatinamente diluyéndose conforme se iban publicando los detalles y decisión 
final sobre la delimitación marítima. La brecha evidente entre el mensaje que había sido 
transmitido por el Gobierno y el resultado del fallo, obligó a la prensa a buscar explicaciones 
y responsables, y sobre todo, salidas a una decisión que era percibida como muy desfavorable 
para Colombia. 
    Ante esta agitación y confusión general, era esperada la reacción del Gobierno al fallo, 
que daría una idea clara de cómo era interpretado por éste y cuáles serían las eventuales 
acciones en respuesta. Contundentemente, el Presidente expresó que  “la Corte, al trazar la 
línea de delimitación marítima, cometió errores graves que debo resaltar, y que nos afectan 
negativamente.”104 Posteriormente, tras enumerar los apartes en los que no concordaba con 
la sentencia, como lo fueron el enclave de Quitasueño y Serrana en aguas de jurisdicción 
nicaragüense, el alegado desconocimiento de tratados limítrofes ratificados por Colombia, y 
                                                 
103 Ibíd. Cit. pág. 110. 
104 Santos, J.M. (2012, 19 de noviembre) Alocución Presidencial del Presidente Juan Manuel Santos sobre el 
fallo de la Corte Internacional de Justicia. 
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el supuesto desconocimiento del Tratado Esguerra-Bárcenas, el Presidente concluye que 
“Todo esto realmente son omisiones, errores, excesos, inconsistencias, que no podemos 
aceptar (…) [Por lo cual] Colombia –representada en su jefe de Estado rechaza enfáticamente 
ese aspecto del fallo.”105    
Esta alocución vino acompañada de posteriores declaraciones y acciones concretas que 
afianzaban la posición del Gobierno. El 21 de noviembre, El Tiempo cita al almirante 
Roberto García Márquez, comandante de la Armada, quien manifestó que “la orden 
presidencial es mantener los buques en el meridiano 82”. Un mensaje que podría resultar 
atractivo para una audiencia nacional, pero sin duda preocupante para Nicaragua y la imagen 
internacional del país. 
En el aspecto político, tuvo especial visibilidad la opinión del principal opositor del 
Gobierno, el expresidente Álvaro Uribe. En sus declaraciones como reacción al fallo 
manifestó que “Colombia debe rechazar el fallo porque derrumba soberanía de la patria. Las 
cortes internacionales no están instituidas para socavar la soberanía de los pueblos sino para 
hacer justicia.”106 El expresidente fue especialmente enfático en sugerir que no se cumpliera 
con la sentencia a pesar de sus consecuencias internacionales: “es mejor que las nuevas 
generaciones sepan que hubo una Colombia firme, con un Gobierno que rechazó esa 
sentencia, que hubo posteriores dificultades y que en algún momento todo se arregló, a que 
las nuevas generaciones tengan que estudiar que hubo un país que permitió un asalto de una 
corte que le quitó 75 mil kilómetros.”107 
En este mismo sentido, el 26 de noviembre de 2012, el entonces precandidato a la 
Presidencia Oscar Iván Zuluaga publicó una columna de opinión en El Tiempo titulada “El 
fallo de la Corte Internacional de Justicia” en la que arremete contra las disposiciones de la 
sentencia. En su escrito, en el que son constantes las palabras dolor, despojo, cercenar, 
                                                 
105 Ibíd. 
106 Uribe pidió 'rechazar' y 'no cumplir' fallo de la Corte de La Haya. (2012, 20 de noviembre). El tiempo. 




pérdida, entre otras,  sostiene que el fallo es “inaplicable, inaceptable e inejecutable.”108 
Menciona que resulta inaplicable porque se encuentra “viciado en su razonamiento jurídico” 
y cita al abogado Rafael Nieto Navia109 para calificarlo de absurdo y jurídicamente 
indefendible. Con respecto a inaceptable, sostiene que “hiere abiertamente la soberanía de 
Colombia”, representando pérdidas económicas ante eventuales hallazgos de hidrocarburos 
y menciona su impacto sobre los pobladores del archipiélago. Finalmente, por cuanto 
inejecutable, Zuluaga menciona la disposición constitucional del artículo 101.    
Un elemento importante de considerar son las declaraciones de los Representantes a la 
Cámara por parte del departamento de San Andrés. En declaraciones a Blu Radio el mismo 
día del fallo, el Representante Jack Housni manifestó que el fallo era terrible y era “el 
resultado de una política dirigida por el exembajador Julio Londoño Paredes, de secretismo, 
de 12 años de no contar qué estaba pasando, de no construir un propósito de país con esta 
defensa, como lo hizo Nicaragua.”110 
Igualmente, el Representante Julio Gallardo Archbold manifestó que “no fue un fallo 
jurídico [porque] solo favorece a los intereses de Nicaragua que siempre estuvo pendiente de 
lograr acceder a las áreas marítimas donde están las riquezas, no solamente ictiológicas sino 
también de hidrocarburos”111 y calificó de absurda la delimitación realizada por la Corte. 
Asimismo, el 26 de noviembre de 2012, la Cámara de Representantes sesionó informalmente 
                                                 
108 Zuluaga, O. El fallo de la Corte Internacional de Justicia, (2012, 26 de noviembre) El Tiempo. Disponible 
en: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-12400094   
109 Rafael Nieto Navia es un reconocido jurista colombiano. Ha ocupado cargos judiciales internacional como 
juez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, del Tribunal Penal Internacional para la Antigua 
Yugoslavia y del Tribunal Penal Internacional para Ruanda. A nivel interno fue magistrado auxiliar de la sala 
constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Durante el Gobierno de Álvaro Uribe fue designado Embajador 
de Colombia ante el Reino de Suecia.  
110 ‘El fallo fue terrible’: congresista de San Andrés, (2012, 19 de noviembre).  El Espectador. Disponible en: 
http://www.elespectador.com/noticias/politica/el-fallo-fue-terrible-congresista-de-san-andres-audio-387866 
111 Hay pesimismo en San Andrés tras el fallo de la Corte Internacional. (2012, 19 de noviembre. El Tiempo. 
Disponible en: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-12389033   
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en San Andrés para “definir estrategias de choque" ante la afectaciones de la isla por el fallo 
de La Haya112. 
La Prensa escrita reprodujo como noticia apelaciones constantes a errores y omisiones de 
la Corte en su fallo, y brindó especial eco a los análisis en este sentido. El efecto normal de 
este aspecto es la construcción de una opinión pública abiertamente contraria al fallo y a la 
Corte misma. El 22 de noviembre de 2012, El Espectador publicó un análisis de Fabián 
Augusto Cárdenas Castañeda113 denominado “Los errores de la Corte Internacional de 
Justicia en el fallo sobre San Andrés”. En este artículo, se menciona que la Corte se alejó de 
fallo en derecho, haciéndolo en equidad, un “criterio con fines nobles pero altísimamente 
subjetivo y manipulable.”114 El escrito, completamente respetable en sus apreciaciones y 
objeciones sobre el análisis desarrollado por la Corte en la Sentencia, está cargado de un 
componente de apasionamiento importante, que reproducido a la audiencia influye en la 
creación de opinión. El artículo menciona que la Corte “sacó del sombrero” criterios 
jurídicos, que tomó decisiones “sin mucha explicación y análisis”, que utilizó “argumentos 
totalmente subjetivos”, que “la delimitación fue a ojo” y concluye que “el uso dado por la 
CIJ a la equidad fue desproporcionado, desatinado y abusivo”. 
No obstante, a pesar de su tajante rechazo al fallo,  Cárdenas reconoció la inapelabilidad 
del fallo  y descartó como alternativa desacatarlo arbitrariamente. Ahora bien, no fueron 
pocas las voces y noticias que hicieron eco sobre esta posibilidad. En su columna de opinión 
del 27 de noviembre de 2012 en El Espectador el hoy senador Ernesto Macías Tovar115 
                                                 
112 Cámara, en San Andrés. (2012, 26 de noviembre). El Tiempo. Disponible en: 
http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-5845543 
113 Fabián Cárdenas es candidato a Doctor de la Universidad Javeriana, Magister en Derecho Internacional 
Público y especialista en Derecho Económico. Es profesor de Derecho Internacional en maestrías en las 
Universidades Andes, Javeriana, Jorge Tadeo Lozano y San Buenaventura.   
114 Cárdenas, F (2012, 22 de noviembre). Los errores de la Corte Internacional de Justicia en el fallo sobre San 
Andrés. El Espectador. Disponible en: http://www.elespectador.com/noticias/elmundo/los-errores-de-corte-
internacional-de-justicia-el-fallo-articulo-388530  
115 Ernesto Macías Tovar es Senador de la República por el Centro Democrático desde 2014. Cuenta con 
trayectoria política en el departamento del Huila. 
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manifiesta que “no se requiere ser experto para concluir en que se debe rechazar el despojo 
infame de que fue objeto Colombia por parte de una Corte que violó las normas y tomó una 
decisión bajo la sospecha de oscuros intereses. Luego no podemos posar de formalistas y 
decentes ante quienes quieren pisotear la dignidad y la soberanía del país; ni dejar al garete 
a los sanandresanos a cambio de apariencias.”116      
Jorge Orlando Melo117, en su columna del 21 de noviembre de 2012 en El Tiempo se 
aleja tajantemente de esta postura: “y ahora ese nacionalismo de banderitas está excitado y 
pide que no obedezcamos la decisión de la corte, como si fuéramos un país de matones, donde 
la ley se cumple solo cuando le sirve a uno.”118 Asimismo, el señor Melo es uno de los pocos 
columnistas que destaca aspectos positivos del fallo, y resalta que los resultados son mejores 
de lo previsible: “A Colombia no le fue mal en la Haya. Nicaragua quería a San Andrés y 
Providencia, y la Corte Internacional de Justicia los declaró colombianos. Pedía que se 
reconociera la soberanía de los cayos e islotes que se encuentran sobre la plataforma 
continental de Nicaragua, y la corte los declaró colombianos. Y pedía una nueva delimitación 
de las fronteras marítimas y de las zonas de exclusividad económicas. En este tema, la corte 
prefirió buscar algo de equidad y le asignó a Colombia, que tiene el 11 por ciento de las 
costas pertinentes, el 23 por ciento de las áreas de uso económico”119 
Lisandro Duque Naranjo120, en su columna del 24 de noviembre de 2012 en El 
Espectador, ironiza sobre las declaraciones y apelaciones al desacato y a eventuales 
                                                 
116 Macías, E. No al fallo, (2012, 27 de noviembre). El Espectador. Disponible en: 
http://www.elespectador.com/opinion/no-al-fallo 
117 Jorge Orlando Melo es historiador y licenciado en filosofía. Es columnista del diario El Tiempo. Ha sido 
profesor universitario en la Universidad Nacional,  la Universidad del Valle, Universidad de los Andes, Duke 
University, entre otras. 
118 Melo, J. Nacionalismo depresivo. (2012, 21 de noviembre). El Tiempo. Disponible en: 
http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-12394167.  
119 Ibíd. 
120 Lisandro Duque es un reconocido antropólogo, director de cine y televisión. Fue director de la Escuela 
Internacional de Cine y Televisión y profesor de la Maestría de Escrituras Creativas de la Universidad Nacional. 
Fue Gerente de Canal Capital en 2015. 
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conflictos con Nicaragua, “por qué hay tantos colombianos con ínfulas de que somos 
imperiales”121 se pregunta, al tiempo que manifiesta que no es aceptable ningún 
encubrimiento a las responsabilidades de gobiernos anteriores, y critica lo que considera “la 
improvisación” sobre la marcha de la Cancillería. 
Sin embargo, incluso los académicos realizaban interpretaciones contrarias sobre las 
alternativas al fallo. Un ejemplo bastante diciente es la entrevista realizada por El Tiempo a 
Vicente Torrijos Rivera, profesor de la Universidad del Rosario, y a Alberto Lozano 
Simonelli, profesor de la Universidad Jorge Tadeo Lozano. Por un lado, el señor Torrijos 
manifestó que “Colombia debe desacatar el fallo de La Haya y mencionarlo expresa y 
pragmáticamente, de manera directa, porque esa sentencia no se rige por el derecho. 
Nicaragua ha sido un Estado pendenciero, con el que no se puede hacer ninguna negociación 
[…] Se debe exhibir ante el mundo una estrategia de acatamiento razonable, que significa 
que no lo vamos a desconocer, pero que vamos a dilatar al máximo su acatamiento para 
someterlo todo al juego de la diplomacia, es decir a las negociaciones, los entendimientos y 
los intereses.”122 Por su parte, el profesor Lozano, se aleja del anterior planteamiento, 
“Desacatar es un camino por seguir, pero es la última instancia y la más difícil de todas, 
porque lo que haría el Gobierno, acogiendo esa postura, es desacatar una decisión de un 
tribunal internacional de justicia, lo cual, en mi opinión, es sumamente difícil de realizar.”123   
La población del archipiélago se expresó en contra del fallo de la Corte, volcándose a las 
calles en manifestaciones con pancartas que instaban al Gobierno a no acatar el fallo, 
aduciendo el impacto para su economía, su cultura y su historia.124 Asimismo, el 24 de 
                                                 
121 Duque, L. Vámonos a San Andrés en plan de guerra, (2012, 24 de noviembre). El Espectador. Disponible 
en:  http://www.elespectador.com/opinion/vamonos-san-andres-plan-de-guerra.  
122 ¿Colombia debe acatar o no a la Corte Internacional de Justicia? Dos expertos internacionalistas debaten 
sobre pros y contras de cada uno de los dos escenarios. (2012, 24 de noviembre). El Tiempo. Disponible en: 
http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-12399389  
123 Ibíd. 





noviembre de 2012, El Tiempo reportó una marcha encabezada por el Movimiento Amed 
SD, un grupo de pescadores y el sector productivo de las islas, que contó con gran 
participación de instituciones públicas y privadas, educativas, iglesias y distintos sectores de 
la comunidad sanandresana.125  Esta marcha contó con la participación del expresidente 
Álvaro Uribe, cuya presencia y declaraciones fueron altamente cubiertas por la prensa 
nacional y local. 
En el mismo sentido, la gobernadora Aury Guerrero Bowie afirmó el día que el fallo fue 
proferido que “era previsible que los pescadores isleños ahora iban a ver recortadas sus 
oportunidades.”126 De igual forma, la líder del Movimiento Raizal Amen destacó su 
preocupación por el impacto económico de la sentencia en la vida económica del 
archipiélago: “No sabemos cómo podrán trabajar nuestros pescadores; estas personas ya no 
podrán ir a realizar sus faenas de pesca en estas aguas que ancestralmente acostumbraban a 
ir porque la corte determinó que son territorio nicaragüense.”127 
Uno de los aspectos que fue resaltado en el cubrimiento de la noticia fue el efecto 
económico del fallo sobre la población sanandresana. El 6 de diciembre de 2012 en un 
análisis de la situación económica, El Espectador publicó la columna “Deuda con San 
Andrés”, en la que se reseñan medidas de política pública y económica que son requeridas 
por los isleños, entre las que se encuentran salud, política marítima, turismo especializado, 
intercambio económico con los Estados vecinos, entre otros.   
Ante una prensa buscando explicaciones y respuestas a una situación que nunca antes 
había sido experimentada en el país, múltiples funcionarios de alto cargo del Gobierno fueron 
consultados, aunque sus áreas de experticia no estuviesen relacionadas con las relaciones 
internacionales o el derecho internacional. El entonces Ministro del Interior –Fernando 
Carrillo- hizo eco en sus declaraciones sobre la inconveniencia de la Sentencia: “Lejos de un 
                                                 
125 San Andrés marcha en rechazo al fallo de la CIJ. (2012, 24 de noviembre). El Tiempo. Disponible: 
http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-5842060   
126 Hay pesimismo en San Andrés tras el fallo de la Corte Internacional. (2012, 19 de noviembre). El Tiempo. 




fallo salomónico, lo que se dio en La Haya fue un fallo contra las minorías raizales de San 
Andrés (…) No vamos a tomar decisiones por vías de hecho, sin embargo, no podemos hacer 
política con 'p' minúscula para lavarnos las manos en la historia.”128 En este mismo sentido 
se orientaron las declaraciones de distintos funcionarios de alto nivel del Gobierno 
consultados por los diferentes medios de comunicación. 
Toda la agitación mediática y el golpe de opinión ocasionado por la sentencia de la Corte 
Internacional de Justicia se comenzó a cristalizar en disminución de la popularidad del 
Presidente, en un contexto de campaña electoral. El 30 de noviembre de 2012, El Tiempo 
publicó: “Fallo de La Haya impacta la imagen del Presidente Santos” y presentó los 
resultados de la encuesta “El pulso del país”, elaborada por DATEXCO, en la que mostraba 
una disminución de la favorabilidad del Presidente en 11 puntos y de 15 en la aprobación de 
su gestión129.   
 
2.5 Las acciones del Gobierno nacional en respuesta al Fallo de la Haya 
 
Desde la alocución presidencial del 19 de noviembre de 2012, el Presidente Santos 
vislumbró cuáles serían sus eventuales acciones como respuesta a fallo. De entrada planteó 
que “no vamos a descartar ningún recurso o mecanismo que nos conceda el derecho 
internacional para defender nuestros derechos.” Sin embargo, el énfasis de ese discurso se 
concentró en los “claros obstáculos que hacen compleja y difícil la aplicación de algunos 
aspectos de la delimitación marítima trazada (…) por el fallo de la Corte de La Haya”. Al 
respecto, el Presidente alegó la obligación de respetar el mandato constitucional del artículo 
101 sobre la modificación de límites colombianos. Para plantear el camino a seguir, el 
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Disponible en:  http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-12397744. 





Presidente manifestó que iniciaría “un periodo de trabajo y concertación entre los poderes 
públicos para analizar los efectos del fallo –en particular frente a nuestra Constitución– y 
obrar en consecuencia.” De este modo, se configura la ruta de lo que serían las acciones del 
Gobierno frente al fallo, con sustento en el derecho constitucional y la toma de decisiones a 
través del trabajo armónico con otras ramas del poder. 
Para el propósito de esta investigación, se abordarán las acciones que representen una 
trascendencia internacional y que puedan ser determinados como acciones de política 
exterior, ya que muchas de las actuaciones gubernamentales tuvieron un alcance interno, 
como lo fueron las múltiples reuniones con actores políticos locales y la definición de planes 
de inversión para el archipiélago130. 
La primera decisión que tomó el Gobierno tras el fallo fue hacerle frente al fuerte impacto 
del mismo sobre la opinión pública. Sin duda, una opinión confundida, dolida y pesimista,  
requería de mensajes del Gobierno sobre el camino a seguir frente a la encrucijada planteada 
por la Sentencia. La portavoz evidente fue la Canciller Holguín, cuyas declaraciones en los 
días posteriores al Fallo parecieron buscar canalizar la animosidad en contra del Tribunal, de 
la Sentencia y de Nicaragua. 
En entrevista otorgada a Yamid Amat el 25 de noviembre de 2012, la Canciller  manifestó 
que “Nicaragua no cesará en su empeño de intentar un reconocimiento y validación de su 
pretensión de plataforma extendida.”131 De igual forma se refiere a equivocaciones de la 
Corte en su sentencia: “La grave equivocación jurídica de la Corte fue recortar la zona 
económica exclusiva y plataforma continental de Providencia, hacia el norte y el noreste, y 
de San Andrés, hacia el sur y el sureste. Conforme al derecho del mar, estas islas tienen los 
                                                 
130 Para mayor información sobre el recuento de acciones adelantadas por el Gobierno, puede recurrirse al 
manual elaborado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, en el cual se detallan acciones cronológicas entre 
el 20 de noviembre de 2012 y el 13 de agosto de 2013. Disponible en 
https://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/noticias/cronologia_acciones_del_gobierno_nacional_tras_el
_fallo_de_la_corte_internacional_de_justicia_cij_1.pdf  
131 “Siempre creímos que la Corte fallaba apegada a las normas”: Canciller. (2012, 25 de noviembre). El Tiempo. 
Disponible en: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-12399387 
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mismos derechos que los litorales. La otra equivocación fue fraccionar el archipiélago.”132 
Igualmente, la Canciller sugiere que la Corte Internacional de Justicia no obró en apego al 
derecho internacional en su sentencia: “en todo el estudio que se hizo de los distintos 
escenarios, nunca se contempló este porque siempre creímos que la Corte fallaba apegada a 
las normas y al derecho internacional”133 -expresó. 
En línea con su argumento, la Canciller manifestó lo que sería la primera reacción 
concreta del Gobierno: el envío de comunicaciones a la Organización de las Naciones Unidas 
y la Organización de los Estados Americanos. La Canciller sostuvo que estas cartas 
manifestaban el “inconformismo, los vacíos jurídicos que hay en el fallo, las omisiones, las 
incongruencias y cómo se ven afectados los pobladores de San Andrés en sus derechos 
fundamentales.”134  Al respecto argumentó que “[como] somos un miembro aplicado de la 
comunidad internacional, un defensor y promotor de la solución pacífica de controversias 
(...) [la] comunidad internacional, que está acostumbrada a nuestro comportamiento 
ejemplar, valorará de mejor manera nuestro reclamo y nuestra insatisfacción por la sentencia 
emitida por la Corte en lo referente a la delimitación marítima.”135  
Estas acciones descritas por la Canciller pueden resultar llamativas para la opinión 
pública y transmitir un mensaje de que el Gobierno está adelantado acciones concretas para 
afrontar las consecuencias del fallo. No obstante, a la luz de las obligaciones internacionales 
derivadas de la sentencia y analizadas previamente en esta investigación, las acciones 
descritas no tienen ninguna trascendencia que pueda influir en la decisión de la Corte 
Internacional de Justicia o que pudiese cambiar el estado de la situación generada por este.  
Otra de las acciones inmediatas fue convocar a expertos jurídicos del orden nacional para 
analizar “el estudio de los cursos de acción jurídicos en relación con la situación derivada del 
fallo y los recursos que se interpondrán para rechazar las inconsistencias y vacíos jurídicos 







del [mismo]”136, así como diversos instrumentos jurídicos internacionales que requirieran la 
comparecencia eventual de Colombia ante la Corte Internacional de Justicia, entre estos el 
Pacto de Bogotá. Esta comisión estuvo conformada por seis integrantes: Rafael Nieto Navia, 
exjuez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; Manuel José Cepeda, exmagistrado 
de la Corte Constitucional; Juan Daniel Jaramillo, ex diplomático; Carlos Gustavo Arrieta, 
ex procurador general de la Nación; Joaquín Polo Montalvo, ex subdirector del Departamento 
de Seguridad, y Luis Ricardo Paredes.  
La primera acción concreta del Gobierno nacional fue la denuncia del Pacto de Bogotá, 
ante la Organización de Estados Americanos –OEA- organización internacional depositaria 
del instrumento. La denuncia se realizó 8 días después del Fallo de la Corte Internacional de 
Justicia, mediante Nota Diplomática No. GACIJ 79357 del 27 de noviembre de 2012, suscrita 
por la Canciller Holguín. En la misiva, “la República de Colombia denuncia a partir de la 
fecha el ‘Tratado Americano de Soluciones Pacíficas’, suscrito el 30 de abril de 1948 y cuyo 
instrumento de ratificación fue depositado por Colombia el 6 de noviembre de 1968.   La 
denuncia del Tratado Americano de Soluciones Pacíficas rige a partir del día de hoy respecto 
de los procedimientos que se inicien después del presente aviso, de conformidad con el 
párrafo segundo del artículo LVI el cual señala que ‘La denuncia no tendrá efecto alguno 
sobre los procedimientos pendientes iniciados antes de transmitido el aviso respectivo.’”137 
Es debatible el propósito de la denuncia del Pacto de Bogotá con respecto al fallo del 12 
de noviembre, ya que hacerlo no tenía efecto alguno sobre el mismo y su retiro del 
reconocimiento de la Jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia surte  efectos a futuro 
con respecto a nuevos contenciosos que pudiesen originarse138. Recurrir a este mecanismo 
                                                 
136 "No existe la palabra desacatar": Rafael Nieto Navia. (2012, 27 de noviembre) El Espectador. Disponible 
en: http://www.elespectador.com/noticias/elmundo/no-existe-palabra-desacatar-rafael-nieto-navia-articulo-
389494 
137 Nota Diplomática No. GACIJ 79357 del 27 de noviembre de 2012. Texto tomado de la Sentencia C-269/14 
de la Corte Constitucional de la República de Colombia, párrafo 1.5.2.1. 
138 En páginas posteriores se revisarán las nuevas demandas presentadas por Nicaragua que son derivadas del 
fallo del 12 de noviembre 2012 y las excepciones preliminares presentadas por Colombia a la Jurisdicción de 
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parecería más la cristalización de la animosidad creada contra la Corte y contra el fallo, que 
una acción tendiente a brindar alguna clase de respuesta con respecto a la difícil situación en 
la que se encontraba en Gobierno nacional. 
En diciembre de 2013, El Gobierno nacional solicita a la firma británica Volteara Fietta 
realizar un estudio profundo de la Sentencia de la Corte Internacional de Justicia y guiar ante 
la posibilidad de interponer recursos ante la Corte139. Los resultados de este estudio, cuyo 
contenido ha sido manejado con especial confidencialidad,  fueron recibidos por el Presidente 
Santos durante su visita al Reino Unido en junio de 2013140. 
Durante los meses  posteriores al fallo, fueron múltiples los análisis de la posibilidad, 
factibilidad y conveniencia de apelar a los recursos disponibles con base en el estatuto de la 
Corte Internacional de Justicia ante una sentencia  y que ya fueron revisados en apartes 
anteriores de este documento. Una síntesis bastante ilustrativa de ese  debate lo presentó 
Laura Gil en sus numerosas columnas sobre el tema. Con respecto al recurso de 
interpretación, la columnista puntualizó que “las solicitudes deben cursar una fase de 
admisibilidad para demostrar un desacuerdo en la interpretación del fallo, la necesidad de 
aclaración y la intención de no abusar de la vía jurídica para posponer el cumplimiento.”141 
                                                 
la Corte. No obstante, vale la pena resaltar que un nuevo punto de discrepancia entre las partes se deriva de la 
interpretación sobre la temporalidad en la que la denuncia del Pacto de Bogotá tiene efecto con respecto al 
inicio de nuevos procedimientos judiciales. 
139 Firma inglesa Volterra Fietta será la encargada de estudiar el fallo de la CIJ: Canciller María Ángela Holguín, 
(2012, 20 de diciembre). Ministerio de Relaciones Exteriores. Disponible en 
http://www.cancilleria.gov.co/newsroom/news/firma-inglesa-volterra-fietta-sera-la-encargada-estudiar-fallo-
la-cij-canciller-maria. 
140 Santos recibió de la firma Volterra las posibilidades frente a fallo de La Haya. (2013, 7 de junio). El 
Espectador. Disponible en: http://www.elespectador.com/noticias/politica/santos-recibio-de-firma-volterra-
posibilidades-frente-f-articulo-426422,  






Para la fecha en la que este documento es redactado, el Gobierno nacional no ha recurrido a 
la solicitud de interpretación de la sentencia. No obstante, durante el mes de agosto de 2013, 
una acción en este sentido parecía inminente: la senadora Alexandra Moreno Piraquive, 
miembro de la comisión segunda del Senado y miembro de la Comisión Asesora de la 
Relaciones Exteriores, declaró con posterioridad a una sesión de esta Comisión que el 
Gobierno habría decidido presentar la solicitud.  “Primero se interpondrá el recurso de 
aclaración o interpretación (sic) […] es un derecho que tiene Colombia para aclarar todo lo 
que hay en el fallo porque hay unas cosas nuevas que para nosotros serían un beneficio en 
caso de constituir una prueba nueva para la revisión […] la que se puede hacer ya es la de 
interpretación y aclaración, en eso no hay discusión, esa fue la opción que se dio y el 
presidente ya lo anunciará”, manifestó con un elevado grado de certitud sobre lo que sería el 
curso de acción aprobado por el Gobierno. 
La interpretación de la sentencia era un camino espinoso cuyo resultado tenía el potencial 
de resultar elevadamente inconveniente para Colombia al abrir la puerta para que la Corte 
Internacional de Justicia reafirmara y profundizara argumentos sobre la delimitación 
marítima, especialmente con respecto a la procedencia del reconocimiento de plataforma 
continental más allá de las 200 millas. Del mismo modo, podría menguar el margen de 
maniobra de Colombia ante una eventual negociación con Nicaragua para la definición de 
aspectos relacionados con la aplicación del fallo y eventual diálogo sobre la afectación a los 
sanandresanos. 
Asimismo, hubo un especial ruido con respecto al recurso de revisión, ocasionado 
principalmente por las afirmaciones de la ex canciller Noemí Sanín y el ex viceministro 
Miguel Ceballos Arévalo, con respecto a las presuntas implicaciones de la adjudicación de 
la construcción de un canal interoceánico en Nicaragua a una empresa china y el probable 
prevaricato en el que habría incurrido la jueza china Xue Hanqin, con respecto a la sentencia 
de la Corte Internacional de Justicia. Para ellos, tanto las actuaciones de los gobiernos de 
China y Nicaragua para la construcción del canal, como la conducta de la jueza china –quien 
además se desempeñó como Embajadora de ese país ante los Países Bajos entre 2003 y 2008- 
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constituirían hechos nuevos, que podrían comportar los criterios para admitir la revisión de 
la sentencia, a la luz del artículo 61 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia.142 
Finalmente, con respecto a ese episodio, el Gobierno nacional tampoco decidió recurrir 
a la Corte Internacional de Justicia. Como lo recuenta Laura Gil, “La revisión fue descartada 
hasta por la misma Canciller, cuando reconoció que no existe un hecho nuevo para mostrar. 
Cabe recordar, además, que, en materia de disputas territoriales y marítimas, la Corte 
Internacional de Justicia no ha aceptado ningún recurso de revisión.”143 Asimismo, en su 
columna del 7 de enero de 2014, Gil señala cómo venció el termino para haber presentado el 
recurso de revisión con ocasión de los eventos descritos por Sanín y Ceballos: “El 13 de 
diciembre pasó sin novedades. Ese día se vencía el plazo de seis meses que los estatutos fijan 
para la presentación de un hecho nuevo desde la fecha de su descubrimiento […]  Conscientes 
del impacto de la revisión sobre la cosa juzgada (res judicata), esta magistratura [la Corte 
Internacional de Justicia] y sus pares internacionales se han mostrado restrictivas en su 
                                                 
142 Sanín, N. y Ceballos, M. El fallo de La Haya: ¿Triunfo de Nicaragua o cuento chino? (2013, 4 de abril). 
Revista Semana. Disponible en http://www.semana.com/nacion/articulo/el-fallo-de-la-haya-triunfo-de-
nicaragua-cuento-chino/341394-3.  




aceptación. De hecho, la CIJ no ha admitido ninguno de los tres144 requerimientos de revisión 
presentados”145  
De este modo, más allá de esperar las recomendaciones sobre el curso a seguir, 
procedentes de expertos internacionales y nacionales, el Gobierno nacional no tenía 
preparada una estrategia sistemática de respuesta ante un fallo que fuese interpretado como 
desfavorable, en la que se hubiesen pensado asuntos relacionados con el plan de 
comunicación y las vías jurídicas y diplomáticas a seguir en ese escenario, que no era 
desconocido para el Gobierno. Solo hasta el mes de septiembre de 2013 -10 meses después 
de la sentencia- el Presidente de la República presenta la denominada “Estrategia Integral de 
Colombia frente al fallo de la Corte Internacional de Justicia de La Haya”, cuyos 4 ejes de 
acción ya fueron detallados en la introducción de esta tesis.  
En su alocución de aquel día al país, el Presidente inició apelando al sentimiento nacional: 
“Colombianos, todos los habitantes de nuestro país seguimos indignados con el fallo de la 
Corte Internacional de Justicia”146, fueron las palabras con las que el mandatario abrió su 
                                                 
144 Desde su creación, la Corte Internacional de Justicia ha recibido tres solicitudes de revisión de sus sentencias 
y ninguna ha sido admitida. En 1984, Túnez solicitó la revisión del fallo del 24 de febrero de 1982 en el caso 
sobre la Plataforma Continental (Túnez c. Libia), la Corte la inadmitió por unanimidad el 10 de diciembre de 
1985. En 2001 Yugoslavia solicitó la revisión del fallo sobre excepciones preliminares correspondiente al caso 
de la Aplicación de la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio (Bosnia c. 
Yugoslavia), la cual fue inadmitida por 10 votos contra 3 el 3 de febrero de 2003. Finalmente, en 2002 El 
Salvador solicitó la revisión de la sentencia preferida  el 11 de septiembre de 1992 con respecto al Diferendo 
fronterizo terrestre, insular y marítimo (El Salvador c. Honduras; Nicaragua interviniendo). Al respecto, la 
sala de la Corte seleccionada para revisar el fallo la inadmitió la pretensión por 4 votos contra 1. Ver Corte 
Internacional de Justicia, Lista de todos los casos referidos ante la Corte desde 1946 por fecha de introducción, 
en http://www.icj-cij.org/docket/index.php?p1=3&p2=2.  
145 Gil, L. La Haya: el camino de la sensatez. (2014, 7 de enero). El Tiempo. Disponible en 
http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-13341696.  
146 Santos, J.M. (2013, 9 de septiembre). Alocución del Presidente Juan Manuel Santos Calderón “Estrategia 
Integral de Colombia frente al Fallo de la Corte Internacional de Justicia de La Haya” 
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intervención, en la que define el curso a seguir y principales acciones que adelantará el 
Gobierno para afrontar las consecuencias de la Sentencia. 
De los cuatro frentes anunciados por el Presidente, resultan de interés para esta 
investigación los dos primeros, a saber: demandar por inconstitucionalidad la ley aprobatoria 
del Pacto de Bogotá –denunciado por Colombia días después de fallo-, y la expedición del 
Decreto 1946 del 9 de septiembre de 2013, a través de cual se declara la zona contigua 
integral en el archipiélago de San Andrés. 
El 12 de septiembre de 2013 se radicó ante la Secretaría de la Corte Constitucional, bajo 
el expediente D-9907, la demanda del Presidente de la República, en su calidad de ciudadano, 
contra los artículos XXXI y L de la Ley 37 de 1961, por medio de la cual se aprueba el 
Tratado Americano de Soluciones pacíficas (Pacto de Bogotá). La pretensión se solicitó que 
fuera “declarada la inexequibilidad de las normas demandadas, por vulnerar la Constitución 
Política. Además, sugiere que la Corte precise los efectos del fallo, advirtiendo que si una 
sentencia de la Corte Internacional de Justicia afecta los límites territoriales o marítimos 
reconocidos por la Constitución en virtud de tratados vigentes, se deberá celebrar un nuevo 
tratado el cual habrá de ser aprobado mediante un acto legislativo que modifique el artículo 
101”147 
La demanda presenta cuatros cargos contra la norma demandada, a saber148: 
1. Cargo único por violación de los artículos 2 y 101 de la Constitución: al permitir que 
la Corte Internacional de Justicia modifique los límites terrestres y marítimos de 
Colombia mediante una sentencia, y al crear un procedimiento para cumplir los fallos 
de la Corte Internacional de Justicia que permite la modificación de límites sin que 
medie un tratado.  
2. Modificación de límites, solo por tratado internacional y reforma constitucional: se 
contraría la Constitución al permitir la modificación ipso facto de los límites 
territoriales y marítimos, los cuales solo podrían ser modificados por tratados, 
                                                 
147 Corte Constitucional, Sentencias, Sentencia C-269/14, M.P. Mauricio González Cuervo. Párrafo 2.3.1 
148 Ibid, párrafos 2.3.4 – 2.3.7. 
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seguidos de una reforma constitucional, al modificarse límites establecidos antes de 
la constitución de 1991.  
3. Obligación de respeto del artículo 101 de la Constitución: de los dos tratados de 
límites que han sido sometidos al control constitucional previo y automático se 
desprende una obligación de respeto de lo previsto en la Constitución Política. 
4. Procedencia de un tratado internacional para modificación de límites, tras fallo 
modificatorio de la Corte Internacional de Justicia:  la norma ordena que la sentencia 
de la Corte sea ejecutada automáticamente, contrariando la posibilidad -admitida por 
el derecho internacional- de celebrar tratados que versen sobre asuntos relacionados 
con un fallo de la Corte Internacional de Justicia. 
La revisión exhaustiva de la decisión de recurrir a la Corte Constitucional, así como su 
análisis será realizada en el capítulo 3 del presente trabajo. 
La segunda acción de especial relevancia es la expedición del Decreto 1946 del 9 de 
septiembre de 2013 y su modificación mediante Decreto 1119 del 17 de junio de 2014. El 
artículo 5º Zona contigua de los territorios insulares en el mar Caribe occidental estipula 
que “con el objeto de asegurar la debida administración y el manejo ordenado de todo el 
archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, de sus islas, cayos y demás 
formaciones y de sus áreas marítimas y recursos, así como de evitar la existencia de figuras 
o contornos irregulares que dificulten su aplicación práctica, las líneas que señalan los límites 
exteriores de las zonas contiguas se unirán entre sí por medio de líneas geodésicas. De la 
misma forma, estas se unirán a la zona contigua de la isla de Serranilla […] formando así una 
Zona Contigua Integral del Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina.” 
De este modo, el Gobierno nacional expidió un acto administrativo sobre zonas marítimas 
que fueron reconocidas de jurisdicción nicaragüense en el fallo del 19 de noviembre de 2012. 
Esta actuación, si bien no constituye la materia de análisis de la presente disertación, resulta 
fundamental para analizar las posteriores actuaciones del Gobierno nicaragüense y 
configuran un hecho ante el derecho internacional que podría llegar a comprometer la 
responsabilidad internacional del Estado colombiano. 
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El Gobierno colombiano, desde la expedición del Decreto y el anuncio de la estrategia 
integral no adelantó ninguna otra acción que hubiere sido revelada a la opinión pública. Las 
demás acciones correspondieron a la respuesta a los nuevos procedimientos judiciales 
instaurados por Nicaragua y que serán abordados en el capítulo 3, sección 3.  
Así pues, una vez realizada una recapitulación de lo que constituyen las acciones del 
Gobierno como respuesta al fallo de la Corte Internacional de Justicia, se procederá a realizar 
el análisis del involucramiento de la Corte Constitucional en este plano, los incentivos que 
llevaron a esta decisión, las nuevas prácticas identificadas en la política exterior colombiana 
que son permitidas en el andamiaje orgánico de la constitución exterior del país, así como el 
análisis de las consecuencias de esta decisión y la caracterización de los escenarios en los 
que se podría recurrir a mecanismos como los utilizados para el presente caso. 
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CAPÍTULO 3 - PRÁCTICAS EMERGENTES DE POLÍTICA EXTERIOR: 
LAVADO Y BUCK-PASSING 
 
3.1 La Corte Constitucional como institución propicia para recurrir con miras a 
realizar lavado y buck-passing  
 
El propósito de esta investigación es el demostrar cómo el andamiaje orgánico 
introducido por la constitución exterior de la constitución política de Colombia de 1991, 
permite que –ante situaciones particularmente complejas- el Ejecutivo recurra a dinámicas 
de lavado y buck-passing en materia de decisiones de política exterior.  
Para comenzar definiendo el término de lavado, resulta de especial utilidad recurrir, como 
un símil, a la definición del delito lavado de activos, que constituye la principal razón para  
la utilización del vocablo. La Convención de Viena contra el tráfico ilícito de estupefacientes 
y sustancias psicotrópicas de 1988, en su artículo 3º, define lavado de activos como 
“subterfugio para formalizar flujos financieros informales de procedencia ilícita, 
particularmente el narcotráfico, o como la introducción subrepticia de activos de origen ilícito 
en los canales legítimos de la economía formal.” De esta definición se pueden identificar dos 
características del lavado: 
1. Al ser un subterfugio, constituye una acción consciente y pensada conducente a obrar 
como una excusa para evadir un compromiso o responsabilidad, una salida para 
sortear una dificultad. 
2. Su objetivo principal es hacer parecer legal o aceptable algo –en este caso la 
procedencia de los recursos de una actividad ilícita- que en otro contexto o sin mediar 
el lavado, serían sujetos de una sanción. 
A pesar de ser principalmente reconocido por el lavado de activos, el término puede ser 
trasladado y adaptado para episodios del acontecer político nacional e internacional.  Durante 
el año 2003, el entonces Gobierno de los Estados Unidos –junto con Gran Bretaña, Polonia 
y Australia- invadió Iraq con el propósito de derrocar el régimen de Sadam Hussein. Con 
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anterioridad al ataque, el Gobierno estadounidense lideró una estrategia diplomática en el 
seno de las Naciones Unidas, encaminada a lograr la autorización de esa organización para 
usar la fuerza contra el país asiático.  Una eventual resolución del Consejo de Seguridad de 
la ONU hubiera constituido una fuente de legitimidad de la acción y hubiese menguado y 
distribuido la responsabilidad de la intervención militar. A pesar de que el Gobierno de los 
Estados Unidos igual adelantó la actuación a través de una coalición de países, sus intentos 
por lograr la autorización de la ONU consistía un intento de lavado para su decisión política 
y militar. 
El precitado caso constituye tan solo un ejemplo de cómo los Estados suelen recurrir a 
organizaciones internacionales para reducir el costo de sus propias decisiones. Kenneth 
Abbott y Duncan Snidal pusieron de manifiesta esta motivación en su artículo Por qué los 
Estados actúan a través de organizaciones internacionales formales, en el que identifican el 
lavado como una forma del funcionamiento de las organizaciones internacionales, a través 
del cual “actividades que podrían ser inaceptables en su forma original de Estado a Estado, 
se tornan aceptables cuando son llevadas a cabo a través de una organización internacional 
independiente o percibida como tal.” 149 En este mismo sentido, plantean como ejemplo las 
organizaciones financieras internacionales y de desarrollo: “Los Estados pueden preferir 
asistencia para el desarrollo de una institución financiera internacional por encima de la 
ayuda directa de otro Estado, especialmente un antiguo poder colonial o que se encuentre en 
búsqueda de influencia política.”150 Otro ejemplo lo constituyen las misiones internacionales 
de mantenimiento de paz “que permite a los Estados más poderosos apoyar la reducción de 
conflictos sin ser involucrados en conflictos regionales”151.  
La contribución de Kenneth y Snidal brinda una especial importancia a la autonomía de 
la organización internacional para llevar a cabo de forma eficiente los procesos de lavado. 
Las intervenciones estatales que hagan percibir a una organización internacional como 
                                                 
149 Abbott, K. y Snidal, D. (1998). Why States Act through Formal International Organizations. En The Journal 
of Conflict Resolution Vol. 42, No. 1, 3-32.Pág. 18 
150 Ibíd. 
151 Ibíd. Cit. p. 19. 
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politizada, de modo que responda a los intereses de ciertos Estados suponen al concepto de 
lavado sucio, a través del cual se pueden lograr algunos efectos en el corto plazo para los 
Estados a costa de amenazar la independencia de la organización a largo plazo152.    
De este modo, para los fines de la presente investigación, se entiende por lavado un 
proceso mediante el cual se recurre a una institución que es percibida como autónoma con el 
propósito de hacer parecer aceptables o reducir los costos de decisiones que – en otras 
circunstancias- podrían ser consideradas inaceptables. Vale la pena aclarar que, unido con la 
percepción de Kenneth y Snidal, el lavado en sí, no tiene necesariamente una connotación 
negativa153 –y no es el propósito de la presente investigación adjudicárselo-, sí lo es sin 
embargo, realizar un análisis objetivo de la utilización del mecanismo en el caso propuesto y 
sus implicaciones en materia de política exterior. 
Con respecto al buck-passing, el autor de este trabajo tuvo inconvenientes para identificar 
un sustantivo o una expresión castiza que cumpliese el propósito de ser, al mismo tiempo, 
académicamente correcta y lo suficientemente acertada para definir lo que se entiende por 
buck-passing. Quizás los términos más cercanos serían “pasar la pelota” o “pasar la 
responsabilidad”. No obstante, en inglés la expresión “pass the buck” es ampliamente 
reconocida y utilizada para referirse simple y sencillamente al hecho de pasarle la 
responsabilidad a alguien más. 
El expresidente de los Estados Unidos Harry Truman tenía en su escritorio en la oficina 
oval  un hablador con la leyenda “The buck stops here” –que actualmente se encuentra 
exhibido en la Biblioteca y Museo Harry Truman en Independence, Missouri. En un discurso 
el 19 de diciembre de 1952, el expresidente puso en contexto lo que para él constituía una 
premisa de vida y un mantra en su rol como primer mandatario: “[s]aben, es fácil para el 
mariscal de campo decir un lunes por la mañana lo que el entrenador debió haber hecho, una 
                                                 
152 Ibíd.  
153 En el artículo, también se relaciona el concepto de lavado con su asociación al lavado de activos. No obstante 
los autores manifiestan que esa asociación a ese delito ha derivado en que el término pierda su “carácter y tinte 




vez terminado el juego. Pero cuando la decisión está frente a ti –y en mi escritorio tengo un 
lema que dice The buck stops here- la decisión tiene que ser tomada”. Asimismo, en su 
discurso de despedida en enero de 1953, Truman expresó que “[e]l Presidente –quien quiera 
que sea tiene que decidir. No puede pasarle la responsabilidad a nadie. Nadie más puede 
tomar las decisiones por él. Ese es su trabajo”154 
Al ser un término coloquial y sencillo en su definición y ampliamente utilizado por todo 
tipo de literatura académica155, no se estima necesario complejizarlo. Para los efectos de esta 
tesis, se entenderá por buck-passing transferir a otra institución la totalidad o cierta parte de 
la responsabilidad de tomar una decisión. Esta definición cuenta con tres características: 
1. Quien decide apelar al buck-passing se entiende y reconoce con la capacidad de tomar 
la decisión, pero prefiere –de forma consciente- ceder la totalidad o parte de esa 
responsabilidad a otro agente. 
2. La existencia de una instancia alternativa con un nivel aceptable de capacidad para 
tomar la decisión o trazar o insinuar el camino a seguir. 
                                                 
154 Harry S. Truman Library and Museum. "The Buck Stops Here" Desk Sign, disponible en 
http://www.trumanlibrary.org/buckstop.htm  
155 En una exploración realizada por el autor de este trabajo con el propósito de validar y verificar la aceptación 
y utilización del término, se encontró que la expresión buck-passing es constantemente empleada en artículos 
académicos del ámbito de las relaciones internacionales, la ciencia política, el derecho y la salud. Entre algunos 
artículos encontrados se destacan:  
 Hoppe, C. (2008). Passing the Buck State Responsibility for Private Military Companies. En The 
European Journal of International Law Vol. 19 no. 5. 989-1014.  
 Bouteillet-Paquet, D. (2003) Passing the Buck: A Critical Analysis of the Readmission Policy 
Implemented by the European Union and its Member States. En European Journal of Migration and 
Law 5, 359-377. 
 Levey, N. (2012) Passing the Buck or Empowering States? Who Will Define Essential Health Benefits. 
En Health Affairs, 31, No. 4, 663- 666.  
 Lind, J. (2004) Pacifism or Passing the Buck? Testing Theories of Japanese Security Policy? En 





3. El objetivo del buck-passing se limita a evadir o compartir la responsabilidad de 
tomar la decisión, los motivos que conlleven a esa decisión no resultan de relevancia. 
 
Resulta ahora pertinente comparar y distinguir entre el lavado y el buck-passing: 
1.  La toma de la decisión: una diferencia radical es que, mientras en el lavado se está 
en presencia de una decisión tomada, la cual se busca sea de cierto modo legitimada 
por otro agente, en el buck-passing se espera transferir o compartir la responsabilidad 
de la toma de la decisión. De este modo, en el caso de lavado el tomador de decisiones 
principal es decantado de antemano por una determinada decisión de fondo, mientras 
que, en el buck-passing se puede estar ante la ausencia completa de una decisión sobre 
un tema, o esperarse que la otra institución asuma parte de la responsabilidad de una 
decisión tomada. 
2. El objetivo: en el lavado se busca mostrar como aceptable o reducir los costos de una 
decisión que podría ser percibida como inconveniente, en otras palabras: legitimarla. 
En el buck-passing se espera la transferencia total o parcial de la responsabilidad 
sobre una decisión. 
3. Necesidad de una institución alternativa: para ambos casos es necesaria la existencia 
de una institución alternativa a la cual recurrir. Para el caso del lavado, esa institución 
debe contar con independencia, autonomía y legitimidad propia para procesar la 
decisión tomada por el tomador principal. Para el buck-passing, esa institución debe 
contar con la capacidad y competencia para tomar la decisión, de modo que le sea 
atribuible la totalidad o parte de la responsabilidad sobre la misma.    
4. Margen de incertidumbre y bajo margen de maniobra sobre el resultado final: para 
ambos casos se recurre a las prácticas con ciertas expectativas sobre la decisión del 
agente alternativo. No obstante, el margen de autonomía de ésta y el simple hecho de 
ser otra institución implica que se renuncie al control de la totalidad de la situación y 
se puedan presentar efectos inesperados que escapan del control de quien recurre a 
estas prácticas, y son efectos que solo podrían haber sido prevenidos habiéndose 
abstenido de utilizarlas. A pesar de esto, no debe desconocerse que cabe la posibilidad 
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de que en ciertos contextos se ejerza o se busque ejercer cierto nivel de influencia –
de forma indirecta o secreta- sobre el segundo agente, con miras a decantar su 
decisión hacia los intereses de quien implementa el lavado o el buck-passing156. 
  
Como fue previamente mencionado, los conceptos adoptados requieren de una institución 
alternativa a la cual recurrir y, para las materias en juego derivadas del fallo de la Corte 
Internacional de Justicia, esa institución es la Corte Constitucional. En el primer capítulo de 
esta tesis se evidenció cómo el contenido orgánico de la Constitución exterior de Colombia 
le atribuye competencia a ese tribunal en materia de política exterior. Asimismo, se reflejó la 
forma como jurisprudencialmente la Corte se ha adjudicado la competencia para revisar 
demandas de inconstitucionalidad contra leyes aprobatorias de tratados internacionales 
perfeccionados con anterioridad a la promulgación de la Carta política de 1991, aspecto que 
–para el caso en cuestión- le brindaba la posibilidad para tener la capacidad de pronunciarse 
–en caso de ser consultada- sobre el fallo de la Corte Internacional de Justicia y su aplicación 
a la luz de las disposiciones constitucionales colombianas.  
De este modo, queda claro que el ordenamiento constitucional colombiano no impedía 
que el Gobierno –o cualquier ciudadano- recurriera a la Corte Constitucional para buscar 
respuestas sobre el curso de acción a seguir tras el fallo o impugnar la ley aprobatoria del 
Pacto de Bogotá. No obstante, el Gobierno nacional tiene la plena capacidad y competencia 
para tomar las decisiones en materia de política exterior que estime correspondientes en 
respuesta del fallo de la Corte Internacional de Justicia, sin ninguna obligación de recurrir a 
la Corte Constitucional para estos efectos. Por esta razón, la demanda de constitucionalidad 
presentada por el Presidente de la República –jefe del Ejecutivo- en papelería de la 
Presidencia, merece un especial análisis para determinar en qué medida se podría estar 
                                                 
156 No obstante, teniendo presente que finalmente los objetivos del lavado y buck-passing se orientan a que el 
segundo agente sea quien tome, legitime o asuma parte de los costos de tomar una decisión, este nivel de 
influencia debe ser muy sutil, a fin de no amenazar la apariencia de autonomía de quien tomaría la decisión. En 
este sentido, resulta muy complicado llegar a demostrar el nivel de influencia que finalmente fue ejercido sobre 
el agente alternativo o la medida en la que su decisión respondió a esta presión. 
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incurriendo en dinámicas de lavado y buck-passing, en un caso de especial trascendencia de 
política exterior.   
Ahora bien, una vez advertidos de la existencia del mecanismo a través del cual era 
posible recurrir a la Corte Constitucional, resulta procedente comentar sobre la imagen de la 
Corte Constitucional como posible fuente de respaldo o legitimidad de modo que haga 
posible el objetivo de lavar una decisión. Un panorama histórico de la favorabilidad de la 
Corte Constitucional se puede deducir de la encuesta Gallup157 divulgada en abril de 2015. 
Entre 2000 y 2012, la imagen favorable de la Corte Constitucional oscilaba en rangos 
entre el 60 y 70% y su imagen desfavorable se mantenía en niveles de 20%, lo que 
evidenciaba un nivel de favorabilidad especialmente elevado en comparación con otras 
instituciones del Estado. Sin embargo, esta tendencia se revirtió a partir de junio de 2012. El 
portal de la Silla Vacía realizó un recuento de los tres incidentes que más han afectado la 
imagen de la Corte Constitucional y que explicarían este cambio en la tendencia. En primer 
lugar, la fallida reforma a la Justicia presentada por el Gobierno y finalmente archivada por 
el Congreso en junio de 2012. Este episodio generó malestar en la opinión pública y una 
fuerte sensación de que la reforma propuesta estaba plagada de dádivas para magistrados y 
organismos de control158. 
                                                 
157 Gallup Colombia. Encuesta Colombia No. 106, (2015, abril). Disponible en: 
http://www.larepublica.co/sites/default/files/larepublica/gallup%20poll.pdf. Esta encuesta indagó sobre el 
estado de ánimo de la opinión pública, la aprobación de la gestión del Presidente y mandatarios locales, 
favorabilidad de personajes e instituciones, entre otros aspectos.  





Los otros dos episodios los constituyen la  polémica elección del Magistrado Alberto 
Rojas en 2013159 y las denuncias por corrupción al Magistrado Jorge Pretelt160 –Ex Presidente 
de esa Corporación-, que además implicaron que, por primera vez, en abril de 2015 la imagen 
desfavorable de la Corte Constitucional superara su favorabilidad, por un margen nunca antes 
visto de 62% vs 29%.161  
A pesar de lo anterior, la Corte Constitucional es el alto tribunal que históricamente ha 
presentado los mayores índices de favorabilidad y la que se ha encontrado inmersa en menor 
número de escándalos. No obstante, este tipo de encuestas de carácter contextual y que 
buscan medir en general la opinión pública en un momento determinado no puede ser el único 
elemento para  reflejar el nivel de legitimidad con el que cuenta la institución para los fines 
de esta investigación. Una idea más clara de por qué la Corte Constitucional ha gozado de 
especial aprecio por parte de la opinión pública –y en esa línea constituir un escenario idóneo 
para realizar una acción de lavado- la describen Rodrigo Uprimny y Mauricio García: “la 
labor de la Corte ha sido entonces no sólo enorme, por el número de sentencias y la variedad 
de temas que ha abordado sino que, en cierta forma, ha sorprendido a la sociedad colombiana, 
por su orientación progresista. Esto explica que el tribunal haya ganado un cierto aprecio y 
prestigio en sectores y grupos sociales, que son muy críticos frente a los otros aparatos del 
                                                 
159 La elección del Magistrado Rojas fue fuertemente cuestionada debido a la presunta apropiación ilegal de 
una pensión de una viuda a la que habría asesorado. Ver Elección del magistrado Alberto Rojas Ríos fue 
demandada, (2013, 24 de mayo). El  Colombiano. Disponible en:  
http://www.elcolombiano.com/historico/eleccion_del_magistrado_alberto_rojas_rios_fue_demandada-
ABEC_243535  
160 El Magistrado Pretelt ha sido acusado de favorecer a la empresa Fidupetrol a cambio de “coimas”. Ver Abren 
investigación formal y citan a indagatoria a magistrado Jorge Pretelt, (2015, 20 de marzo). El Espectador. 
Disponible en: http://www.elespectador.com/noticias/politica/abren-investigacion-formal-y-citan-indagatoria-
magistra-articulo-550604.  




Estado, pero que ven en las decisiones de la Corte una de las pocas posibilidades reales de 
encontrar protección a sus derechos.”162  
De este modo, a pesar de que la imagen favorable de la Corte ha tenido un revés 
importante en los últimos años, para el periodo en el que se presentó la demanda por 
inconstitucionalidad del Pacto de Bogotá, la Corte únicamente había sido afectada por dos 
incidentes –el de la fallida reforma a la justicia y la polémica tras la elección del magistrado 
Rojas-, los cuales no ponían en duda el funcionamiento de la institución. Al mismo tiempo, 
continuaba siendo sujeto del especial prestigio que el grueso de sus sentencias de carácter 
progresista le había permitido construir. 
Una vez definidos los conceptos e identificada la Corte Constitucional como una 
institución alternativa para adelantar dinámicas de lavado y buck-passing, procede analizar 
los pormenores del caso y definir hasta qué punto fue ese el proceder del Gobierno nacional. 
 
3.2 Lavado y buck-passing en la política exterior colombiana: alternativas ante 
entornos complejos 
 
En el capítulo 2, sección 3, se revisó la obligación que le corresponde al Estado 
colombiano de dar cumplimiento al fallo de la Corte Internacional de Justicia y la forma 
como se comprometería su responsabilidad internacional ante el incumplimiento. De igual 
forma, se esbozaron las obligaciones y posibles sanciones derivadas de la Carta de Naciones 
Unidas, Organización Internacional de la cual el país el miembro. 
Asimismo, en el capítulo 2, sección 4, se demostró el impacto de la sentencia en la 
opinión pública colombiana y la recepción negativa que se le atribuyó al fallo de la Corte 
Internacional de Justicia. La sentencia constituyó un duro golpe de opinión para el Gobierno 
                                                 
162 Uprimny, R. y García, M. (2002) Corte Constitucional y emancipación social en Colombia, en: Boaventura 




Santos, al que le correspondió asumir las consecuencias de una estrategia de acción que, en 
no pocas ocasiones, ha sido catalogada como uno de los pocos ejemplos de actuaciones de 
política exterior colombiana como política de Estado.  
Cinco factores podrían ser considerados como la causa del nefasto recibimiento de la opinión 
pública al fallo de la Corte Internacional: 
1. La tesis colombiana sostenida desde 1969 que definía que el Tratado Esguerra- 
Bárcenas comportaba la naturaleza de un tratado de definición tanto territorial como 
marítima fue adoptada por el sistema educativo y constantemente reproducida por los 
medios de comunicación. De este modo, la noción principal de la población era que 
tanto el mar como el archipiélago, en su totalidad, eran colombianos163. Esto fue así 
a pesar de que el Gobierno colombiano conocía la insostenibilidad de este argumento. 
164 
2. La inexistencia del límite marítimo fue confirmada por la Corte Internacional de 
Justicia  en su fallo de 2007 sobre las excepciones preliminares presentadas por 
Colombia. No obstante, la trascendencia e impacto de esta decisión, así como su 
alcance y posibles consecuencias para el país, no fueron debidamente socializadas a 
la opinión pública, y su análisis se circunscribía en los círculos académicos. 
3. Al tratarse de un asunto limítrofe, se está ante un asunto de alta sensibilidad e 
identidad nacional165, fácil sujeto de apasionamientos nacionalistas. 
                                                 
163 En la entrevista, Julio Londoño Paredes afirma que a pesar de que 11 gobiernos de Colombia sabían 
perfectamente que el meridiano 82 no era el límite, no obstante, nunca se lo dijeron al país. “Un país 
acostumbrado a vender una tesis, decir en un momento determinado que ese no era el límite, era muy 
complicado”. Entrevista con Londoño, J. (2016, 2 de febrero).  Anexo B. 
164 Julio Londoño relata en su libro numerosas consultas y conversaciones adelantadas por el Gobierno nacional 
desde el año 92,  sobre la sostenibilidad de la tesis del meridiano 82 como frontera marítima. Todas las 
comunicaciones y conceptos evidencian que se tenía el conocimiento de la debilidad del argumento y que este 
no constituía una frontera marítima entre los dos países. Ver Londoño, J. (2015). Colombia en el laberinto del 
Caribe. Capítulo 12. 
165 Durante la entrevista realizada a Laura Gil,  manifestó que el tema era de un nivel de sensibilidad especial 
que tocaba las fibras del “ser nacional”. Entrevista con Gil, L. (2016, 9 de febrero)  Anexo D. 
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4. El contexto electoral en el que se encontraba el país facilitó que la situación fuera 
instrumentada con fines electorales. La oposición –en cabeza del expresidente y 
senador Uribe- no escatimó opiniones contra la sentencia y contra la Corte y fue uno 
de los temas de la campaña presidencial de 2014166. 
5. El propio Gobierno nacional interpretó el fallo como negativo y sus declaraciones y 
acciones alimentaron el sentimiento de inconformidad y la popularidad de un curso 
de acción orientado a la no aceptación de la sentencia.    
De este modo, se configuró un escenario de tensión entre las incuestionables obligaciones 
internacionales del Estado y el contexto interno en época electoral, en el cual el Sentencia de 
la Corte Internacional de Justicia era muy poco popular. Este escenario constituye un entorno 
altamente complejo en el que un gobierno con aspiraciones reeleccionistas debe sortear un 
fallo internacional percibido como adverso y altamente impopular, con la menor afectación 
posible a sus objetivos de campaña y las obligaciones internacionales derivadas de la 
sentencia.  La valoración del Gobierno de este escenario complejo determina el curso a ser 
seguido por el Gobierno, en la subsecuente decisión de política.    
Resulta de relevancia resaltar los términos en los que el Presidente Santos anunció la 
decisión de demandar por inconstitucionalidad la ley aprobatoria del Pacto de Bogotá, 
durante la alocución del 9 de septiembre de 2003. Al respecto, fue enfático en destacar que 
“mi posición es clara y es firme: el fallo de la Corte Internacional de Justicia no es y no será 
aplicable hasta tanto se celebre un tratado  que proteja los derechos de los colombianos, un 
tratado que deberá ser aprobado de conformidad con lo señalado en nuestra Constitución. 
Repito la decisión que he adoptado: sin un tratado, el fallo de la Corte Internacional de 
Justicia no es aplicable.”167 
De esas palabras se puede determinar que el Presidente no recurrió a la Corte para que 
esta definiera si el fallo era o no aplicable. Ya el Ejecutivo había adoptado esa línea de acción 
                                                 
166 El candidato del Centro Democrático –Oscar Iván Zuluaga- llegó a manifestar que pernoctaría en el 
meridiano 82 el día de su posesión, en caso de ser elegido Presidente. 
167 Santos, J.M. (2013, 9 de septiembre). Alocución del Presidente Juan Manuel Santos Calderón “Estrategia 
Integral de Colombia frente al Fallo de la Corte Internacional de Justicia de La Haya” 
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como una decisión política, cuyas repercusiones tienen impacto a nivel interno y exterior. El 
Presidente recurre a la Corte Constitucional para que esta “reafirme la tesis”168 con base en 
la cual el Gobierno ya ha adoptado una decisión.  
No obstante, resulta muy diciente que esta decisión, así como el anuncio de la estrategia 
integral, se diera hasta casi un año después de proferida la Sentencia de la Corte Internacional 
de Justicia, con base en los conceptos solicitados por el Gobierno a expertos juristas 
nacionales e internacionales. Laura Gil interpreta esta tardanza y la aparente conducta errática 
del Gobierno como el resultado de dos aspectos: por un lado, que el Gobierno no esperaba el 
fraccionamiento del archipiélago y, en segundo lugar, no haber realizado un ejercicio 
prospectivo de cómo reaccionar ante un escenario de tal naturaleza.169  
De los tres expertos entrevistados para este trabajo, dos coinciden categóricamente sobre 
el hecho de que la motivación para recurrir a la Corte Constitucional fue de carácter político. 
Julio Londoño la calificó como “una acción de carácter político y la  Corte Constitucional se 
cuidó mucho en su pronunciamiento”170 – dando a entender que este Tribunal advertía los 
determinantes políticos de la demanda presentada por el Presidente. En este mismo sentido, 
Laura Gil considera que “lo que buscaba el Presidente era una base jurídica para una decisión 
política que ya había tomado.”171 Por su lado, Ricardo Abello –si bien no descarta el origen 
político de la decisión- considera que lo que buscaba el Gobierno era el respaldo y apoyo a 
su decisión, con el fin de no quedarse solo en ella.172  
De este modo, queda en evidencia la decisión por parte del Ejecutivo: no aplicar el fallo 
de la Corte Internacional de Justicia hasta tanto se contara con un tratado con Nicaragua. Esta 
decisión, a la luz de la tensión previamente mencionada entre las obligaciones internacionales 
                                                 
168 Ibíd. 
169 Laura Gil también manifestó que el Gobierno había sido advertido por el Agente Julio Londoño sobre la 
posibilidad de fraccionamiento del archipiélago, y que esta apreciación fue comunicada días antes del fallo. Ver 
Entrevista con Gil, L. (2016, 9 de febrero) Anexo D. 
170 Entrevista con Londoño, J. (2016, 2 de febrero. Anexo B. 
171 Entrevista con Gil, L. (2016, 9 de febrero) Anexo D. 
172 Entrevista con Abello, R (2016, 2 y 4 de febrero) Anexo C. 
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y  las dinámicas internas, refleja una valoración más preponderante  de las dinámicas internas 
–opinión pública, entorno electoral y ordenamiento constitucional- sobre las obligaciones 
internacionales, las cuales, quedan supeditadas a una decisión de derecho interno. 
Una vez determinada la fundamentación política de la decisión de recurrir a la Corte 
Constitucional, procede cuestionarse sobre el objetivo esperado por el Gobierno. ¿Por qué 
recurrir a la Corte Constitucional? ¿Qué podría obtener de esa institución? 
Para Laura Gil resulta evidente que “lo que se hizo fue buscar el fundamento jurídico 
para minimizar los costos de la decisión política.  Es muy diferente decir yo no voy a hacer 
eso inmediatamente a yo voy a hacerlo como me dice mi Corte.”173 Esta opinión la comparte 
Ricardo Abello, para quien la intención del Gobierno fue “buscar un apoyo, más que 
legitimidad, para poder mostrar una posición coherente frente a esa decisión de no aplicar el 
fallo de forma inmediata.”174  Adicionalmente, Abello considera que la motivación principal 
del Gobierno era recibir herramientas que le permitieran sentarse posteriormente a negociar 
con Nicaragua, de modo que pudiera demostrar a nivel internacional que no era problema del 
Ejecutivo sino que había una estructura del Estado que no permitía aplicar el fallo. 
 Por su parte, Julio Londoño sintetiza la decisión del Gobierno de recurrir a la Corte 
Constitucional como “una alternativa de la que el Gobierno echó mano para evitar verse 
abocado a una situación interna muy complicada en víspera pre-electoral” y que permitiera 
sostener la tesis de la no aplicabilidad del fallo, al tiempo que ganaba tiempo y espacio para 
manejar la situación . Adicionalmente, Londoño considera que, aunque fue una decisión 
política, también estaba permeada por un marco jurídico de carácter interno e internacional, 
orientado a soportar el argumento que el Gobierno tomó ante la comunidad internacional para 
decir que no podía aplicar el fallo175. 
                                                 
173 No obstante resulta necesario aclarar que Laura Gil no ve esta acción del Gobierno como una búsqueda de 
legitimidad, sino como únicamente para “que me diga lo que yo ya decidí que voy a hacer”  Entrevista con Gil, 
L. (2016, 9 de febrero) Anexo D. 
174 Entrevista con Abello, R (2016, 2 y 4 de febrero) Anexo C. 
175 Entrevista con Abello, R (2016, 2 y 4 de febrero) Anexo C.  
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A continuación se sintetizan las motivaciones del Gobierno para recurrir a la Corte 
Constitucional: 
1. Brindar el sustento jurídico a la decisión política de no aplicar el fallo de la Corte 
Internacional de Justicia. Es necesario destacar que, aunque los argumentos sobre los 
cuales se basó el Gobierno para explicar la inaplicabilidad tienen su origen jurídico 
en el artículo 101 de la Constitución, no puede necesariamente suponerse que la 
motivación fue jurídica. Al ser obligatorio el acatamiento del fallo ante el derecho 
internacional, la decisión sobre su aplicabilidad y los términos de ésta, corresponde 
al espectro de lo político. 
2. Obtener un argumento que pudiese ser utilizado con Nicaragua y presentado ante el 
derecho y comunidad internacional como justificación válida para no aplicar el fallo. 
3. Demorar el cumplimiento del fallo y evitar que el acatamiento de la sentencia le fuese 
cobrado en el escenario electoral. Es necesario tener en consideración que el 
cumplimiento de la sentencia de forma automática era una decisión impopular para 
la opinión pública. 
4. Ganar tiempo, mientras se analizaban otras acciones como respuesta al fallo. 
5. Buscar respaldo de la principal Corte de la  rama judicial. 
6. Compartir la responsabilidad sobre las consecuencias derivadas de las acciones 
emprendidas, toda vez que, al contarse con un pronunciamiento de la Corte 
Constitucional sobre el tema, las acciones a seguir constituyen obligaciones para el 
Gobierno Nacional.  
 
Teniendo presentes las características del lavado descritas en la sección anterior, el hecho 
de que el Gobierno hubiera recurrido a la Corte Constitucional con una decisión ya tomada 
brinda elementos que indican una intención de someter su decisión política a un mecanismo 
de lavado. Para validar esta tesis en preciso recordar que para estar ante de una acción de 




lavado es necesario que la decisión tomada sea percibida como inaceptable o con costos 
elevados para el tomador de decisiones.  
Al respecto, a pesar de que la decisión de no aplicar el fallo contaba con elevado respaldo 
político a nivel interno –tanto por la opinión pública como por líderes políticos aunque no 
siendo así por parte de la academia-, ante el derecho internacional representa riesgos muy 
elevados de comprometer la responsabilidad internacional del Estado. Tanto el principio de 
derecho internacional  pacta sunt servanda –principio reconocido por Colombia- como la 
aceptación de la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia, la Carta de Naciones 
Unidas y el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, evidencian la imposibilidad de que 
Colombia se sustraiga de sus obligaciones internacionales con respecto a la sentencia sin 
consecuencias derivadas de ese hecho. 
Al mismo tiempo, la Convención de Viena de 1969 sobre el Derecho de los Tratados –
en vigor para Colombia- estipula con claridad en su artículo 27 que “una parte no podrá 
invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un 
tratado”. 
 En este orden de ideas, el potencial de consecuencias adversas en materia internacional 
derivadas de la decisión tomada por el Gobierno nacional de no aplicar el fallo era –y aún 
hoy es- incuestionable. Así pues, se puede afirmar que la decisión tomada por el Presidente 
era altamente riesgosa y polémica a la luz del derecho internacional y por razón de sus 
implicaciones de política exterior. De este modo, la situación cumple con las características 
que incentivan la realización de acciones tanto de lavado y de buck-passing. Por un lado, la 
decisión puede ser percibida como inconveniente y con costos elevados y, por el otro, implica 
una gran responsabilidad tomarla.  
Una prueba que puede brindar luces sobre la presencia de dinámicas de lavado y buck-
passing en el caso, resulta de analizar los motivos del Gobierno para tomar la misma decisión 
en un escenario radicalmente opuesto. A los tres entrevistados se les consultó sobre si 
consideraban que de haberse producido un fallo en la Corte Internacional de Justicia que 
hubiese estado mucho más cercano a la posición presentada por Colombia, se hubiese 
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recurrido a la Corte Constitucional en los mismos términos en los que se hizo. Los tres 
coincidieron en afirmar que, en ese caso, el Gobierno no hubiera actuado del mismo modo. 
Esta prueba resulta de interés ya que desde la década de los 90 el Gobierno de Colombia 
había comenzado a considerar la plausibilidad de un contencioso en la Corte Internacional 
de Justicia, cuyas consecuencias sobre los límites del territorio colombiano sería 
evidentemente modificatorias. De este modo, el argumento de la demanda presentada por el 
Presidente y los otros dos ciudadanos sobre la inconstitucionalidad del Pacto de Bogotá con 
respecto a modificación de límites existiría desde la promulgación de la Constitución y, sin 
embargo, ningún Gobierno o ciudadano procedió con una demanda de inconstitucionalidad 
en los términos en los que se hizo en 2013. 
De igual forma, suponer un escenario con un fallo percibido como conveniente para 
Colombia, cambiaría radicalmente el contexto en el que se toma  la decisión y eliminaría la 
complejidad de las dinámicas internas causadas por la sentencia proferida. Así, en lugar de 
haber tenido que lidiar con una opinión pública exacerbada, un fallo percibido como 
favorable hubiera podido haber sido recibido con beneplácito a nivel interno, constituyendo 
incluso un efecto positivo en la favorabilidad del Presidente y un activo para sus intenciones 
reeleccionistas. Al tiempo, en lugar de perseguir la no aplicación de la sentencia, se hubiera 
resaltado la obligatoriedad e inapelabilidad de la misma, buscando el acatamiento de la 
misma por parte de Nicaragua. 
Debe destacarse que –siguiendo la lógica de las pretensiones de la demanda presentada 
por el Presidente ante la Corte Constitucional- en un escenario de fallo percibido como 
positivo, también se estaría ante la modificación o fijación de los límites marítimos que se 
encuentran virtualmente incorporados en el texto constitucional, de los cuales estipula que 
solo pueden ser modificados por un tratado. De este modo, en ese escenario –y suponiendo 
la coherencia de la actuación del Gobierno- también habría de haberse argumentado la 
inaplicabilidad del fallo y solicitado a la Corte Constitucional que advirtiera que “si una 
sentencia de la Corte Internacional de Justicia afecta los límites territoriales o marítimos 
reconocidos por la Constitución en virtud de tratados vigentes, se deberá celebrar un nuevo 
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tratado el cual habrá de ser aprobado mediante un acto legislativo que modifique el artículo 
101.”176  
El objetivo de este ejercicio es pues demostrar cómo ante un eventual fallo más cercano 
a lo pretendido por Colombia, no se estaría ante la precitada tensión entre las dinámicas 
internas y las obligaciones internacionales y, por tanto, tampoco ante la necesidad de tomar 
una decisión de política exterior que pudiese ser percibida como inaceptable (ya sea a nivel 
interno o internacional), que implicara elevados costos y responsabilidad para el Gobierno 
como el tomador de la decisión. Básicamente, no se contaría con una decisión que tener que 
lavar, o una excesiva responsabilidad que asumir (o evadir). 
Retornando a la complejidad de la decisión tomada por el Gobierno, a continuación se 
resume porqué el curso de acción del Gobierno nacional constituye un caso de lavado y buck-
passing en materia de política exterior.  
En primer lugar, se debe reconocer en el Ejecutivo la competencia que le otorga la 
Constitución política para dirigir las relaciones internacionales del país. En este sentido, es 
el Ejecutivo en cabeza de quien recae la toma de decisiones de política exterior y, como tal, 
la rama del poder público llamada a hacerle frente a la situación derivada del fallo.  
En segundo lugar, las características del entorno complejo, ocasionado por el fallo y 
ampliamente explicado en líneas anteriores, configuran un entorno propicio para recurrir a 
este tipo de prácticas, de conformidad con el análisis conceptual revisado en la sección 
anterior, debido al elevado costo de la decisión y su inaceptabilidad a la luz del derecho 
internacional.  
En tercer lugar, la Corte Constitucional cumple con las características para obrar como 
entidad alternativa, con la autonomía y competencia para pronunciarse sobre los asuntos que 
le fueron consultados, en el marco del componente orgánico de la Constitución Exterior de 
Colombia y las competencias que ella misma se ha atribuido jurisprudencialmente.  
                                                 
176 Corte Constitucional, Sentencias, Sentencia C-269/14. Párrafo 2.3.1 (Pretensión de la Demanda presentada 
por el Presidente de la República) 
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Con respecto al lavado, se evidencia la existencia de una decisión tomada en primer lugar 
por el Ejecutivo. De este modo, la Corte Constitucional es llamada para reafirmar la tesis del 
Gobierno y brindarle un marco jurídico que la sustentase. Una sentencia de la Corte 
Constitucional, en los términos solicitados por el Gobierno, constituiría un respaldo a la 
decisión por parte de otra rama del poder público, al tiempo que le brindaría el contenido 
necesario para hacerla parecer más aceptable. Es necesario tener claro que, objetivamente, la 
Corte Constitucional carece de cualquier capacidad para que sus fallos sean oponibles bajo 
el derecho internacional. No obstante, contar con una sentencia a nivel interno que obligue 
al Gobierno a cierto rumbo de acción disminuye los costos de la decisión  para el Presidente, 
en comparación con el evento de defender una argumentación similar procedente 
exclusivamente del Ejecutivo. El Gobierno no se vería actuando por decisión propia sino, 
como consecuencia de una obligación impuesta por el principal tribunal del derecho interno. 
Aceptar que el Gobierno obró como el tomador de la decisión tiene implicaciones con 
respecto al análisis sobre el recurso al buck-passing. De entrada se debe desechar el 
argumento de que el Gobierno hubiese recurrido a la Corte Constitucional con el objetivo de 
librarse por completo de la responsabilidad de tomar una decisión que, como fue demostrado, 
se encontraba plenamente tomada por el Ejecutivo. 
Ahora bien, no debe perderse de vista que el Gobierno presenta como pretensión la 
declaración de la inexequibilidad total del articulo XXXI del Pacto de Bogotá, mediante el 
cual se regula la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia, y del  articulo L, en el cual 
se contempla un procedimiento ante el incumplimiento de sentencias de ese tribunal. 
Asimismo, se solicita a la Corte Constitucional “precisar los efectos” del fallo “advirtiendo 
que si una sentencia de la Corte Internacional de Justicia afecta los límites territoriales o 
marítimos reconocidos por la Constitución en virtud de tratados vigentes, se deberá celebrar 
un nuevo tratado el cual habrá de ser aprobado mediante un acto legislativo que modifique 
el artículo 101.”177 
                                                 
177 Corte Constitucional, Sentencias, Sentencia C-269/14. Párrafo 2.3.1. 
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Las precitadas pretensiones tienen una clara intención de presentar cargos contra apartes 
que brindan fundamento a la obligatoriedad de cumplimiento del fallo por parte del Estado 
colombiano y fortalecer el argumento de la necesidad de negociar un tratado de límites con 
Nicaragua, incluso al margen de lo estipulado en la providencia. De este modo, se configura 
un escenario en el que, cualquier pronunciamiento de la Corte Constitucional con respecto a 
la obligación de adelantar procedimientos de carácter interno como condición para la 
aplicación del fallo –ya sean los expresamente solicitados por el Gobierno u otros distintos- 
le confiere a la Corte Constitucional, de forma automática, una responsabilidad, al fijar un 
curso de acción de la decisión.  
En este sentido, se evidencia que las pretensiones del Gobierno también se encaminan a 
que la propia Corte Constitucional –desde su competencia de guardiana de la supremacía de 
la carta política- se pronuncie sobre la forma de actuar con respecto al fallo proferido por la 
Corte Internacional de Justicia, ese fallo que resulta tan incómodo e inconveniente para los 
intereses del Gobierno. Así, la Corte Constitucional, de acceder a esta pretensión y 
pronunciarse en este sentido, define un curso de acción que también obligaría al Gobierno y 
sobre el cual tiene completa responsabilidad, permitiéndole al Ejecutivo no asumir la 
totalidad de la responsabilidad del caso.  
En términos coloquiales, aunque el Gobierno ha decidido no aplicar el fallo, le pasa la 
bola –“passes the buck”- a la  Corte Constitucional para que sea esta la que, finalmente defina 
qué es lo que se debe hacer con el fallo de la Corte Internacional de Justicia y si este es de 
obligatorio cumplimiento o no.  
Todo parece indicar que en la Corte Constitucional hubo extrañeza y molestia178 por la 
decisión del Gobierno nacional de recurrir a su pronunciamiento sobre la constitucionalidad 
de la ley aprobatoria del Pacto de Bogotá. El comportamiento errático del Gobierno, la 
                                                 
178 Ricardo Abello, manifestó en la entrevista que hasta donde tenía entendido, hubo molestia  en la Corte 
Constitucional por la presentación de la demanda por parte del Presidente, ya que le estaban pasando una 
responsabilidad que no le correspondía. En el mismo sentido, Julio Londoño destacó la apretada votación de la 
Sentencia de la Corte Constitucional y el número de salvamentos de votos a favor de declararse inhibida para 
pronunciarse sobre la materia. Ver anexos B y C. 
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atipicidad de la demanda,179 su pretensión de retroactividad y la complejidad de la situación 
permitían inferir la instrumentalización180 de la Corte Constitucional para los propósitos del 
Ejecutivo. Esta molestia fue también mencionada por el periódico El Espectador de la 
siguiente forma: “Algunos magistrados consideran que el alto tribunal terminará perdiendo 
con cara y con sello. Si se obliga al Presidente a acatar el fallo de La Haya, muchos podrían 
interpretar que la Corte es entreguista. Si ocurre lo contrario, añaden las mismas fuentes, la 
Corte quedaría como un tribunal que desconoce fallos de jueces internacionales”181. 
Finalmente, antes de entrar a revisar cuál fue el pronunciamiento de la Corte 
Constitucional y sus implicaciones, resulta relevante detenerse en el episodio que se presentó 
semanas antes de la sentencia de ese tribunal y que correspondió a la filtración de la ponencia 
inicial del Magistrado Mauricio González Cuervo, cuyo proyecto de decisión no contemplaba 
la exequibilidad del reconocimiento de jurisdicción a la Corte Internacional de Justicia para 
asuntos limítrofes. El contenido de esa ponencia fue revelado por el diario El Espectador el 
28 de abril de 2014, a través del artículo “El 'no' del magistrado González al fallo de La 
Haya”. 
El primer párrafo resolutorio de ese proyecto de decisión establecía: “Declarar 
EXEQUIBLE” el articulo XXXI de la ley 37 de 1961, por  la cual se aprueba el Tratado 
Americano de Soluciones Pacíficas (Pacto de Bogotá), en el entendido de que el 
                                                 
179 1- Se estaba demandando una ley aprobatoria de un tratado ya denunciado. 2- La demanda se presenta con 
posterioridad a un fallo de la Corte Internacional de Justicia, ante el cual no procede recurso alguno y contra el 
cual no tiene ningún efecto una decisión de la Corte Constitucional. 3- Se solicitaba a la Corte intervenir en un 
contexto de política exterior, cuya responsabilidad es principalmente del Ejecutivo. 
180 Laura Gil manifestó en su entrevista que consultó con el exmagistrado de la Corte Constitucional Manuel 
José Cepeda sobre los argumentos presentados por el Gobierno en la demanda a la ley aprobatoria del Pacto de 
Bogotá, particularmente si –como abogado y exmagistrado- compartía sendos argumentos. La respuesta de 
Cepeda permitiría inferir que no compartía los argumentos de la demanda y que su elaboración correspondía al 
lineamiento dado por el Gobierno. Ver entrevista con Gil, L. (2016, 9 de febrero). Anexo D. 
181 El 'no' del magistrado González al fallo de La Haya, (2014, 28 de abril). El Espectador. Disponible en 
http://www.elespectador.com/noticias/judicial/el-no-del-magistrado-gonzalez-al-fallo-de-haya-articulo-
489227   
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reconocimiento de la jurisdicción allí dispuesto no se extiende a la decisión de asuntos de 
limites internacionales que impliquen la modificación de la situación general del territorio en 
las condiciones establecidas por el artículo 101 de la Constitución.” [Resaltado fuera del 
texto]182 
En esa ponencia original, el Magistrado González considera que “el reconocimiento de 
la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia, conjuntamente entendido con las 
disposiciones que prevén el carácter obligatorio de sus decisiones así como el trámite que 
puede seguirse para su cumplimiento, deriva en la existencia de una obligación internacional 
de reconocer y cumplir las decisiones de dicha Corte en materia de límites”183 y esto vulnera 
el artículo 101 de la Constitución. Asimismo, “una obligación internacional de reconocer y 
cumplir las sentencias de la Corte Internacional de Justicia (art. XXXI), que impide oponer 
lo dispuesto en el artículo 101 de la Carta conforme al cual se encuentran excluidas las 
sentencias como medio para modificar la situación general del territorio, desconoce la 
Constitución”184 
A pesar de no adoptar la totalidad de las pretensiones del Gobierno, un fallo en este 
sentido no se habría alejado en demasía de ellas. Se habría declarado la inconstitucionalidad 
del apartado del Pacto de Bogotá con relación al otorgamiento de jurisdicción a la Corte 
Internacional de Justicia para asuntos limítrofes y, en la práctica, la inconstitucionalidad del 
acatamiento del fallo. La ponencia determinaba, sin mayor modulación, que “no es adecuado 
afirmar que la adopción de una decisión por parte de la CIJ tenga la aptitud, desde la 
perspectiva del derecho interno, de fijar o modificar directamente los límites de 
                                                 
182 Ponencia del Magistrado Mauricio González sobre las demanda de inconstitucionalidad contra la ley 37 de 
1961 “por la cual se aprueba el Tratado Americano de Soluciones Pacíficas”, página 277.  El autor tuvo acceso 
a las 277 páginas de la ponencia filtrada. 
183 Ponencia del Magistrado Mauricio González sobre las demanda de inconstitucionalidad contra la ley 37 de 




Colombia”185. Esta situación eximiría al Gobierno de cumplir con el fallo de la Corte 
Internacional de Justicia, con base en el derecho interno. 
El periódico El Espectador publicó que, de ser aprobada la ponencia “significaría una 
victoria para el Gobierno Santos, ya que aunque no se declara inconstitucional el Pacto de 
Bogotá, sí se declara inconstitucional su competencia para decidir sobre los límites de 
Colombia. Una victoria determinante en momentos en los que Santos ve tambalear su 
reelección.”186 
Una sentencia en este sentido, habría puesto al Gobierno en una situación bastante 
compleja con respecto de las obligaciones internacionales, sin embargo, habría satisfecho la 
totalidad de las motivaciones que el Gobierno tuvo para recurrir a la Corte Constitucional.  
Este tribunal, antes que obligarle a cumplir las obligaciones internacionales, le habría 
brindado su total anuencia y apoyo para desacatar el fallo de la Corte de La Haya. 
Todo parece indicar que la discusión en la sala plena de la Corte Constitucional versó 
sobre la disyuntiva entre el ordenamiento constitucional y las obligaciones internacionales 
derivadas del fallo. La ponencia del Magistrado González fue finalmente modificada para 
dar paso a la Sentencia definitiva, que será abordada en la siguiente sección. 
Sin embargo, vale la pena reflexionar sobre el efecto de esta filtración187. No es posible 
precisar con claridad quién la filtró y con qué intereses. Sin embargo, pueden sacarse dos 
conclusiones de este episodio. En primer lugar, el texto filtrado constituye alrededor del 80% 
de la Sentencia que finalmente se abrió camino en la Corte, por lo que puede brindársele un 
elevado nivel de certidumbre al hecho que fuera el documento sobre el cual trabajaron los 
                                                 
185 Ibíd. 
186 El 'no' del magistrado González al fallo de La Haya, (2014, 28 de abril). El Espectador. 
187 Para Laura Gil, la filtración tuvo como objetivo la medición de la receptividad a un fallo en ese sentido. “La 
Corte mide la pita, la Corte es una corte irresponsable que ha estado midiendo las reacciones a comunicados y 
filtraciones. […]Uno tendría la lectura que están midiendo hasta dónde llegar, se apresuran antes de llegar a 
consensos. Yo sé que algunas columnas mías las discutían cuando ya habían anunciado el sentido del fallo”. 




magistrados. En segundo lugar, el mensaje que fue transmitido fue el “no” de la Corte 
Constitucional a la Corte Internacional de Justicia y, por extensión, al fallo mismo. Sin lugar 
a dudas, la difusión de este mensaje y la percepción de esa postura de la Corte Constitucional 
convenían al Gobierno, sin con esto querer implicar que hubo alguna relación del Ejecutivo 
con esta filtración. 
    
3.3 El Fallo de la Corte Constitucional y las nuevas demandas de Nicaragua: 
primeras consecuencias de recurrir al lavado y al buck-passing. 
 
En la presente sección se analizarán las implicaciones de la Sentencia C-269 de 2014 de 
la Corte Constitucional, mediante la cual se pronuncia sobre las normas demandadas. De 
igual forma, se revisarán las consecuencias de haber recurrido a las dinámicas de lavado y 
buck-passing en el contexto post fallo de la Corte Internacional de Justicia. 
Vale la pena iniciar considerando la reflexión de Laura Gil sobre la dificultad de sustraer 
a la Corte Constitucional del debate político en el cual estaba sumido el país para la época de 
fallo y que, en consideración del autor tiene plena relevancia para interpretar el sentido final 
del fallo proferido: “En principio, el magistrado no responde a preocupaciones electorales, 
tendrá razonamiento de largo plazo y contribuye a concreción de la política de Estado. Dicho 
esto, […] una corte nunca opera en un vacío político […]  Hay momentos históricos en la 
vida de un país en que la Corte no se atreve a ir más allá de lo que la sociedad le está pidiendo, 
y este caso es único, que va tan al corazón del ser colombiano, que la Corte no iba a permitirse 
sacar un fallo en derecho, a decir que los fallos internacionales son de obligatoria aplicación. 
Los jueces no son indiferentes al ambiente político que los rodea.”188 
En una estrecha votación de 5-4, la Corte Constitucional dictaminó “Declarar 
EXEQUIBLE el artículo XXXI de la Ley 37 de 1961 ‘por la cual se aprueba el Tratado 
Americano de Soluciones Pacíficas (Pacto de Bogotá)’, en el entendido que las decisiones de 
                                                 
188 Entrevista con Gil, L. (2016, 9 de febrero) Anexo D.  
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la Corte Internacional de Justicia adoptadas a propósito de controversias limítrofes, deben 
ser incorporadas al derecho interno mediante un tratado debidamente aprobado y ratificado, 
en los términos del artículo 101 de la Constitución Política”189.  [Resaltado fuera del texto 
original] 
Nótese la diferencia sustancial con respecto a la decisión de la ponencia filtrada cuatro 
días antes. La sentencia definitiva no objetó la aceptación de la jurisdicción de la Corte 
Internacional de Justicia para temas limítrofes, sino que reconoce la obligación de cumplir 
las sentencias de esa instancia internacional. No obstante, a la luz del artículo 101 de la  
Constitución, manifiesta la necesidad de un tratado internacional para incorporar esas 
sentencias al ordenamiento jurídico interno.  
De este modo, la Corte Constitucional no otorga anuencia alguna para que el Ejecutivo 
no acate el fallo de la Corte Internacional, sino que le impone la obligación de negociar un 
tratado con Nicaragua para incorporar el fallo en los términos que la Constitución permite la 
modificación del territorio colombiano. A pesar de esto, esta decisión le otorga al Presidente 
un respaldo valioso a su decisión no aplicar el fallo de la Corte Internacional de Justicia, hasta 
tanto se negocie un tratado, aprobado por el Congreso, sujeto al control previo y automático 
de la Corte Constitucional y luego ratificado por el Presidente. 
La Corte entonces perfeccionó el mecanismo de lavado pretendido por el Gobierno y, 
con numerosas implicaciones adicionales que serán observadas a lo largo de esta sección, 
brindó ese manto de aceptación a la decisión que ya había sido tomada por el Ejecutivo. 
Para llegar a esa decisión, la Corte dio primacía al inciso segundo del artículo 101 de la 
Constitución, referente a los procedimientos que deben ser observados para modificar el 
territorio. Al respecto definió que “no existe duda alguna acerca del carácter taxativo y 
restrictivo del segundo inciso del artículo 101. El primer rasgo implica que solo el mecanismo 
allí consagrado -y no otro que ese- puede ser empleado para tal propósito. El segundo rasgo 
                                                 




indica que no es posible llevar a cabo interpretaciones que habiliten el uso de mecanismos 
no mencionados por la Carta.”190 
Un aspecto de crucial importancia es que la Corte también consideró que, además del 
tratado, “en el caso de afectación de comunidades que tengan una relación especial con el 
territorio objeto de cesión (sic) deberá adelantarse el trámite de consulta previa, como 
responsabilidad interna de las autoridades competentes no oponible internacionalmente”191. 
Este caso es completamente aplicable para el archipiélago de San Andrés, por lo que esta 
decisión, además de terminar obligando al Gobierno a negociar con Nicaragua, obliga a los 
funcionarios gubernamentales a adelantar este proceso de consulta previa de forma paralela 
a ese proceso de negociación. Esta formalización del requisito de consulta previa para esa 
clase de tratados, imprime un nivel elevado de complejidad para la negociación del tratado, 
por un lado, y para la eventual superación del control de constitucionalidad del cual sería 
sujeto.  
Con respecto al inciso tercero del artículo 101 de la Constitución, en el cual se enuncia 
la pertenencia a Colombia del archipiélago de San Andrés, la Corte Consideró que determina 
los ámbitos en lo que el país “ejerce soberanía o determinados derechos soberanos, 
declarando que hacen parte del Estado colombiano”192 y del cual se deriva que “se encuentra 
constitucionalmente proscrita cualquier determinación que implique una desintegración, 
escisión o renuncia que comprenda las islas de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, los 
Cayos de Albuquerque, Este Sudeste, Roncador, Serrana, Quitasueño, Serranilla y Bajo 
Nuevo, la Isla de Malpelo o  las islas, islotes, cayos, morros y bancos que les pertenezcan. 
Así pues, esta disposición limita a las autoridades responsables de suscribir y aprobar tratados 
de este tipo y, en esa medida, se erige en parámetro de control de cualquier instrumento que 
pueda incidir, modificándolo, el territorio que hace parte de Colombia”. 
                                                 
190 Corte Constitucional. Sentencias. Sentencia C-269/14. M.P. Mauricio González Palacio. Párrafo 5.3.2.5.1. 
191 Ibíd. Párrafo 5.3.2.7. 
192 Ibíd.. Párrafo 5.3.3.1 
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Esta decisión también tiene una implicación relevante con respecto al fallo de la Corte 
Internacional de Justicia, mediante el cual Quitasueño y Serrana fueron enclavados en mares 
territoriales de 12 millas y escindidos del archipiélago.  De este modo, se abre una posibilidad 
de que, incluso un tratado que reproduzca el fallo de la Corte Internacional de Justicia, pueda 
ser declarado inconstitucional por la Corte, por cuanto se “prevé una regla que excluye 
cualquier instrumento de fijación o modificación que implique la desintegración o 
descomposición del territorio continental o afecte el derecho de propiedad” 193 respecto del  
archipiélago.  
No obstante, también debe tenerse en cuenta que este pronunciamiento de la Corte 
Constitucional puede constituir una herramienta para el Gobierno, para que ante la eventual  
negociación de un tratado, se busque la reunificación de todos los accidentes geográficos 
colombianos en el archipiélago. 
Con respecto a la obligación de cumplimiento del principio pacta sunt servanda, la Corte 
reconoce la oposición generada por el “surgimiento de una obligación de cumplir lo dispuesto 
en un instrumento diferente –la sentencia- del previsto en el artículo 101 y, 
consecuencialmente, por la imposición de un deber de aceptar una variación de límites y de 
actuar de conformidad con ella a pesar de existir, en el ordenamiento constitucional, 
disposiciones específicas que exigen adelantar determinados procedimientos.”194 
Al respecto, la Corte estableció que “el reconocimiento de la jurisdicción de la Corte 
Internacional de Justicia, conjuntamente entendido con las disposiciones que prevén el 
carácter obligatorio de sus decisiones así como el trámite que puede seguirse para su 
cumplimiento, deriva en la existencia de una obligación internacional de reconocer y cumplir 
las decisiones de dicha Corte en materia de límites”195. De este modo, se reafirma la 
jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia para conocer de temas de límites, así como 
la observación de trámites conducentes a su cumplimiento.   
                                                 
193Ibíd. Párrafo 5.3.3.2 
194 Ibíd. Párrafo 5.7.2.4.1 
195 Ibíd. Párrafo 5.7.2.4 
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La principal diferencia entre la sentencia adoptada y la ponencia filtrada es que, tras 
adelantar una disertación jurídica prácticamente idéntica, con algunas precisiones sobre el 
sentido final del componente resolutivo, la sentencia incluye una sección adicional 
denominada “Armonización del deber de aplicación permanente de las disposiciones 
constitucionales afectadas por el contenido de una norma internacional  y del deber de respeto 
de los tratados perfeccionados, en virtud de los principios pacta sunt servanda y bona 
fides”196, en el cual se aparta del camino de la declaración de la inconstitucionalidad del 
otorgamiento de jurisdicción a la Corte Internacional de Justicia para temas limítrofes del 
Pacto de Bogotá, y se plantea necesidad de “asegurar la armonización entre el deber de 
respeto de las disposiciones constitucionales y la obligación de cumplir las normas 
incorporadas en tratados perfeccionados que vinculan al Estado.”197  
Esta armonización la realiza la Corte a través del “reconocer que del artículo 101 se deriva 
un deber de incorporación de las decisiones referidas a asuntos limítrofes, por medio de la 
celebración, aprobación y ratificación de un tratado, lo que permite […] hacer compatible la 
obligación de cumplir las obligaciones internacionales contraídas por el Estado colombiano, 
expresión de los principios del derecho internacional aceptados por Colombia, con el 
mandato de respetar los contenidos mínimos de una disposición que, como el artículo 101, 
define uno de los asuntos más significativos desde la perspectiva de la organización 
constitucional”198 
De este modo, la Corte Constitucional concluye, se diría que “de forma salomónica”, la 
difícil tarea que le trasladó el Gobierno y se abstuvo de quedar en la incómoda situación de 
proferir una sentencia conducente a justificar la inobservancia de las obligaciones 
internacionales del país. Ahora bien, aun cuando le brindó al Gobierno el respaldo y sustento 
jurídico que este esperaba, la Corte también se tomó en serio el análisis de la situación y sus 
pronunciamientos –de obligatorio cumplimiento para Gobierno- dejaron a este último con 
grandes desafíos. En esto coinciden Laura Gil y Ricardo Abello quienes no escatiman en 
                                                 
196 Ibíd. Párrafo 5.7.3. 
197 Ibíd. Párrafo 5.7.3.7. 
198 Corte Constitucional. Sentencias. Sentencia C-269/14. M.P. Mauricio González Palacio. Párrafo 5.7.3.7.2. 
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afirmar que el Gobierno terminó metido en una “camisa de once varas” o que se ganó una 
“papa caliente”, refiriéndose a la difícil situación derivada de la sentencia. 
En primer lugar, la negociación de un tratado para la  aplicación del fallo de la Corte 
Internacional de Justicia dejó de ser una decisión política, para convertirse en una obligación, 
toda vez que el Ejecutivo está sometido a las decisiones de la Corte Constitucional en el 
Derecho Interno. La negociación de un tratado es un proceso complejo y el hecho que 
constituya el requisito para hacer aplicable el fallo pone a Colombia en una situación de 
permanente incumplimiento de fallo de la Corte Internacional de Justicia hasta tanto no se 
cuente con ese instrumento199. 
Adicionalmente, deben considerarse los siguientes aspectos que impactan muy 
críticamente la factibilidad de negociar un tratado: 
1. La expectativa de su contenido. Si bien el tratado puede incorporar aspectos 
importantes como pesca, medio ambiente y seguridad en la zona, no será fácil 
conciliar las expectativas con respecto a la delimitación. Nicaragua ya cuenta con un 
título jurídico internacional que garantiza su soberanía y jurisdicción sobre las zonas 
delimitadas por la Corte. Aunque esto es igualmente cierto para Colombia, en el país 
se ha vendido la idea del tratado como mecanismo para reversar el impacto 
presuntamente negativo de la sentencia y obtener algunas concesiones, como la 
reunificación del archipiélago. No es claro hasta qué punto podría Nicaragua tener 
incentivos para renunciar a áreas marítimas que ya le fueron adjudicadas. 
2. Suponiendo la suscripción de un tratado, este igualmente deberá surtir el trámite de 
incorporación en los respectivos países. Los congresos, encargados de aprobar o 
improbar este tratado, son sujetos de dinámicas políticas que fácilmente pueden 
retrasar e, incluso, amenazar, el trámite exitoso del mismo. ¿Qué Congreso 
nicaragüense podría aprobar un tratado por menores áreas marítimas que las ya 
otorgadas por la Corte Internacional de Justicia en 2012? ¿Qué Congreso colombiano 
                                                 
199 Entrevista con Gil, L. (2016, 9 de febrero) Anexo D. 
 104 
 
aprobaría un tratado que incorpore el fallo tal cual? Las complicaciones de un tratado 
en esta fase son mayúsculas. 
3. La Corte Constitucional se encargó de hacer más compleja la adopción de un tratado 
con sus pronunciamientos con respecto a la obligación de consulta previa y la 
inaceptabilidad de la fragmentación del archipiélago. De este modo, sumado a todas 
las dificultades ya mencionadas para lograr un tratado, la Corte evidenció la alta 
probabilidad que  un tratado que no observe los términos de su sentencia podría 
reprobar el examen de constitucionalidad. 
 
No obstante, como se mencionó anteriormente, la decisión en la Corte fue estrecha y hubo 
mal recibo por parte de algunos magistrados por la acción del Gobierno. En este sentido, vale 
la pena revisar los salvamentos de voto presentados por los magistrados que no acompañaron 
la decisión de la mayoría. 
 La posición del Magistrado Gabriel Eduardo Mendoza, es quizá la más crítica sobre la 
actuación de la Corte y del Gobierno. En su salvamento de voto manifiesta que la Corte debió 
manifestarse inhibida para pronunciarse sobre la demanda, ya que resulta irracional pensar 
que frente a un pronunciamiento de un organismo internacional se exija la aplicación de la 
Constitución por cuanto ello, “supondría una antinomia insuperable, pues no es concebible 
que dos países que no puedan negociar sus límites o su modificación por mutuo acuerdo, a 
través de un tratado, y pacten ‘a través de un tratado’ hacerlo por la vía de un organismo 
internacional dispuesto especialmente para dichos efectos, al que expresamente le reconocen 
competencia, luego de producida la decisión que se comprometieran a acoger, aduzcan que 
solo aplicarán el fallo si se celebra un tratado, como si nada hubiera pasado, haciendo una 
especie de borrón y cuenta nueva en virtud de que alguno de ellos no comparte la decisión.” 
200  
El magistrado Jorge Iván Palacio consideraba que la Corte debía pronunciarse 
declarando la exequibilidad sin condicionamientos del artículo XXXI del Pacto de Bogotá, 
                                                 
200 Corte Constitucional. Comunicado de prensa No. 15. 2 de mayo de 2014.  Pág. 6. 
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en su salvamento de voto, que tituló El nacionalismo constitucional o provincialismo 
judicial, señaló como insólito desconocer el derecho internacional por la defensa de la 
Constitución. En el concepto del magistrado Palacio expresa que “escapar a las obligaciones 
supranacionales cuando las decisiones de tribunales internacionales no son totalmente 
favorables, nos precipita a un aislacionismo, aniquilando la observancia de los compromisos 
convencionales de buena fe y permitiendo escudarse en el orden interno para dejar de atender 
la responsabilidad internacional.” 201  Y advierte como eventualmente  Colombia deberá 
cumplir la decisión de la Corte Internacional de Justicia. 
El magistrado Alberto Rojas Ríos coincidió que el artículo XXXI del Pacto debió 
haber sido declarado exequible sin condicionamientos, advirtiendo las consecuencias en 
materia de responsabilidad internacional de “presentar a Colombia como un Estado que crea 
condiciones propias ex post, para el cumplimiento de obligaciones contenidas en 
instrumentos jurídicos internacionales, y con ello sorprende a sus iguales en el proceso de 
aplicación de los mismos, con la aquiescencia del máximo tribunal constitucional”202 
Finalmente, el magistrado Jorge Pretelt, consideró que la Corte se debió haber declarado 
inhibida, por cuanto “Ley 37 de 1961 ya no está vigente ni sigue proyectando sus efectos, 
debido a la denuncia del Tratado Americano de Soluciones Pacíficas (Pacto de Bogotá) 
formulada por el Gobierno Nacional el 26 de noviembre de 2012 y que surtió efectos a partir 
del 27 de noviembre de 2013, cuando se cumplió un año de su presentación, en concordancia 
con el artículo LVI del instrumento.”203 
Mientras Colombia sostenía a viva voz y buscaba respaldos internos para su tesis sobre 
la inaplicabilidad del fallo -y cerraba las puertas a negociaciones directas con Nicaragua 
sobre los efectos y aplicación del mismo-, corría el tiempo para que la denuncia del Pacto de 
Bogotá  por parte de Colombia tuviera efecto completo. En ese periodo, el Gobierno de 
Nicaragua presentó una nueva demanda contra Colombia el 16 de septiembre de 2013. Este 
                                                 
201 Ibíd. 
202  Ibíd. Pág. 9. 
203 Corte Constitucional. Comunicado de prensa No. 15. 2 de mayo de 2014.  Pág. 8. 
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nuevo contencioso sobre la Cuestión de la delimitación de la plataforma continental entre 
Nicaragua y Colombia más allá de las 200 millas náuticas desde la costa de Nicaragua204, 
el país centroamericano solicita a la Corte que establezca “el curso preciso del límite 
marítimo entre Nicaragua y Colombia en las áreas de la plataforma continental que 
pertenezcan a cada uno más allá de las fronteras determinadas por la corte en su Fallo del 19 
de noviembre de 2012” y que declare “los principios y reglas de derecho internacional que 
determinan los derechos y deberes de los dos Estados en relación con el área de superposición 
de titularidades de la plataforma continental y el uso de sus recursos, hasta tanto se delimite 
la línea de frontera entre ellos más allá de las 200 millas náuticas desde la costa de 
Nicaragua”. 
El inicio del nuevo proceso era una actuación anunciada y directamente derivada de la 
interpretación del fallo de 2012, mediante el cual la Corte manifestó que no estaba en 
posición de delimitar la plataforma continental más allá de las 200 millas de la costa 
nicaragüense –como lo había solicitado Nicaragua-, dado que ese país no había podido 
establecer que posee un margen continental que se superponga con la titularidad colombiana 
a una plataforma continental de 200 millas, medidas desde la costa continental de Colombia. 
Adicionalmente, un día antes de cumplirse un año de la denuncia del Pacto de Bogotá 
por parte de Colombia, Nicaragua presentó una nueva demanda, cuya motivación puede 
constituir una consecuencia directa del curso de acción adoptado por el Gobierno colombiano 
tras el fallo de 2012. De este modo, se abrió el curso el contencioso por Presuntas violaciones 
de derechos soberanos y espacios marítimos en el Mar Caribe (Nicaragua c. Colombia)205, 
a través del cual Colombia se convierte en el primer país en ser demandado ante la Corte 
Internacional de Justicia por no cumplir con las obligaciones internacionales derivadas de 
                                                 
204 Corte Internacional de Justicia. Aplicación. (2013, 16 de septiembre). Cuestión de la delimitación de la 
plataforma continental entre Nicaragua y Colombia más allá de las 200 millas de la costa de Nicaragua 
(Nicaragua c. Colombia). 
205 Corte Internacional de Justicia. Aplicación. (2013, 26 de noviembre) Presuntas violaciones de derechos 
soberanos y espacios marítimos en el Mar Caribe (Nicaragua c. Colombia). 
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una sentencia de ese tribunal. En esta demanda, Nicaragua solicita a la corte que “juzgue y 
declare que Colombia está en violación de: 
1- su obligación de no usar o amenazar con hacer uso de la fuerza de acuerdo con el 
Artículo 2(4) de la Carta de las Naciones Unidas y el derecho internacional 
consuetudinario; 
2- su obligación de no violar las zonas marítimas de Nicaragua, como aparecen 
delimitadas en el párrafo 251 del Fallo de la C.I.J. del 19 de noviembre de 2012, así 
como los derechos soberanos y la jurisdicción de Nicaragua en estas zonas;  
3- su obligación de no violar los derechos de Nicaragua bajo el derecho internacional 
consuetudinario, tal como aparece reflejado en las Partes V y VI de la Convención de 
las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar;  
4- y que, en consecuencia, Colombia está obligada a cumplir con el Fallo del 19 de 
noviembre de 2012, a eliminar las consecuencias legales y materiales de sus hechos 
ilícitos internacionales, y pagar una total reparación por el daño causado por esos 
actos.  
De este modo, Colombia se encuentra nuevamente ante la Corte Internacional de Justicia 
y respondiendo nuevamente ante dos procesos internacionales directamente derivados del 
fallo de 2012 y de las acciones adoptadas como respuesta a este. Ante este nuevo escenario, 
el Gobierno nacional ha decidido presentar excepciones preliminares sobre la jurisdicción de 
la Corte para conocer de estas demandas. A continuación se enuncian las cinco excepciones 
preliminares presentadas por Colombia para la demanda sobre  las presuntas violaciones de 
derechos soberanos y espacios marítimos en el Mar Caribe, ya que los procedimientos 
escritos y orales refieren a numerosas acciones que tuvieron lugar durante el periodo 
estudiado, lo cual brinda ocasión para el análisis de la posibles consecuencias de las 
actuaciones del Gobierno colombiano con respecto a recurrir a la Corte Constitucional: 
Primera excepción preliminar: la Corte no tiene jurisdicción bajo el Artículo XXXI del 
Pacto de Bogotá porque el aviso de la denuncia del Pacto por parte de Colombia fue 
transmitido al Secretario General de la OEA el 27 de noviembre de 2012. El párrafo segundo 
del artículo LVI –que regula la denuncia del Pacto- establece que “la denuncia no tendrá 
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efecto alguno sobre los procedimientos pendientes iniciados antes de transmitido el aviso 
respectivo”, lo que conforme la interpretación realizada por Colombia “durante el año 
siguiente a la transmisión de la notificación de la denuncia no podrá iniciarse ningún 
procedimiento nuevo, incluyendo los judiciales”206. 
Segunda excepción preliminar: “no existía ninguna disputa entre las dos Partes porque, 
antes de la radicación de la Demanda, Nicaragua no elevó ninguna reclamación o alegato en 
relación con las violación de sus ‘derechos soberanos’ ni con ‘la amenaza o uso de la fuerza’ 
por parte de Colombia, ni con el Decreto 1946 de 2013, que pudieran haber dado lugar a una 
disputa, así como tampoco objeción alguna contra la conducta de Colombia en el área 
marítima relevante.”207 
Tercera excepción preliminar: “al momento de la radicación de la Demanda, las Partes 
no eran de la opinión que la supuesta controversia ‘[no podía] ser resuelta por negociaciones 
directas a través de los medios diplomáticos usuales’, tal como lo requiere el Artículo II antes 
de someter una disputa a los procedimientos de solución de controversias previstos en el 
Pacto”208. 
Cuarta excepción preliminar: la corte no tiene “jurisdicción inherente” para pronunciarse 
sobre las acciones requeridas por sus fallos, sobre la cual Nicaragua pueda basarse ante el 
desvanecimiento de la jurisdicción bajo el pacto de Bogotá209 
Quinta excepción preliminar: la corte no tiene jurisdicción post-adjudicativa o de 
ejecución ya que la ejecución se le asigna de manera expresa al Consejo de Seguridad, tanto 
por la Carta de Naciones Unidas, como por el Pacto de Bogotá210 
                                                 
206 Corte Internacional de Justicia. Excepciones preliminares presentadas por el Gobierno de Colombia. (2014, 
19 de diciembre).  Presuntas violaciones de derechos soberanos y espacios marítimos en el Mar Caribe 
(Nicaragua c. Colombia). Párrafo 3.17. 
207 Ibíd., Cit. párrafo 4.1. 
208 Ibíd. Cit. Párrafo 4.1 
209 Ibíd. Cit. Párrafo 5.1 
210 Ibíd. Cit. párrafo 6.3 
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La presentación de excepciones preliminares le brinda a Colombia espacio para dilatar 
esos nuevos contenciosos. Sin embargo, las nuevas demandas introducen dinámicas que 
complejizan inmensamente la posición del Gobierno colombiano. Además del rechazo 
interno al fallo de la Corte Internacional de Justicia y las obligaciones que le son exigibles al 
Gobierno nacional para la aplicación del fallo derivadas de la  Sentencia de la Corte 
Constitucional,  Nicaragua tiene nuevos incentivos para no negociar con Colombia. Por un 
lado, tiene la posibilidad de un nuevo proceso que, de resultarle favorable, implicaría el 
reconocimiento de mayores espacios marítimos. Por el otro, la Corte Internacional de Justicia 
podría manifestar que Colombia no está cumpliendo con sus obligaciones internacionales 
derivadas del fallo y, eventualmente, allanar el camino para que Nicaragua acuda, con más 
argumentos, por ejemplo al Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. 
De esta forma, la primacía que tuvieron las dinámicas internas sobre las consecuencias 
internacionales que podrían derivarse de las acciones del Gobierno de Colombia con respecto 
al fallo de la Haya comenzaron a pasar su cuenta de cobro. 
No puede dejar de mencionarse un aspecto para el cual fallo de la Corte Constitucional 
le ha resultado de utilidad al Gobierno: la defensa en el caso de incumplimiento presentado 
por Nicaragua y que actualmente se abre paso en la Corte Internacional de Justicia. Si bien 
aún el contencioso se encuentra en la etapa objeciones a la jurisdicción de la Corte, Colombia 
dedica numerosos párrafos del documento de excepciones preliminares para rebatir el 
argumento de Nicaragua de que Colombia ha tomado la decisión de no cumplir el fallo 
proferido el 19 de noviembre.  Al hacerlo, se hacen numerosas referencias a la Sentencia C-
269/14 de la Corte Constitucional, particularmente a los apartados en los que se menciona la 
obligatoriedad de cumplir el fallo.  
Así se evidencia desde los mismos párrafos introductorios del documento, en los que se 
destaca que “Colombia acepta que el Fallo le es vinculante bajo el derecho internacional. La 
Corte Constitucional de Colombia adoptó la misma posición en su decisión de 2 de mayo de 
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2014.”211.  Asimismo, se sostiene el argumento de que Colombia honra sus obligaciones 
internacionales soportándolo en la sentencia del principal tribunal nacional: “lo cierto es que 
Colombia nunca ha tomado la decisión de no cumplir con el Fallo, a pesar de la decepción 
de algunos sectores del electorado en Colombia frente algunas partes de éste. Por el 
contrario, tantos sus más altos funcionarios como su más alta corte (la Corte Constitucional) 
han hecho claro que el Fallo es vinculante bajo el derecho internacional”212 [cursivas fuera 
del texto original]. 
Es muy diciente que Colombia haya destinado 8 párrafos del documento de excepciones 
preliminares –documento que debe concentrarse en el carácter preliminar de objetar la 
jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia para conocer del caso- para abordar lo 
dispuesto por su Corte Constitucional con respecto a la aplicación del fallo. Es más revelador 
aún que las disposiciones constitucionales y la sentencia de la Corte sean utilizadas como 
contextualización de la conducta del Ejecutivo y se orienten a desvirtuar el alegado 
incumplimiento planteado por Nicaragua. 
De este modo, con respecto a las declaraciones de altos funcionarios, en el documento se 
argumenta: “el Presidente de Colombia y la Ministra de Relaciones Exteriores se han referido 
de manera consistente a las complejidades involucradas en la aplicación del Fallo; bajo el 
derecho constitucional colombiano, los límites deben ser regulados mediante tratados.”213 Al 
mismo tiempo, describe el recurso del Gobierno a la Corte Constitucional de la siguiente 
forma: “en búsqueda de orientación jurídica, el Presidente de Colombia refirió ante la Corte 
Constitucional la cuestión de la constitucionalidad de la Ley 37 de 1961, que incorporó el 
Pacto de Bogotá en la legislación nacional, así como el interrogante sobre si los Artículos 
                                                 
211 Corte Internacional de Justicia. Excepciones preliminares presentadas por el Gobierno de Colombia. (2014, 
19 de diciembre).  Presuntas violaciones de derechos soberanos y espacios marítimos en el Mar Caribe 
(Nicaragua c. Colombia). Párrafo 1.7. 
212 Ibíd. Cit. Párrafo 2.24. 
213 Ibíd. Cit. Párrafo 2.39. 
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XXXI y L del Pacto de Bogotá entraban en contradicción con los Artículos 3, 9 y 101 de la 
Constitución.”214 
Es de destacar que la acción de recurrir a la Corte Constitucional se presenta a modo de 
solicitud de concepto consultivo –que no es la naturaleza del control de constitucionalidad-, 
con una motivación puramente jurídica. Evidentemente, ante un proceso judicial contra el 
país no debería presentarse en modo distinto. Rayaría en lo absurdo incluir en un documento 
de esta naturaleza hechos que podrían ser tomados por la Corte contra los intereses de 
Colombia, como el que el Ejecutivo mismo solicitó la declaratoria de inexequibilidad de las 
normas demandadas y, por extensión, de la sentencia de la Corte Internacional de Justicia.  
Sin embargo, tras el análisis extenso que se ha realizado sobre la conducta y motivaciones 
del Ejecutivo para recurrir a la Corte Constitucional, se demuestra cómo la Sentencia de la 
Corte obró como mecanismo de lavado para esas actuaciones.  No sorprende entonces que, 
con respecto a la sentencia de la Corte Constitucional, el documento de excepciones 
preliminares presentado por Colombia concluya que “la decisión del más alto órgano judicial 
en Colombia, a quien se le confió la interpretación de la Constitución, demuestra que 
Colombia no es un Estado cuya política sea una de no cumplimiento de sus obligaciones 
internacionales. El requerimiento de que un fallo internacional debe ser implementado por 
medio de un tratado es producto de la relación constitucional entre el derecho internacional 
y nacional en un sistema dualista. Es indicativo del cumplimiento, no del incumplimiento – 
como Nicaragua pretende argumentar”215. 
Vale la pena destacar la paradoja que se presentó. Un fallo de la Corte Constitucional en 
el sentido de la ponencia que fue filtrada o que hubiera acogido las pretensiones del Gobierno, 
habría sido muy favorable para el Ejecutivo en su manejo interno y electoral, pero habría sido 
nefasto para la afrontar el proceso por incumplimiento en la Corte Internacional de Justicia. 
Nicaragua podría haber encontrado argumentos en el fallo de la Corte Constitucional dando 
su anuencia al desacato, para fundamentar demanda contra Colombia. El sentido final de la 
                                                 
214 Ibíd. Cit. Párrafo 2.40. 
215 Ibíd. Cit. Párrafo 2.48. 
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sentencia  de la Corte Constitucional -que resultó cierto revés para las pretensiones del 
Gobierno- terminó constituyendo un argumento importante para Colombia ante este proceso 
en La Haya, ya que le permite mostrar al aparato estatal funcionando para dar cumplimiento 
al fallo del tribunal internacional.  
No obstante lo anterior, resultaría incompleto el análisis sobre la utilidad de la sentencia 
de la Corte Constitucional en el proceso por incumplimiento, sin tener presentes las 
reacciones de Nicaragua a los argumentos de Colombia. La revisión de las observaciones 
escritas y los alegatos orales presentados por ese país como respuesta a las excepciones 
preliminares presentadas por Colombia permite identificar la forma cómo fueron 
interpretadas las acciones del Gobierno colombiano por Nicaragua. 
Es preciso iniciar resaltando que, para la fecha de la introducción de la demanda contra 
Colombia por incumplimiento (26 de noviembre de 2013), Nicaragua tenía pleno 
conocimiento de la demanda presentada por el Gobierno de Colombia ante la Corte 
Constitucional. Asimismo, durante gran parte de los procedimientos escritos y orales de la 
fase de excepciones preliminares ya se conocía el contenido de la Sentencia del Tribunal 
Constitucional. En ese sentido, en su memoria, Nicaragua le solicita a la Corte que declare 
que Colombia debe “en la medida de lo posible restablecer la situación al status quo ante, en 
cuanto a […] asegurar que la decisión tomada por la Corte Constitucional de Colombia el 2 
de mayo de 2014 o por cualquier otra autoridad nacional no obstruya el cumplimiento del 
fallo de la Corte de 19 de noviembre de 2012.”216 
Con respecto a los procedimientos colombianos ante la Corte Constitucional, Nicaragua 
plasmó con claridad el sentido con el que el Ejecutivo había recurrido a esa instancia. En las  
Observaciones Escritas de Nicaragua a las Excepciones Preliminares Presentadas por 
Colombia, se expresa que “el Presidente Santos alegó que el Pacto era inconstitucional 
porque permitía la modificación de los límites de Colombia, por medio de una sentencia de 
                                                 
216 Corte Internacional de Justicia. Observaciones escritas de Nicaragua a las excepciones preliminares 
presentadas por Colombia. (2015, 20 de abril). Presuntas violaciones de derechos soberanos y espacios 
marítimos en el mar caribe (Nicaragua c. Colombia). Párrafo 1.2.  
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esta Corte sin un tratado.”217 Y fue mucho más directa durante los alegatos orales: “Este no 
es el Gobierno de Colombia facilitando el camino para adoptar un tratado que implemente el 
fallo de la Corte. La solicitud es por una sentencia en el sentido que los artículos XXXI y L 
del Pacto de Bogotá son inconstitucionales e inaplicables […] ¿Cómo debía interpretar 
Nicaragua esa movida?  ¿Es una consulta interesante del estatus constitucional de lo que 
Colombia denomina la lex specialis o es  una movida para resistirse a la implementación del 
fallo?”218. 
También resulta relevante observar cómo Nicaragua se vale de los procedimientos del 
Presidente Santos ante la Corte Constitucional para refutar la tercera excepción preliminar 
presentada por Colombia referente a que al momento de la radicación de la demanda, las 
Partes no consideraban que la supuesta controversia no podía ser resuelta por negociaciones 
directas. Nicaragua cita numerosas declaraciones del Presidente y de la Canciller sobre no 
adelantar ninguna acción hasta tanto se conociera el pronunciamiento de la Corte 
Constitucional.  
De este modo concluye que “es claro, entonces, que en espera de la decisión de la Corte 
Constitucional, Colombia opinaba que una negociación ni siquiera era posible, mucho menos 
que pudiera tener éxito.”219 Y añade, “la pendencia de los procedimientos ante la Corte 
Constitucional durante los cuales Colombia dejó claro que no se haría ‘ninguna acción, en 
ninguna dirección’, obliga a llegar a la conclusión que a partir de la fecha crítica, Colombia 
era de la opinión que una negociación no era posible.”220     
                                                 
217 Ibíd. Cit. Párrafo 4.41.  
218 Corte Internacional de Justicia. Segunda ronda de alegatos orales: Intervención de Nicaragua.  (2015, 2 de 
octubre). Presuntas violaciones de derechos soberanos y espacios marítimos en el mar caribe (Nicaragua c. 
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219 Corte Internacional de Justicia. Observaciones escritas de Nicaragua a las excepciones preliminares 
presentadas por Colombia. (2015, 20 de abril). Presuntas violaciones de derechos soberanos y espacios 
marítimos en el mar caribe (Nicaragua c. Colombia). Párrafo 4.46.  




De este modo, a pesar de la utilidad aparente del fallo de la Corte Constitucional para 
justificar el proceder del Gobierno colombiano, Nicaragua también tuvo espacio para 
neutralizar el efecto lavado con el que fueron presentadas las acciones de Colombia con 
posterioridad al fallo, y para poner en duda las motivaciones exclusivamente jurídicas por las 
que Colombia habría recurrido a su máximo tribunal nacional.  
Aún es muy pronto para definir la utilidad que el haber recurrido a la Corte Constitucional 
le implicó a Colombia en su estrategia de defensa para este caso. Una primera luz podrá verse 
en el fallo que profiera la Corte Internacional de Justicia sobre las excepciones preliminares 
presentadas, en el que podría pronunciarse sobre esa actuación del Gobierno colombiano, 





El contenido orgánico de la Constitución Exterior de Colombia, introducido por la Carta 
de 1991, estableció reglas de procedimiento y competencias que determinaron una mayor 
participación de otros órganos del Estado y de la sociedad en la definición, implementación, 
ejecución y rendición de cuentas de la política exterior. En este proceso, la Corte 
Constitucional fue investida de la potestad de realizar el control de constitucionalidad a las 
leyes aprobatorias de tratados internacionales y a estos mismos, para su incorporación en el 
ordenamiento jurídico interno.  
Ante la incongruencia entre las nuevas disposiciones constitucionales y algunas 
obligaciones internacionales derivadas de instrumentos perfeccionados con anterioridad a la 
promulgación de la Constitución de 1991, la naciente Corte Constitucional pronto se vio 
obligada a revisar su competencia para pronunciarse sobre la exequibilidad de esos tratados, 
y dirimir la tensión entre las disposiciones constitucionales y la obligación de honrar las 
obligaciones internacionales. Tras una importante evolución jurisprudencial, la posición de 
la Corte Constitucional se ha decantado hacia una aproximación monista moderada, con 
prevalencia del derecho interno. De este modo, la Corte ha tomado la línea de pronunciarse 
sobre la constitucionalidad de las leyes aprobatorias de tratados perfeccionados antes de 1991 
que le sean impugnadas, planteando el deber a las autoridades políticas –en los casos en los 
que se declare la inexequibilidad- de modificar el compromiso internacional para ajustarlo a 
la Constitución, o de reformar la Constitución para adecuarla a las obligaciones 
internacionales. 
Esta posición de la Corte Constitucional tuvo como motivación construir un mecanismo 
de articulación entre la supremacía de la Constitución y las obligaciones internacionales del 
Estado, de modo que se facilitara la visibilización de las incongruencias entre estas y se 
adelantaran las acciones necesarias ante el derecho internacional y el derecho interno, 
encaminadas a poner fin a las discrepancias entre ambos.  
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El fallo de la Corte Internacional de Justicia del 19 de noviembre de 2012 sobre el 
Diferendo Marítimo y Territorial entre Nicaragua y Colombia, definió la soberanía de 
Colombia sobre la totalidad de islas, islotes y cayos que componen el archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina. Al mismo tiempo, definió el curso de la delimitación 
marítima entre ambos Estados, tras encontrar desde 2007 que el meridiano 82 –defendido por 
Colombia como frontera marítima- se limitaba a ser una línea de referencia.  
La decisión de la Corte Internacional de Justicia no tuvo buen recibo en Colombia. La 
discreta comunicación de los alcances del fallo de 2007, en el cual la Corte declaró la 
inexistencia de una delimitación marítima, sumada a la brecha resultante entre el espacio 
marítimo adjudicado a Colombia en comparación con lo que el país se había atribuido 
unilateralmente desde 1969, se cristalizaron en un sentimiento de fuerte rechazo a la 
sentencia en la opinión pública.  
Este duro golpe de opinión se complejizó con el escenario electoral en el cual se 
encontraba Colombia, con el agravante de contar con un gobierno que aspiraba a ser 
reelegido. El ambiente político interno entró entonces a ser un aspecto fundamental en las 
consideraciones del Gobierno, que permeó todo el proceso de respuesta al fallo de la Corte 
de La Haya. Colombia se encontraba en un escenario difícil de tensión entre las obligaciones 
internacionales derivadas del fallo de la Corte Internacional de Justicia y las dinámicas 
internas, caracterizadas por un contexto electoral y un “sentimiento nacional’ herido”. 
El principio de derecho de los tratados pacta sunt servanda, el Estatuto de la Corte 
Internacional de Justicia, la Carta de las Naciones Unidas y el mismo Pacto de Bogotá, son 
instrumentos internacionales en los que se establece claramente, y sin lugar a argumento en 
contra, la obligatoriedad de la sentencia de la Corte Internacional de Justicia para Colombia 
y la obligación que le implica de acatar y darle cumplimiento. Al tiempo, la Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados establece la proscripción de invocar normas de 
carácter interno para sustraerse al cumplimiento de una obligación internacional. 
De este modo, ante el derecho internacional no existe ningún espacio que permitiere al 
Gobierno colombiano eximirse de las obligaciones derivadas del fallo de la Corte 
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Internacional de Justicia sin comprometer la responsabilidad internacional del Estado. Este 
es un aspecto del cual el Gobierno nacional ha debido estar advertido y tener presente para 
definir el curso de acción en respuesta al fallo. No obstante, el acatamiento de la sentencia, 
como cualquier movimiento indicativo de su aceptación, supondría un impacto mayúsculo 
para un Gobierno con aspiraciones reeleccionistas y sería altamente capitalizado por la 
oposición más recalcitrante. 
El contexto era sumamente complicado: honrar las obligaciones internacionales no era 
favorable a nivel interno, mientras que soslayarlas o posponer las acciones para su 
cumplimiento resultaba, además de popular a nivel nacional, electoralmente beneficioso. La 
decisión de política exterior que el Gobierno debía tomar como respuesta al fallo implicaba 
elevados costos para un gobernante en ejercicio, principalmente si él mismo asumiría las 
consecuencias de su decisión en las urnas. 
Un contexto como el que se presentó resultó propicio para la implementación de 
subterfugios en la definición de acciones de política exterior colombiana, como lo son el 
lavado y buck-passing. A través del primero, se busca recurrir a un mecanismo o institución 
con miras a hacer parecer más aceptable una decisión que, de otro modo, resultaría 
elevadamente costosa o sería considerada inaceptable. El buck-passing, por su lado, tiene 
como objetivo abstraerse de tomar una decisión impopular o elevadamente costosa cediendo 
–total o parcialmente- la responsabilidad de la toma de esa decisión en otra institución. 
La Corte Constitucional constituye, en el andamiaje orgánico de la Constitución exterior 
colombiana, una institución que cumple con características para facilitar dinámicas de lavado 
y buck-passing, por cuanto: 
1. Existe un mecanismo jurídico a través del cual es posible recurrir a la  Corte 
Constitucional para impugnar la constitucionalidad de leyes aprobatorias de tratados 
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internacionales perfeccionados con anterioridad a la promulgación de la carta 
política.221    
2. Su jurisprudencia ha privilegiado la adopción de la tesis monista moderada, con 
preponderancia del derecho constitucional, lo cual condiciona la aplicación de 
obligaciones internacionales que sean evaluadas como contrarias a la Carta Magna. 
3. Además de ser el principal tribunal del país, sus pronunciamientos son sujetos de 
especial prestigio y legitimidad, al tiempo que goza de la autonomía necesaria para 
tomar decisiones percibidas como al margen de las dinámicas políticas. 
4. El andamiaje institucional  permite que el Ejecutivo recurra a la Corte Constitucional 
para que valide una decisión que ya ha sido tomada desde el espectro político. 
Para el caso de la providencia de la Corte Internacional de Justicia, la línea discursiva 
que manejó el Ejecutivo colombiano, desde la alocución presidencial del día en el que fue 
proferido el fallo, se edificó con base en la disposición constitucional del artículo 101, 
referente a la modificación del territorio nacional, y a los alegados inconvenientes que esta 
representaría para implementar el fallo de la Corte Internacional de Justicia. 
La primera acción del Gobierno fue denunciar el Pacto de Bogotá, mecanismo a través 
del cual se consentía la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia. Los efectos de esta 
denuncia son nulos con respecto al fallo proferido. La decisión se orientó a desligarse de la 
jurisdicción hacia el futuro y evitar ser sujeto de nuevas demandas por parte de Nicaragua. 
Ahora bien, debe reconocerse que, de considerarse que la denuncia era un mecanismo para 
blindarse de las pretensiones nicaragüenses, esta debió haber tenido lugar mucho tiempo 
atrás, en la génesis del diferendo.  
  Tras diez meses de análisis y revisión de los múltiples conceptos solicitados a expertos 
jurídicos nacionales e internacionales, el Gobierno anunció lo que constituiría la estrategia 
de respuesta al fallo. El primer componente de esta estrategia consistió en continuar 
sosteniendo la tesis sobre su inaplicabilidad con base en el artículo 101 de la Constitución 
                                                 
221 Este mecanismo sólo ha sido utilizado para leyes aprobatorias de tratados internacionales perfeccionados 
con anterioridad a la promulgación de la Constitución, toda vez que las posteriores son sujetas del control de 
constitucionalidad previo, automático e integral.  
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Política, según el cual, los límites del territorio colombiano únicamente pueden ser 
modificados por un tratado.  Esta decisión del Gobierno se fundamentó en motivaciones, 
evaluaciones e intereses políticos que procedían de la coyuntura derivada del fallo y relegó a 
un segundo plano las consecuencias internacionales que este curso de acción podría 
representar. El Gobierno optó por la decisión política de privilegiar las disposiciones internas 
y presentarlas a la opinión pública nacional –y a la comunidad internacional- como 
impedimentos para el acatamiento de la sentencia.  
Es así como utilizando el andamiaje orgánico provisto en la Constitución y perfeccionado 
a través de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el Presidente de la República recurrió 
a este alto tribunal demandando por inconstitucionalidad la Ley 37 de 1961, a través de la 
cual se aprobó el Tratado Americano de Soluciones Pacíficas (Pacto de Bogotá). El 
Presidente solicitó a la Corte declarar inexequibles los artículos XXXI y L, mediante los 
cuales se reglamenta el otorgamiento de jurisdicción a la Corte Internacional de Justicia y la 
obligatoriedad de sus sentencias;  que declarara que los límites de Colombia solamente 
pueden ser modificados a través de un tratado; y, finalmente, le solicitó a la Corte que se 
pronunciase sobre los efectos del fallo de la Corte Internacional de Justicia. 
Una vez evidenciada la motivación de la decisión del Gobierno de argumentar la 
inaplicabilidad del fallo –resultado de los cálculos políticos internos y electorales-, surge el 
interrogante sobre las expectativas del Ejecutivo con respecto a recurrir a la Corte 
Constitucional, advirtiendo que en última instancia no es posible invocar el derecho interno 
para incumplir las obligaciones internacionales. El análisis realizado a lo largo del presente 
trabajo permitió concluir que el curso de acción del Gobierno estuvo encaminado a: 
1. Buscar un sustento jurídico para respaldar la decisión con respecto a las dificultades 
para aplicar el fallo.  Este sustento cristaliza el mecanismo de lavado de la decisión 
política del Gobierno y constituye una herramienta de utilidad tanto para la audiencia 
interna, como para brindar cierto argumento a nivel internacional sobre la voluntad 
de cumplir el fallo y las dificultades normativas para llevarlo a cabo. 
2. Buscar mayor margen de tiempo tanto para identificar y evaluar nuevas alternativas 
jurídicas y políticas al fallo, como para retrasar su aplicación en época electoral. 
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3. Buscar respaldo en otra rama del poder, de modo que se muestren las acciones como 
un tema de Estado, y no como artimañas del Ejecutivo para retraerse de sus 
obligaciones a la luz del derecho internacional. 
4. Compartir la responsabilidad con respecto del curso de acciones adoptadas en 
respuesta al fallo de la Corte Internacional de Justicia, por cuanto al ser sujeto de un 
pronunciamiento de la Corte Constitucional, las acciones propuestas le son 
obligatorias al Gobierno, exonerándolo así de asumir la totalidad de la 
responsabilidad por la toma de una decisión. 
 
No obstante, llevar a cabo acciones de  buck-passing, vinculando a una nueva institución 
autónoma en la toma de una decisión, abre espacio para un elevado nivel de incertidumbre y 
reducción del margen de maniobra del tomador de decisiones principal: el Gobierno, sin 
perjuicio de la eventual capacidad de éste para influir en la decisión final222.  
Por esta razón, la Sentencia C-269/14 de la Corte Constitucional, al definir la 
exequibilidad de las normas demandadas bajo el entendido que los fallos de la Corte 
Internacional de Justicia deben ser incorporados a través de un tratado y los demás 
argumentos presentados en su sección motivada –como la obligación de adelantar procesos 
de consulta previa y la proscripción de la fragmentación del archipiélago-, han dejado al 
Gobierno en una situación muy difícil con respecto al cumplimiento de sus obligaciones de 
derecho internacional derivadas del fallo. 
A continuación se enuncian las principales consecuencias de la utilización de los 
dispositivos orgánicos de la Constitución de 1991 para la realización de acciones de lavado 
y buck-passing en este caso de política exterior: 
                                                 
222 No es posible determinar de forma objetiva y académicamente rigurosa hasta qué punto el Gobierno nacional 
puede ejercer presión –deforma directa o indirecta- sobre la Corte Constitucional para influir en el resultado 
final de una Sentencia o hasta qué punto este factor podría constituir un incentivo adicional para 
instrumentalizar a este tribunal para realizar acciones de lavado o buck-passing. Sin embargo, es preciso hacer 
referencia a la existencia de esa posibilidad. 
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1. Se impactó negativamente el margen de maniobra y autonomía del Gobierno 
colombiano para adelantar acciones políticas y diplomáticas orientadas a buscar 
alternativas con Nicaragua para menguar los efectos percibidos como negativos del 
fallo.  
2. Se afectó la imagen internacional del país, contradiciendo su principio de apego 
irrestricto al derecho internacional, al transmitir el mensaje de que, ante un fallo que 
es percibido como adverso, no se escatiman esfuerzos para postergar su aplicación e 
incluso cuestionar a la autoridad que lo profirió. 
3. Con la obligación interpuesta por la Corte Constitucional de condicionar la aplicación 
del fallo a su incorporación a través de un tratado, el Gobierno quedó en una situación 
aún más compleja. Quedó imposibilitado para dar cumplimiento efectivo inmediato 
y de buena fe a las obligaciones subsecuentes, al tiempo que sometió el fallo de la 
Corte Internacional de Justicia al azar de las dinámicas políticas internas de ambos 
países.  
4. Adicionalmente, el control de constitucionalidad de un eventual tratado en Colombia 
presenta una complicación adicional para la incorporación del fallo de la Corte 
Internacional de Justicia. En la sentencia, la Corte Constitucional hace referencia a la 
obligación de que el tratado incluya un proceso de consulta previa, al tiempo que 
menciona que del artículo 101 superior también se proscribe la posibilidad de 
fraccionar el archipiélago de San Andrés. De este modo, no es descabellado pensar 
que el examen de constitucionalidad podría ser reprobado. 
De este aspecto también se desprende una ampliación del espectro de acción y 
competencia de la Corte Constitucional en materia de límites, aspecto que no deja de 
ser relevante cuando se encuentra aún pendiente la delimitación marítima en el golfo 
de Venezuela, y cuando el fallo de la Corte Internacional de Justicia también ha 
podido afectar la delimitación con otros Estados. 
5. Al interpretar el fallo como desfavorable para Colombia, y haciendo eco del malestar 
con el que fue recibido a nivel interno, el país no consideró el diálogo franco con 
Nicaragua como una acción de política exterior en el corto plazo. De este modo, las 
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señales enviadas al país vecino reflejaban la voluntad de retrasar la aplicación del 
fallo. 
Esta actitud frente a Nicaragua es la causa indiscutible de que ese país haya 
presentado dos demandas adicionales contra Colombia ante la Corte Internacional de 
Justicia,  convirtiéndolo en el primer país en ser sujeto de una demanda por 
incumplimiento y dándole la posibilidad a la Corte de tomar medidas para hacer 
respetar sus pronunciamientos. 
Adicionalmente, un dialogo inicial con Nicaragua hubiese reducido la factibilidad de 
la presentación de la demanda sobre la plataforma continental extendida o –al menos- 
hubiera podido brindar espacio para dilatar la aplicación del fallo sin exponer la 
responsabilidad internacional del país. 
6. A pesar de que el fallo de la Corte Constitucional tuvo cierto efecto de lavado, 
permitiendo mostrar internacionalmente las acciones del Gobierno como justificadas 
para conciliar las obligaciones internacionales con el ordenamiento jurídico interno, 
sólo hasta que la Corte Internacional de Justicia se pronuncie sobre las excepciones 
preliminares presentadas por Colombia en el caso por incumplimiento, se podrá 
conocer cuán útil y efectiva resultó ser la maniobra. No obstante, debe tenerse 
presente que Nicaragua también presentó su percepción sobre la conducta 
colombiana, mostrándola como jugadas para eludir sus obligaciones. 
 
Las acciones del Gobierno nacional evidenciaron la complejidad intrínseca de responder 
a esta situación, y el carácter problemático de abordar esta encrucijada entre las obligaciones 
internacionales y las dinámicas internas. A juicio de varios analistas las acciones de respuesta 
fueron erráticas, contradictorias y con elevados costos potenciales en la esfera internacional. 
Un reto internacional mayúsculo, como lo es hacer frente a un fallo de esas características, 
fue abordado desde lo nacional y dirigido a satisfacer a las prioridades internas y la opinión 
pública colombiana. Las acciones del Gobierno otorgaron preponderancia a las 
consecuencias electorales –de carácter coyuntural- sobre las internacionales – que son 
permanentes y de largo plazo-. 
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La respuesta al fallo de la Corte Internacional de Justicia demuestra nuevamente la 
limitada consideración que se le otorga a los aspectos internacionales en el acontecer político 
en Colombia. De esto se desprende una dificultad para reconocer, ponderar, asimilar y actuar 
teniendo en consideración las implicaciones internacionales –jurídicas y geopolíticas-  de las 
decisiones tomadas.  
En este sentido, es preciso destacar que la compleja situación en la que se encuentra 
actualmente Colombia con respecto a las nuevas demandas de Nicaragua no es 
exclusivamente atribuible al curso de acción privilegiado por el Gobierno nacional, o al 
menos, sus decisiones no pueden ser consideradas de forma islada o en un vacío político. 
Debe darse especial visibilidad al hecho que el discurso empleado por los estamentos 
políticos, como el Congreso de la República y los partidos políticos,  en el marco del contexto 
electoral interno, constituyeron presiones sobre el Gobierno y favorecieron la radicalización 
del discurso contra el cumplimiento del fallo. 
Igualmente, debe mencionarse el rol de la Corte Constitucional en la configuración de la 
situación actual. La tesis que resultó privilegiada y que fue contenida en su sentencia, si bien 
visibiliza la obligación del Estado de cumplir con sus obligaciones internacionales, terminó   
permitiendo la instrumentalización del tribunal para sustentar las decisiones del Gobierno. 
Asimismo, a pesar de que 3 de los 4 magistrados que salvaron su voto advirtieron las 
consecuencias de proferir una decisión en la que se superpusiera el derecho interno para 
soslayar las obligaciones internacionales, finalmente la lógica interna se impuso, con unas 
implicaciones profundas para proceder con el cumplimiento de buena fe del fallo de la Corte 
Internacional de Justicia.  
Ahora bien, no resulta sencillo aventurarse a prever en qué otros escenarios concretos 
podría recurrirse nuevamente a dinámicas de lavado y  buck-passing de forma tan 
contundente como fue evidenciado en la respuesta del Gobierno colombiano al fallo de la 
Corte Internacional de Justicia. No obstante, queda visibilizada la existencia del mecanismo 
en el componente orgánico de la Constitución Exterior que permite estas conductas.  
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En el caso analizado, la presunta disyuntiva entre el derecho internacional y el derecho 
interno era ocasionada por un tratado perfeccionado con anterioridad a la promulgación de 
la Constitución de 1991 y, por esta razón, procedía la impugnación de la Ley aprobatoria del 
Pacto de Bogotá. En principio, esta situación no podría presentarse para tratados 
perfeccionados con posterioridad a 1991, ya que sus leyes aprobatorias fueron sometidas al 
control previo de constitucionalidad. No obstante, no pueden descartarse escenarios en los 
que la inconstitucionalidad de un tratado sea subsecuente, con ocasión de una reforma 
constitucional que haga incompatibles la nueva norma constitucional con las obligaciones 
internacionales previamente adquiridas. 
De este modo, mientras continúen prevaleciendo tesis que relativicen la obligación de 
honrar de buena fe los compromisos adquiridos –como en las situaciones en las que no sean 
percibidos como favorables-, y ante contextos que impliquen tensión entre el cumplimiento 
de obligaciones bajo el derecho internacional y las dinámicas internas-, el andamiaje 
constitucional existente deja abierta la posibilidad a que conductas de lavado y buck-passing 
vuelvan a tomar forma y constituir practicas emergentes de la política exterior colombiana. 
Sin embargo, el caso analizado permite concluir que recurrir a la Corte Constitucional, o 
involucrar a otra institución del andamiaje orgánico de la constitución, para llevar a cabo este 
tipo de conductas tiene unas implicaciones que deben ser consideradas por los tomadores de 
decisiones de política exterior.  
Adicionalmente, del análisis realizado se evidencia la importancia de que el Ministerio 
de Relaciones Exteriores fortalezca decididamente la Dirección de Asuntos Jurídicos 
Internacionales y la Coordinación de Asuntos ante la Corte Internacional de Justicia, 
componiéndolos de abogados, diplomáticos y académicos de notables capacidades para 
evitar continuar poniendo al país en situaciones de vulnerabilidad jurídica. En este mismo 
sentido, sería especialmente valioso adelantar un ejercicio juicioso de revisión de los tratados 
perfeccionados con anterioridad a la Constitución de 1991, esto con el propósito de 
identificar las disposiciones que resulten contrarias a la Constitución y proceder con las 
acciones correspondientes para su acoplamiento con la Carta Política.  
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Con respecto a la compleja situación en la que se encuentra Colombia con respecto sus 
obligaciones internacionales y los dos nuevos contenciosos que se abren paso en La Haya, 
sería aconsejable que el Gobierno nacional reconsidere el curso de acción elegido y 
reflexione sobre la conveniencia de acercarse a Nicaragua. No debe perderse de vista que la 
necesidad de negociar un tratado es de Colombia –ya que ha sido obligado a hacerlo por parte 
de la Corte Constitucional-. Mantener una relación distante con Nicaragua cierra las 
posibilidades a la negociación, al tiempo que disminuye las probabilidades de buscar 
alternativas que permitan una aplicación más favorable de la sentencia, así como lograr 
acuerdos en asuntos claves para Colombia como seguridad, medio ambiente y pesca. 
Debe advertirse que el fallo de la Corte Internacional de Justicia determinó que 
Quitasueño era sujeto de apropiación a pesar de que únicamente 70 cm emergen a plenamar. 
No es descabellado pensar que por efectos del cambio climático QS32 deje de emerger y la 
posición de negociación de Colombia se debilite con el tiempo.  
El dialogo con Nicaragua es también una forma de buscar hacer frente a la nueva 
demanda sobre una plataforma continental extendida, que de tener éxito, pudiese persuadir 
sobre el retiro de la demanda223. Esto no obstante requeriría de un esfuerzo muy notable para 
revertir la prevención de los nicaragüenses derivados de los gestos inamistosos que el 
Gobierno colombiano ha transmitido tras el fallo del 19 de noviembre de 2012, sumado a las 
expectativas de éxito con las que ese país cuente de la demanda referente a la delimitación 
de la plataforma continental extendida.  
Es procedente plantear una reflexión final con base en  una columna de la Ministra  María 
Ángela Holguín del 24 de junio de 2015, con respecto a la situación generada con Venezuela 
con ocasión de la expedición por parte de ese país del Decreto 1787 del 26 de mayo de 2015 
referente a la creación de zonas de Defensa Integral Marítima e Insular que abarcaba aguas 
                                                 
223 Mediante el diálogo, Colombia y Ecuador pudieron llegar a un acuerdo para que este último retirara la 
demanda que había instaurado ante la Corte Internacional de Justicia en 2008 contra Colombia por el 
esparcimiento aéreo de glifosato en la zona de frontera. Ecuador procedió con el retiro de la demanda en el año 
2013. Ver Corte Internacional de Justicia, Comunicados de Prensa, (2013, 17 de septiembre), Esparcimiento 
aéreo de herbicida (Ecuador c. Colombia). 
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en litigio con Colombia. En ese escrito, la Canciller justificó la protesta del Gobierno 
colombiano como basada “en el hecho objetivo de que con la expedición del decreto 
Venezuela está infringiendo una norma del derecho internacional. Las acciones unilaterales 
en la delimitación marítima cuando hay Estados vecinos que también tienen derechos y 
reivindicaciones no son válidas en el derecho internacional. Las delimitaciones deben hacerse 
obedeciendo las normas internacionales.”224  
Al respecto, queda en evidencia la utilización, por parte del Gobierno, de un doble rasero 
para evaluar acciones similares. La crítica e indignación por las actuaciones del Gobierno 
venezolano y su razonamiento con respecto a la realización de acciones inaceptables a la luz 
del derecho internacional, son igualmente aplicables –incluso en mayor medida- al accionar 
del Gobierno colombiano tras el fallo de la Corte Internacional de Justicia frente a Nicaragua.  
Esta investigación ha constituido un esfuerzo por contribuir al conocimiento, 
comprensión y valoración de algunas dinámicas de la política exterior colombiana. La 
identificación del lavado y buck-passing como prácticas que tienen cabida en el andamiaje 
constitucional colombiano y la evidenciación de su utilización en la respuesta del Gobierno 
de Colombia al fallo de la Corte Internacional de Justicia, representan un valioso aporte en 
ese sentido. Estas prácticas identificadas como emergentes no son per se necesariamente  
negativas.  Su existencia las ponen a disposición de los tomadores de decisiones de la política 
exterior.  No obstante, siempre resulta fundamental realizar una valoración concienzuda de 
las implicaciones que su utilización puede conllevar, conforme lo realizado a lo largo del 
presente trabajo. 
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Entrevista a Julio Londoño225 
Jorge Andrés Osorio Betancur (J.A.O.B.): Bueno, me encuentro con el profesor Julio 
Londoño Paredes, un honor nuevamente estar aquí en esta entrevista, un honor poder contar 
con su contribución para mi investigación. Ex canciller, ex embajador en prácticamente todos 
lados, profesor, muchísimas gracias por recibirme. Y como le estaba comentando un poco 
ahorita ya le contextualicé un poco sobre cuál es el tema de mi tesis y quisiera comenzar 
preguntándole: ¿Cuál considera usted que fue en principio fue objetivo del constituyente 
de otorgarle a la Corte Constitucional el rol de control de constitucionalidad sobre los 
tratados internacionales y las leyes aprobatorias de los tratados ? 
Julio Londoño Paredes (J.L.P.): Bueno, ese fenómeno se empezó a dar de tiempo atrás. Yo 
creo que tuvo un aspecto fundamental, con ocasión del tratado con los Estados Unidos sobre 
extradición, en la época de Pablo Escobar. La Corte Constitucional, más bien, la Corte 
Suprema de Justicia, que era la que tenía el control constitucional de los tratados siempre 
había venido señalando como doctrina fundamental que se inhibía cuando se presentaban 
demandas por parte de particulares, contra un tratado en un momento determinado, contra 
una acción que implicara un compromiso internacional con otro Estado. 
Esa fue la posición tradicional de la Corte Suprema de Justicia, y en general de los tribunales 
colombianos, porque en algunos casos hubo demandas al Consejo de Estado también.  
Entonces esa era la línea. Sin embargo, hubo un momento en que esa doctrina se modificó y 
pasó a otra posición señalando: La Corte Suprema de Justicia no se puede pronunciar sobre 
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los tratados internacionales en sí mismos, pero si se puede pronunciar sobre la Ley 
aprobatoria de los mismos. Todo eso es antes de la Constitución del 91. 
Entonces la doctrina de la Corte se modificó en ese sentido. En la Constitución del 91 se 
estableció ya formalmente la función de la nueva Corte Constitucional, para efectos de 
verificar la constitucionalidad de los tratados internacionales. Especialmente la diferencia 
consiste en que los tratados internacionales una vez que sean concertados por el Estado 
mismo, y tengan la aprobación del Congreso –esa era la línea general-, pues obligaban al 
Estado de todas maneras en el momento de hacer el canje el instrumento de la ratificación. 
Eso se modificó y paso a una instancia previa, que era la Corte Constitucional, recién creada. 
Pero la Corte Constitucional siempre tendría necesariamente que basarse en las leyes 
aprobatorias de los tratados, y no en el tratado mismo. Porque una Corte Constitucional o una 
Corte Suprema de Justicia, o como se llame en cualquiera parte del mundo, no puede entrar 
a señalar si un tratado es o no constitucional en sí mismo. Lo que puede entrar a señalar es si 
la disposición correspondiente esta ceñida o no a la Constitución Nacional.  
Si en un momento determinado el tratado correspondiente, es inconstitucional per se, la 
responsabilidad la tiene el Ejecutivo, que es otra cosa. Entonces el Ejecutivo debe asumir, o 
debía asumir, la responsabilidad por haber concertado un tratado que era inconstitucional. En 
ese caso, la instancia que tenía el Estado, era simplemente no perfeccionar el tratado. Es 
decir, no realizar el canje de los instrumentos de ratificación, o no depositar el instrumento 
de ratificación si era un tratado de carácter multilateral. Eso es en principio la cosa, el origen.  
J.A.O.B.: Gracias profesor. ¿Tiene usted conocimiento de otros modelos constitucionales 
en los cuales la Corte tenga un papel en la política exterior? 
J.L.P.: No son muchos los países que tienen disposiciones de ese tipo. En todos los casos 
está la norma sobre el control constitucional, en general. Pero no todos los países. Son muy 
pocos los que tienen esa posibilidad de tener la Corte Constitucional en ese sentido. 
J.A.O.B.: Gracias profesor, Desde la promulgación de la Constitución del 91, la Corte debió 
analizar en múltiples ocasiones su competencia para revisar leyes aprobatorias de tratados 
internacionales perfeccionados con anterioridad a la nueva carta política. Este se ha 
  
 
decantado por sentencia C-400/98 a través de la cual la Corte logró un equilibrio que ha 
permitido el mantenimiento de la competencia para revisar leyes aprobatorias de tratados 
perfeccionados, reconociendo la supremacía constitucional en el derecho interno, sin 
desconocer los vínculos jurídicos que obligan al Estado a la luz del derecho internacional, 
los cuales únicamente cesarían a través de los mecanismos correspondientes previstos en ese 
ordenamiento. En términos generales ¿qué opinión le merece que la Corte se haya 
adjudicado esta competencia? 
J.L.P.: Bueno, yo creo que a pesar que hace unas décadas eso se consideraba absurdo, porque 
era el Congreso el que debía definir, en última instancia, si estaba ceñido o no a la 
constitución un tratado internacional, eran mucho más fluida las cosas. Con la inclusión de 
la competencia de la Corte Constitucional se demora mucho más el proceso. Y se han 
presentado en varias oportunidades dificultades e inconvenientes en ese sentido, cuando el 
Ejecutivo y el Congreso mismo han aprobado un tratado internacional y en última instancia 
la Corte Constitucional señala que la ley aprobatoria correspondiente no es constitucional. 
Entonces para esos efectos, se ven obligados, en momentos determinados a someter otra vez 
el tratado al Congreso, o a tomar otro tipo de acciones. De todas maneras, se demora el 
trámite, pero no creo que sea una cosa traída de los cabellos. 
J.A.O.B.: Vinculado con ese tema, ¿qué implicaciones en política exterior, le ve usted a 
esta competencia? 
J.L.P.: Simplemente que el Gobierno tiene que tener mucho cuidado en el momento de, 
primero de suscribir, y luego de la presentación al Congreso de una tratado internacional para 
su aprobación. A veces se han cometido errores, en ese sentido. Creo que se presentó aún, o 
recientemente con respecto a la Alianza para el Pacífico, entre otras cosas. 
Entonces hay que tener un especial cuidado en ese sentido, yo creo que lo único que se 
presenta ahora sobre el particular. Hay que hacer el estudio, no solo desde el punto de vista 
bilateral, sino también con respecto a la normativa interna del Estado 
J.A.O.B.: Gracias profesor, ahorita entrando un poco ya en el análisis de caso que estoy 
haciendo, que es la respuesta del Gobierno nacional al fallo de la Haya, quisiera conocer su 
  
 
análisis y su impresión sobre las acciones del Gobierno nacional cómo respuesta al fallo 
del 12 de Noviembre.  
J.L.P.: La primera cosa, es que los fallos de los tribunales internacionales, especialmente de 
la Corte Internacional de Justicia, son fallos definitivos e inapelables. No hay ninguna otra 
instancia, en ninguno de los países, que pueda entrar a pronunciarse sobre la Corte 
Internacional de Justicia. Si un país no quiere someterse a la jurisdicción obligatoria de la 
Corte Internacional de Justicia, de conformidad con la Carta de Naciones Unidas y el Estatuto 
de la corte, que hace parte de la misma, pues simplemente no adhiere, o denuncia su 
aceptación de la jurisdicción compulsiva de la Corte. 
Pero una vez aceptada la jurisdicción obligatoria de la Corte Internacional de Justicia, en las 
condiciones en que esté fijada esa aceptación. El Estado a priori está aceptando ese fallo y 
no tiene lugar una instancia posterior, para ponerlo en ejecución. Eso no solamente es 
aplicable a los fallos de la Corte Internacional de Justicia, el más alto tribunal del mundo, 
incluso ha sido aplicable tradicionalmente a los arbitrajes de carácter general que se han 
presentado entre los Estados. Si dos Estados, en un momento determinado, escogen un árbitro 
para dirimir una controversia de cualquier clase el fallo que el árbitro o el juez emita es 
obligatorio ipso facto para las partes. 
Se han presentado muy pocos casos en que países han tratado de obstaculizar el cumplimiento 
de un fallo de un juez. Por ejemplo en el caso entre Colombia y Venezuela, como usted sabe, 
la frontera fue definida por el laudo arbitral de 1891.Venezuela desde la expedición del fallo, 
y por más de 20 años trató de resistirse al cumplimiento del fallo, con diferentes pretextos. Y 
en un momento determinado, incluso algunas voces en Venezuela, señalaron que como a 
juicio de ellos el laudo había sido contrario a sus intereses, Venezuela no debía cumplir el 
fallo. O decir, que era las voces de otros, que se debía someter a la aprobación del Congreso 
de Venezuela. Cuando el Gobierno de Venezuela empezó a considerar la posibilidad de 
someter el laudo español a consideración del Congreso, el Gobierno español le advirtió a 
Venezuela que si adoptaba esa medida, de presentar el laudo a consideración del Congreso, 
rompía relaciones inmediatamente, porque el fallo era definitivo inapelable.  
  
 
Con mayor razón sucede en la Corte Internacional de Justicia, entonces ahí no hay instancia 
diferente, que la propia Corte, en un momento determinado, en los casos que están 
establecidos en el estatuto y en el reglamento de la Corte.  
J.A.O.B.: Teniendo en cuenta las acciones posteriores de respuesta del Gobierno, cómo la 
denuncia del Pacto de Bogotá, la incorporación de la Corte Constitucional, la demanda 
posterior a la Ley aprobatoria del tratado. En general ¿cuál es su percepción sobre la cadena 
de acciones que realizó el Gobierno, posterior al fallo de la Haya? 
J.L.P.: Se me hace que el Gobierno de Colombia actuó en una forma acertada y de 
conformidad con el mismo Pacto de Bogotá, al denunciarlo. La cláusula de denuncia está 
establecida en el mismo Pacto. Por lo tanto el omento de denunciar el Pacto de Bogotá, 
Colombia solamente estaba aplicando uno de los artículos que estaba incorporado en eso.  
Lo que creo es que ese Pacto de Bogotá, ha podido denunciarse muchos años atrás, eso es 
otra cosa. Porque ya es una consideración de carácter jurídico de otras características. Pero 
sí creo que Colombia ha debido denunciar el Pacto, muchos años atrás. Por diferentes 
razones, no se hizo, con respecto a la denuncia del Pacto.  
Con respecto a la Corte Constitucional, la cosa es diferente. Porque la demanda que se planteó 
ante la Corte Constitucional, especialmente la demanda presentada por el Presidente de la 
República, cómo ciudadano colombiano a la Corte Constitucional tenía dos condiciones. 
Primero: No es muy lógico, que sea el Presidente de la República, el que presente una 
demanda contra la Ley aprobatoria del Pacto de Bogotá, que eso no es lógico, no conozco 
ningún caso que haya sido el propio Jefe de Estado el que lo hay hecho, pero en fin es un 
ciudadano y como tal, lo hace. Y la segunda cosa, es que se presenta la demanda y se hace 
esa acción, después del fallo de la Corte Internacional de Justicia, entonces eso le quita, 
naturalmente, cualquier peso en algún momento determinado a una decisión de la Corte 
Constitucional en el ámbito internacional. 
Fíjese usted que el fallo de la Corte Constitucional en ese caso, fue sumamente estrecho. Fue 
cinco votos contra cuatro. Y eso que el demandante fundamental era el Presidente de la 
Republica. Según las informaciones que se pueden conocer, el ambiente en la Corte era de 
  
 
abstenerse pronunciarse sobre el particular. Pero en última instancia prevaleció el criterio, 
por un voto, de que se iban a pronunciar, señalando simplemente, como usted sabe un fallo 
muy cuidadoso. Un fallo que entra decir que al modificarse el esquema general de las 
fronteras de Colombia, era necesario que se suscribiera un tratado internacional con 
Nicaragua. No entró a decir, que era lo que se esperaba, lo que esperaba el demandante que 
era el presidente de la Republica, otro tipo de cosas. Decir, por ejemplo, que el hecho de que 
la Corte Internacional de Justicia, hubiera establecido la delimitación que estableció, era una 
cosa que iba contra la Constitución, porque la Constitución señalaba los límites de la 
República de Colombia, y al introducir, la Corte Internacional de Justicia, modificar un límite 
establecido, entonces el fallo mismo estaba violando la constitución.  
Eso no es cierto, y el Gobierno lo sabía perfectamente. ¿De qué se trataba? Se trataba, 
simplemente, de que la Corte por unanimidad, y no solamente por parte de quince jueces, 
sino 23, porque fueron relevados siete de ellos posteriormente, coincidieron en que no había 
una línea de delimitación marítima entre Colombia y Nicaragua. 23 jueces de la Corte 
Internacional de Justicia, de diferentes nacionalidades, de diferentes escuelas jurídicas, de 
diferente raza, de diferente tendencia. Todos coincidieron en una cosa: no hay una frontera 
marítima establecida, como lo decía Colombia. 
Entonces, lo que hizo la Corte fue fijar la frontera, si usted repasa las constituciones 
colombianas todas, a hasta la última, cuando se inició el pleito entre Colombia y Nicaragua, 
que fue, como lo señala la Corte el 12 de Junio de 1969, la constitución vigente en ese 
entonces, era la constitución del 68, la reforma de diciembre del 68. En todos los casos, las 
reformas constitucionales y las constituciones especificaban, tratado por tratado, aquellos 
que establecían las fronteras con los demás Estados. Pero en ninguna parte, ni en la 
Constitución vigente en el momento, ni hacia atrás figura que hay una frontera con 
Nicaragua. Nunca se dice que hubo una frontera con Nicaragua, se dice que hay con Panamá, 
con Ecuador, con Perú, con Brasil, con Venezuela, pero no se habla de una frontera con 
Nicaragua. Por lo tanto el argumento de que se estaba alterando la frontera no es cierto, 
porque no existía una frontera con Nicaragua de acuerdo con la Constitución Nacional 
colombiana, ni la vigente, ni la que existía de tiempo atrás. 
  
 
Entonces, ahora la Constitución del 91 simplemente hace una referencia, pero a los tratados 
vigentes, los que había establecido limites vigentes en el año de 1991. No existía en ese 
entones un tratado vigente con Nicaragua. Esa es un poco la situación. 
J.A.O.B.: Gracias profesor, teniendo en cuenta todo este contexto que usted plantea y las 
acciones del Gobierno ¿Cuál considera usted que es la motivación para que el Gobierno 
recurra entonces a demandar una ley aprobatoria de tratado, cuyos efectos jurídicos 
cesarían para el país al año de la denuncia? 
J.L.P.: Fue una cosa de carácter político fundamentalmente. De todas maneras, si usted 
revisa, se va a encontrar que el fallo de la Corte da por hecho que con Nicaragua, en alguna 
forma, existía un límite establecido. Cosa que no es cierta, no existía límite establecido, y 
para eso lo único que había que hacer, era verificar cual era la situación, el marco 
constitucional, antes de la Constitución del 91. No existía un tratado internacional, un límite 
internacional, y eso lo sabía perfectamente el Gobierno de Colombia. Entonces, la acción de 
la demanda del Presidente de la República a la Corte Constitucional es a mi juicio, una acción 
de carácter político. Y que la Corte se cuidó mucho en su pronunciamiento. Porque no dijo 
la Corte que el fallo era inconstitucional, no lo dijo. La Corte se limitó a decir: hay un entorno, 
un entorno con una situación determinada establecida, ese entorno quiere decir que hay unos 
límites que están vigentes, y otros que no están delimitados. No todos los países tienen 
delimitados sus espacios marítimos, hay unos que están delimitados y otros que no están 
delimitados, no es obligación delimitar los espacios marítimos. Y hay de hecho múltiples 
negociaciones en el mundo sobre delimitación marítima. 
En el caso de Colombia, había un entrono fijado. La Corte dice que se modificó el estado que 
existía. ¿En qué sentido se modificó? En que un lugar donde no había una frontera, como era 
con Nicaragua, se estableció. Eso fue lo que trato de determinar la Corte. Porque la Corte no 
dice que la decisión de la Corte afecta la constitución, no, no dice eso. Lo que la Corte 
Constitucional entra a decir es que se modificó el estado general porque se estableció un 
límite. Al establecerse un límite se dicta una modificación de una figura, por lo tanto ese 
límite hay que hacerlo es por tratados internacionales. Tiene que hacerse un tratado 
  
 
internacional, porque solamente a con tratados internacionales se puede modificar ese 
entorno, ese perímetro nacional, eso es lo que dijo la Corte. 
Entonces el Estado colombiano dice: muy bien, yo no voy a desconocer el fallo de la Corte, 
sino es que tengo un mandato constitucional que implica que ese fallo de la Corte 
Internacional de Justicia, tiene que ser implementado, perfeccionado o establecido en un 
tratado bilateral con Nicaragua. Cuando esa decisión de la Corte sea implementada, o sea 
establecida en un tratado bilateral con Nicaragua, queda perfeccionada la figura 
correspondiente mediante un tratado internacional. 
Ahí, hay también un error a mi juicio. Porque la disposición, si no recuerdo mal el Artículo 
de la Constitución Nacional, habla de los laudos, pero no dice las sentencias de la Corte 
Internacional de Justicia. Hay una sutil diferencia entre una cosa y otra, porque en el laudo 
de todas maneras, hay un acuerdo entre las partes para poderlo hacer; se designa un árbitro 
de mutuo acuerdo, o hay un tratado internacional que establece que se debe acudir a un 
árbitro. 
En el caso del fallo de la Corte Internacional de Justicia la cosa no es exactamente así. Pero 
a la larga el efecto es el mismo. Que sea de un laudo o de la Corte Internacional de Justicia. 
Lo que pasa es que los constituyentes del 91 no cayeron en cuenta de la sutil diferencia y no 
con eso trataron de excluir las sentencias de la Corte. Porque si era obligatorio un laudo, con 
mayor razón una sentencia de la Corte Internacional de Justicia, que tiene más autoridad que 
cualquier otro tribunal del mundo, y sobre la cual Colombia reiteradamente había aceptado 
su competencia, por lo menos mediante una declaración formulada en el año de 1932, 
reiterada en el 37 y por un Pacto firmado en el año de 1948, aprobado en el año 61 y 
depositados los instrumentos de ratificación en 1968. De tal manera que esto es una sutileza. 
Si Colombia debe regirse por los laudos arbitrales y los tratados internacionales, con mayor 
razón por una sentencia de la Corte Internacional de Justicia. Pero el constituyente del 91 
incluyo laudos, pero no las sentencias de la Corte Internacional de Justicia, porque no cayó 
en cuenta de la cosa.  
  
 
J.A.O.B.:¿cree usted entonces que esa sentencia de la Corte, también estuvo movida por 
dinámicas políticas? 
J.L.P.: Pues no puedo saber. Lo único que puedo señalar es lo que le he dicho. Primero, que 
la demanda fue formulada por el Presidente, cosa que no es normal. Segundo, que se hizo 
después del fallo. Tercero, que la decisión de la Corte fue de cinco votos contra cuatro. Y 
Cuarto, que la Corte no dijo necesariamente lo que se pretendía en la demanda, sino que se 
fue por otro lado al decir que se había alterado la situación existente, cosa que es diferente.  
J.A.O.B.: Reiterando lo que usted acaba de mencionar que no es normal que el Presidente 
de la Republica hubiera presentado la demanda por constitucionalidad ¿Cuál considera 
usted que es el objetivo del Gobierno, en esa decisión política de involucrar a la Corte 
Constitucional? 
J.L.P.: Pues el Gobierno tenía que tener el espacio político interno para manejar el fallo de 
la Corte Internacional de Justicia, ¿Por qué? Porque desde hacía muchos años, a pesar de que 
once gobiernos de Colombia sabían perfectamente –sus  presidentes y ministros de relaciones 
exteriores incluyendo los actuales-, sabían perfectamente que el meridiano 82 no era el límite 
entre los dos países. No obstante eso, nunca se lo dijeron al país, y se enseñaba en el país la 
tesis que Colombia adoptó, por primea vez en el año de 1970, diciendo que el meridiano 82, 
que era una línea de referencia para la soberanía de las islas, la convirtió en una delimitación 
marítima. Cosa que no era cierta, y que el Gobierno de Colombia, todos desde ese Gobierno 
del doctor Carlos Lleras Restrepo y su ministro de relaciones exteriores, Alfonso López 
Michelsen, hasta el actual Gobierno y su ministra de relaciones exteriores, sabían 
perfectamente lo mismo. Lo que pasa es que un país acostumbrado a vender una tesis en las 
escuelas, en las fuerzas armadas y en las universidades, decir en un momento determinado: 
Mire realmente nosotros no tenemos límite con Nicaragua, y el meridiano 82 no es el límite, 
era muy complicado. Especialmente, el hecho de haber dicho que el meridiano 82 era el 
límite con Nicaragua fue una estrategia del Gobierno, para poder salvar los espacios 
marítimos del archipiélago de San Andrés y, entre tanto, concertar tratados con todos los 
países limítrofes del Caribe, y dejar a Nicaragua en una condición muy complicada. 
  
 
Si esa estrategia no se hubiera seguido, como se siguió, como un política de Estado entre el 
año de 1969 y el año de 2012, la situación Colombia en el Caribe hubiera sido completamente 
diferente, y hubiéramos quedado reducidos, en el mejor de los casos, a unos enclaves de 12 
millas para San Andrés y Providencia, y si  acaso para algunos de los cayos. Sin saber cuál 
sería la situación con respecto a uno de los cayos, el cayo de Quitasueño. 
Entonces fue eso, pero nadie se atrevió a decirlo, ¿por qué? Porque todos los gobiernos, 
porque me consta por haberlo presenciado, esperaban que eso no fuera salir sino en el 
próximo, que le tocara al próximo. Eso es una enfermedad crónica que había, y que todo el 
mundo prefería pasar de agache, con la esperanza de que fuera el próximo gobierno al que le 
tocara y no a él. Que era o afrontar el pleito ante la Internacional de Justicia o entrar a negociar 
con Nicaragua. La negociación con Nicaragua, a la cual Nicaragua siempre se opuso, 
Nicaragua nunca quiso negociar con Colombia. 
Entonces en esas condiciones, solamente quedaban los tribunales internacionales, el pacto de 
Bogotá, y la declaración que había formulado Colombia de aceptación de jurisdicción de la 
Corte, y durante esos once gobiernos, todos callaron, diciendo el meridiano no es el límite. 
Solo un gobierno lo expresó públicamente, un Presidente, que fue el doctor Alfonso López 
Michelsen, que lo dijo y mandó una comisión a negociar con Nicaragua la delimitación 
marítima. Resultado: Nicaragua dijo que no negociaba, porque Nicaragua iba detrás del 
Archipiélago mismo, de las islas de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, y todos los 
cayos, y que el asunto de la delimitación marítima era un asunto menor, y que ellos no podían 
entrar a negociar un asunto de delimitación marítima sin haber definido previamente si el 
archipiélago de San Andrés y Providencia era de Colombia o de Nicaragua, como ellos lo 
sostenían. 
J.A.O.B.: Gracias profesor ¿considera usted que recurrir a la Corte Constitucional pudo 
haber sido una estrategia del Gobierno para buscar cierta legitimidad en sus decisiones 
de política exterior con respecto al fallo? 
J.L.P.: Si, yo creo que sí, fue una decisión política pero también, cómo se señala ahí, tenía 
un marco de todas maneras de carácter jurídico interno e internacional. Fue el argumento que 
  
 
el Gobierno tomo ante la comunidad internacional para decir que no podía acatar el fallo, que 
no podía aplicar el fallo. 
J.A.O.B.: Sin entrar a calificar como positivo o negativo el fallo, ¿considera que si el fallo 
se hubiera ajustado más a la posición presentada por Colombia ante la Corte, se habría 
recurrido de igual forma a la Corte Constitucional, para su aplicación? 
J.L.P.: De ninguna manera, si el fallo le hubiera dado la razón a Colombia, lo que era 
absolutamente injurídico, pero en el supuesto negado que fuera así. Pues eso era 
prácticamente imposible de hacer. Porque Colombia, con la tesis que venía sosteniendo, tenía 
la posesión sobre el archipiélago de San Andrés mismo, sobre las islas, tenía la posesión 
sobre los cayos. De facto estaba controlando algunos sectores del mar para efectos de pesca, 
tenía todo a su favor. Es más le aseguró, que si el fallo de la Corte Internacional de Justicia 
le hubiera dado la razón a Colombia, muchas personas habrían criticado el fallo de la Corte 
Internacional de Justicia. 
 Eso lo expresó la misma canciller, en un momento determinado. Es un síndrome especial 
que existe, y yo no dudo que si se hubiera hecho eso, hubiera habido una crisis. Naturalmente, 
no creo que el Gobierno hubiera acudido a la Corte Constitucional para esos efectos, porque 
sería, cómo se dice vulgarmente, buscarle cuatro patas al gato. Si llegara un momento 
determinado, lo que no iba a suceder, pero en el hipotético caso que la Corte dijera que era 
inconstitucional o que volviera a repetir la tesis. Porque cómo usted recuerda, fíjese usted la 
situación que hay. Colombia sostuvo el meridiano 82 hasta que la Corte en su fallo de 2007, 
de excepciones preliminares, dijo que el tratado de 1928 no era límite. De tal manera que 
nosotros teníamos que decirle a la Corte, en la segunda fase -la fase de fondo-, teníamos que 
decirle: mire, como usted ha dicho que no es el límite, tenemos que invocar otra línea, 
entonces Colombia invocó un alinea que estaba contemplada en el derecho internacional para 
las delimitaciones marítimas, como es la línea media. La línea media iba mucho más al 
occidente del meridiano 82. Pero en la parte norte hay un pequeño triangulo, donde la gente 
de San Andrés, decía que estaba la mayor parte de la pesca. Ese triángulo se iba, quedaba de 
Nicaragua, porque la línea media es una línea geométrica, y era más o menos de 700 
kilómetros y Colombia quedaba con un área mayor de 13.000 kilómetros 
  
 
(aproximadamente). Pero si hubiera dicho con seguridad que Colombia había entregado la 
pesca a Nicaragua, porque el triángulo ese, de acuerdo a línea media que es una línea 
matemática-geométrica, estaba del otro lado. 
Por lo tanto, esa era la situación, no hubiera sido imposible, que mucha gente hubiera 
insistido “ah no es que este fallo nos perjudicó” a pesar que nos hubiera reconocido todo el 
archipiélago, y más áreas marítimas que las que nosotros considerábamos que teníamos 
anteriormente. Y si eso se hubiera hecho ante la Corte Constitucional, se corría el riesgo de 
que en algún momento determinado alguien dijera: no, es inconstitucional porque se varió 
también un límite constitucional que era el meridiano 82, y se perjudicó a los pescadores que 
se dedicaban a pescar langosta allá. 
J.A.O.B.: De acuerdo con esta conversación que hemos tenido, la gran diferencia que hubiera 
sido el reaccionar del Gobierno con relación a la Corte Constitucional, ante un fallo que 
hubiera ido más por la posición que Colombia expuso ¿Considera usted que el andamiaje 
constitucional actual permite dinámicas de lavado o de buck-passing en materia de 
política exterior, entendiéndolas como situaciones en las cuales el Gobierno puede, ante 
situaciones complejas como lo fue la respuesta al fallo de la Haya , transferir al carga o 
el costo de sus decisiones ante otro organismo, en este caso la Corte Constitucional, para 
legitimar o ganar margen de maniobra en sus acciones? 
J.L.P.: Es imposible de prever, porque depende del momento en que esté la Corte, de los 
miembros que hagan parte de la Corte, de la doctrina que aplique la Corte en ese momento, 
y del caso del cual se trate. Porque por ahora, hay una jurisprudencia de la Corte, en este 
caso, que es con respecto a límites. Yo no sé cuál sería la decisión de la Corte Constitucional 
en un caso diferente. 
J.A.O.B.: Siguiendo un poco más en esa respuesta, el Gobierno en este caso que era una 
situación compleja, y frente a las diferentes doctrinas de la Corte, decidió recurrir a la Corte 
Constitucional ¿Podría pasar esto en alguna otra situación, hablando de un tratado de 
extradición, de un tratado de libre comercio, de un tratado multilateral de derechos 
  
 
humanos en el cual el Gobierno pudiese igual recurrir a la Corte Constitucional, para 
ganar margen de maniobra en sus decisiones? 
J.L.P.: ¿Es post facto, después de entrado el tratado? Pues, es posible, no es usual. Creo que 
es la primera vez que lo hace. Pero es muy difícil anticipar si eso se puede presentar o no. Yo 
creo que otra materia no se presta mucho para ese tipo de gestiones, no creo. Porque aquí 
estaba referido fundamentalmente al artículo 101 de la Constitución, que se refiere al 
territorio nacional. Pero dudo que eso mismo se pueda aplicar, para un tratado que verse 
sobre otras materias. Pero es muy difícil anticiparlo, dependiendo otra vez: de la línea que 
siga la Corte Constitucional, del tipo de demanda que presente el Gobierno en un momento 
determinado y de la materia de la cual se trate.  
J.A.O.B.: Gracias profesor. Conociendo el resultado de la Sentencia 269.14, “Declarar 
EXEQUIBLE el artículo XXXI de la Ley 37 de 1961 “por la cual se aprueba el Tratado 
Americano de Soluciones Pacíficas (Pacto de Bogotá)”, en el entendido que las decisiones 
de la Corte Internacional de Justicia adoptadas a propósito de controversias limítrofes, deben 
ser incorporadas al derecho interno mediante un tratado, ¿cuál es su análisis sobre la 
condición en la cual se encuentra el Gobierno y la obligación subsecuente de negociar 
un tratado para incorporar la decisión de la CIJ? ¿Qué posibilidades reales ve que esto 
suceda? 
J.L.P.: Bueno, al parecer el Gobierno ha entrado en contacto con el Gobierno de Nicaragua. 
Entonces, habrá que ver, yo ignoró, qué se hablado con Nicaragua sobre eso. Hay varios 
elementos para tener en cuenta. La primera, que tenemos dos demandas adicionales de 
Nicaragua ante la Corte Internacional de Justica, una por incumplimiento del fallo de la 
Corte, y otra que es porque Nicaragua no obtuvo, en el fallo del 2012, los espacios marítimos 
y la delimitación, que había pretendido, que era una línea trazada entre la isla de San Andrés 
y la costa atlántica colombiana. Lo que está intentando Nicaragua, es con un argumento 
jurídico, que a mi juicio no tiene la fuerza jurídica suficiente, lograr que la Corte Internacional 
de Justicia, le dé la línea que rechazó en su fallo de 2012.Entocnes esa es la situación que se 
presenta a mi juicio. 
  
 
Entonces, si el Gobierno de Nicaragua acepta negociar, como parece qué ha aceptado, con 
Colombia un tratado, habrá que ver hasta dónde va el gobierno de Nicaragua. Y hasta dónde 
va el Gobierno de Colombia, porque bien podría hacerse un tratado reproduciendo el fallo de 
la Corte Internacional de Justicia, o se podrían introducir algunos elementos que se refirieran 
a aspectos de pesca, de navegación y otros asuntos, o incuso modificar en algún momento 
determinado una línea, si las dos partes así lo deciden. 
Pero naturalmente, supóngase usted que el Gobierno de Colombia, logre la concertación de 
un tratado favorable para Colombia en términos generales, que sigue en términos generales 
el fallo de la Corte Internacional de Justiciad de 2012, y se le hacen algunas adiciones, o 
aclaraciones con respecto a pesca y otros aspectos. Ese tratado naturalmente tendrá que ser 
presentado al Congreso  de Nicaragua, en primera instancia, y al Congreso de Colombia, a 
ver si ese tratado es aceptable o no. Una vez aprobado por ambos congresos tiene que 
repetirse la figura otra vez, el Gobierno de Colombia lo tiene que mandar a la Corte 
Constitucional, y la Corte Constitucional deberá decidir sobre si es o no constitucional. 
Entonces habrá que ver, pero yo he visto al Gobierno muy tranquilo, en ese sentido, muy 
seguro. Yo creo que todo esto se va a demorar un poco. Porque naturalmente Nicaragua no 
va a dar un paso para firmar un tratado internacional de estas características hasta que no se 
pronuncie la Corte Internacional de Justicia sobre la demanda que ha presentado sobre la 
plataforma continental extendida. Hasta ahora parece que en los próximos meses se va a 
pronunciar la Corte sobre las excepciones preliminares planteadas por Colombia. Y después 
de las excepciones preliminares sigue un largo proceso sobre el fondo. Entonces habría que 
esperar cual es el fallo de la Corte Internacional de Justicia sobre el fondo, y con eso 
posiblemente es que Nicaragua resuelve negociar un tarado o no. Puede también en un 
momento determinado, retirar la demanda que ha formulado ante la Corte Internacional de 
Justicia, sobre la plataforma continental extendida, y llegar a un acuerdo con Colombia. No 
sé en qué estado se encuentre la concertación con Nicaragua. 
J.A.O.B.: Digamos que si el Gobierno no hubiera recurrido a la Corte Constitucional no 
hubiera sido expresa esta necesidad de incorporar el fallo de la Corte a través de un tratado 
bilateral con Nicaragua ¿Considera usted que de cierto modo, o el Gobierno, que de cierta 
  
 
forma, este fallo puede ser un problema, más que un margen de maniobra que hubiera 
ganado, ya que obligatoriamente el Gobierno por decisión de la Corte Constitucional 
tiene que entrar a negociar un tratado con Nicaragua para aplicar el fallo? 
J.L.P.: Pues puede ser un problema o no serlo. Porque el Gobierno puede seguir diciendo: 
yo no aplico el fallo de la Corte Internacional de Justicia. Incluso, sobre la plataforma 
continental extendida, hasta tanto no concerte un tratado con Nicaragua. Puede el Gobierno 
sostener exactamente lo mismo que ha sostenido hasta ahora después de que se produzca el 
fallo de la Corte sobre el pleito que está pendiente en este momento, el de la plataforma 
continental extendida. 
J.A.O.B.: ¿Cuál considera usted entonces que son las implicaciones a futuro de esta 
sentencia de la Corte Constitucional con relación a la incorporación de las decisiones 
de la Corte Internacional de Justicia? 
J.L.P.: Ante todo hay algunos aspectos que tendrán que tenerse muy en cuenta. El fallo de 
la Corte del año 2012, alteró, por decirlo así en algún grado, las fronteras marítimas que 
estaba establecidas con Costa Rica, con Panamá y con Honduras. Entonces, el Gobierno de 
Colombia debe saber cómo maneja esa situación, porque los tres tratados, el tratado con 
Honduras –que sí era delimitación marítima, el tratado con Costa Rica –que  sí era 
delimitación marítima-, y el tratado con Panamá –que si era delimitación marítima-. Entonces 
fueron aprobado antes de la constitución del 91 por los distintos gobiernos, y estaban vigentes 
dentro del ordenamiento general, pero como el fallo de la Corte de 2012 con Nicaragua, alteró 
o afectó todos esos tratados tendrá que entrar seguramente en una negociación con esos tres 
países para modificar las cosas, y actualizar esa situación de conformidad al fallo de la Corte 
Constitucional  
J.A.O.B.: ¿Alguna otra implicación, con respecto a las dos demandas adicionales? 
J.L.P.: No, yo creo que Colombia tiene elementos de juicio y argumentos para sostener que 
la demanda del Pacto de Bogotá, tiene efecto inmediato, yo creo que hay argumentos. No 
quiere decir que sea la única tesis que exista al respecto. Porque la tesis que defiende 
  
 
Nicaragua al respecto es que solamente tuvo efecto un año después, y que las dos demandas 
que Nicaragua formuló se encontraban, precisamente, dentro del término de ese año.  
Pero yo creo que Colombia ha defendido argumentos jurídicos en ese sentido. Y está bien en 
cuanto a las excepciones preliminares. En cuanto se refiere a la plataforma continental 
extendida, pues adicionalmente hay otro argumento, que creo que Colombia lo ha señalado, 
que es que la Corte ya tomó una decisión sobre el particular. La Corte adoptó una decisión 
sobre la delimitación marítima entre los dos países, en el fallo de 2012. Y no puede en este 
momento, mediante otra demanda, modificar el fallo, que ya es cosa juzgada, y es uno de los 
principios fundamentales del Derecho internacional. 
Si la Corte Internacional de Justicia se presta para entrar a hacer una modificación a un fallo, 
con cualquier pretexto, cómo lo está presentando Nicaragua, sería sumamente complicado. 
Por lo tanto, yo creo que sobre ese particular la posición de Colombia es una posición 
importante, seria. Creo que va a ser difícil, lo que se refiere al incumplimiento el fallo, porque 
se basa en un decreto expedido por el Gobierno de Colombia, y por declaraciones de los más 
altos dignatarios del Gobierno. 
J.A.O.B.: Ahorita le preguntaba sobre qué otras situaciones considera que el Gobierno podría 
recurrir a la Corte Constitucional. Y usted mencionaba que lo veía difícil para otros casos, 
pero también me mencionaba que la decisión del Gobierno de recurrir a la Corte 
Constitucional fue política ¿qué características debería tener una situación para que se 
volviera a presentar esta situación? 
J.L.P.: Es difícil de preverlo, es difícil de prever. Depende de la situación, depende del 
tratado, depende del entorno en cual se encuentre. Es muy difícil anticipar circunstancias 
como conocemos. 
J.A.O.B.: Ya su opinión personal ¿Cómo evaluaría usted la decisión del Gobierno de 
recurrir a la Corte Constitucional en este caso? 
J.L.P.: Pues fue una alternativa de la que el Gobierno echó mano para evitar verse abocado 
a una situación a una situación interna muy complicada, en víspera preelectoral. Porque 
estaba precisamente en ese momento. Con críticas, de la oposición, a mi juicio infundadas, 
  
 
pero críticas de la oposición. Entonces, eso fue una coyuntura especial y esa fue la estrategia 
que decidió.  
J.A.O.B.: Ahorita hablábamos también que se podría dar y que se habían adelantado diálogos 
con el Gobierno de Nicaragua para adaptar un tratado que incorpore, de cierto modo o con 
ciertas modificaciones el fallo de 2012. ¿Ve usted a un Congreso colombiano, o a una 
Nicaragua negociando algo diferente de lo que está en el fallo? Porque de cierto modo, se 
podría ver como un camino sin salida. Nicaragua no va a negociar menos de lo que ya ha 
ganado con el fallo, y de cierto modo también se ha vendido esta idea del tratado con 
Nicaragua, en Colombia, como un forma de modificar el fallo y ganar más en otros aspectos 
¿Ve usted a estos congresos, de cada uno de los países, aceptando un tratado que no 
responda a lo que se ha vendido en las audiencias internas? 
J.L.P.: Yo creo que en el Congreso de Colombia se puede explicar la situación, porque 
también los congresistas sabían =muchos de ellos) que el meridiano 82 no era el límite. El 
caso es explicable si se introducen algunos elementos para atenuar el fallo de la Corte. Es 
posible que un tratado de esas características sea aprobado por el Congreso. Tengo más dudas 
con respecto a Nicaragua. Tengo dudas con respecto a Nicaragua, pero en fin, todo es posible. 
Depende si en un momento determinado logra el Gobierno convencer al Congreso de 
Nicaragua que lo haga. Y como el Gobierno de Nicaragua, el Gobierno de Ortega, tiene un 
control sobre la Asamblea, sería  muy factible que si logra un tratado de esas características, 
pase. 
J.A.O.B.: ¿Cuáles son las consecuencias que usted ve de haber recurrido a la Corte 
Constitucional, con respecto a la situación en la que nos encontramos hoy, con dos 
demandas adicionales ante la CIJ?  
J.L.P.: Ya lo que está hecho, hecho está. Ya en este momento, lo único que tiene que tenerse 
en cuenta es que cualquier tratado, cómo le había dicho anteriormente, que se concerte con 
Nicaragua como consecuencia de un nuevo fallo de la Corte Internacional de Justicia en 
cualquier caso que sea, habrá que someterlo nuevamente a la Corte Constitucional 
naturalmente, eso tiene esas consecuencias. 
  
 
Entonces, la Corte Constitucional siempre va a estar con esa carga en la mitad, diciendo la 
tesis central que de alterarse el entorno nacional, en alguna forma, entonces se tiene que hacer 
un tratado internacional. Esa alteración del entorno nacional puede establecer un límite. Y 
ese establecimiento del límite, por bueno que sea, habrá que someterlo otra vez a la Corte 
Constitucional, y pues se supone que parte de ser aprobado, pero no lo sabemos.  
J.A.O.B.: Y ahorita especulando un poco. En el contexto de proceso de paz, y tantas voces 
que hablan de constituyente ¿cómo vería usted un contexto de constituyente para este 
caso? 
J.L.P.: No, yo no creo que eso se meta. Yo no creo que eso se dé. Ya hay una jurisprudencia 
de la Corte Constitucional en ese sentido. Y la única cosa que podría en un momento 
determinado introducirse sería perfeccionar el artículo 101 de la Constitución, y colocarlo 
ahí expresamente, algunas aclaraciones. Pero no es un asunto determinante.  
J.A.O.B.: Antes de emitida la sentencia 264.14, hubo una filtración de una ponencia con una 
parte resolutiva diferente a la que fue finalmente adoptada. En esta ponencia, la decisión 
declaraba exequible la norma demandada “en el entendido que el reconocimiento de la 
jurisdicción allí dispuesta no se extiende a la decisión de asuntos de límites internacionales 
que impliquen la modificación de la situación general. Básicamente, desconocía cualquier 
fallo de la CIJ con respecto a la modificación del territorio de Colombia. El cubrimiento 
mediático de esta filtración fue mayúsculo, considerando esta consecuencia ¿Qué impresión 
le deja este episodio en todo el proceso? 
J.P.L.: Nada, eso sucede en Colombia. El fallo no fue finalmente así, sino por el contrario, 
fue de cinco votos contra cuatro. Las filtraciones, pues yo no tengo ningún comentario sobre 
eso.  
J.A.O.B.: Pero de cierto modo, si la decisión fue tan estrecha, daría entendido que esta había 
sido de abstenerse a pronunciarse. Pero digamos que esta filtración daba de cierto modo, la 
impresión de lo que el Gobierno buscaba que era de declarar que no se podía aplicar el fallo 
de la Corte Internacional de Justicia para temas de límites, porque nuestra constitución, bajo 
el artículo 101 lo permitía.  
  
 
J.L.P.: Es parecida, porque de todas maneras lo que dice. Es decir, los cuatro votos negativos 
de la Corte, eran orientados a abstenerse, de no pronunciarse. Los cinco votos afirmativos se 
pronunciaron en la forma como está señalado. No es que unos dijeran que sí y otros que no. 
No, los cuatro votos eran del criterio que la Corte Constitucional no se debía pronunciar sobre 
ese particular.  
J.A.O.B.: Pues profesor, muchísimas gracias, aquí terminamos el tema. ¿Algún último 
comentario, o algún tema adicional, su impresión en general? 
J.L.P.: Yo creo que en esta coyuntura lo que el Gobierno hizo fue tratar de tener, como usted 
señalaba, un respaldo de la Corte Constitucional para sostener la tesis de que el tratado no 
podría ser aplicable hasta tanto se concertara un tratado con Nicaragua. En esa Forma, el 
Gobierno tenía tiempo y espacio para manejar la situación. 
J.A.O.B.: Bueno profesor Londoño, muchísimas gracias por su tiempo. Realmente muy 




Entrevista Ricardo Abello226 
Parte 1: 2 de Febrero del 2016 
Jorge Andrés Osorio Betancur (J.A.O.B): Gracias nuevamente profesor Ricardo Abello, 
especialista en Derecho Internacional, muchas gracias por su tiempo nuevamente. Y pues 
como le estaba mencionando vamos a tener unas preguntas que considero bastante relevante 
conocer su opinión, lo que pueda compartir será altamente relevante y apreciado para mi 
trabajo 
Digamos que viendo un poquito el principio de la constitución del 91 ¿Cuál considera usted 
que fue el objetivo del constituyente en otorgarle el rol a la Corte Constitucional de 
control de constitucionalidad sobre los tratados internacionales y las leyes aprobatorias 
de los tratados? 
Ricardo Abello (R.A): Se buscó que intervinieran las tres ramas del poder público: el 
Ejecutivo negociando, el Legislativo, al aprobar o improbar, y el Judicial, determinado si hay 
o no hay alguna norma en el tratado que sea contraria a la Constitución. Todo esto es viable 
en la medida además que bajo la perspectiva de la opción de formular reservas, o de formular 
declaraciones interpretativas, son procedimientos que son válidos. 
J.A.O.B: ¿Tiene usted conocimiento de otros modelos constitucionales en los cuales una 
Corte tenga un papel en la política exterior? 
R.A.: Estados Unidos. Fíjese que en el 47 cuando se crea la Organización Internacional del 
Comercio, esta no surge porque precisamente es el Congreso, no lo judicial, pero sí el 
Congreso el que le dice “yo no le di esas atribuciones a usted, para que negociara la creación 
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de una Organización Internacional, sino para que negociara un tema de aranceles, y por eso 
queda creado el GATT, y la OMC no viene a nacer sino hasta el 94. 
J.A.O.B: ¿Algún otro país que se le venga la cabeza?  
R.A.: No, pero yo creería que Francia, también tiene su rol en ese sentido. 
J.A.O.B.: Desde la Promulgación de la Constitución del 91, la Corte Constitucional debió 
analizar en múltiples ocasiones su competencia para revisar leyes aprobatorias de tratados 
internacionales perfeccionados con anterioridad a la nueva carta política. Este debate se ha 
decantado por la línea de la Sentencia C-400-98, a través de la cual la Corte Constitucional 
logró un equilibrio que ha permitido el mantenimiento de la competencia para revisar leyes 
aprobatorias de tratados internacionales perfeccionados –reconociendo la supremacía 
constitucional en el derecho interno-, sin desconocer los vínculos jurídicos que obligan al 
Estado a la luz del derecho internacional, ¿qué opinión le merece que la Corte se haya 
adjudicado esta competencia?  
R.A.: Yo creo que el problema de la sentencia, el problema del Pacto de Bogotá, es distinto 
a los demás casos. No es comparable, en la medida en que, por ejemplo: el problema con el 
concordato, es que el concordato no tenía cláusula de denuncia, mientras que el Pacto de 
Bogotá si tenía cláusula de denuncia.  
Entonces jurídicamente, son situaciones diferentes. En nuestro caso, pues yo considero que 
el Pacto de Bogotá, si era contrario a la constitución, lo hemos podido denunciar hace mucho 
rato. Dentro de las reglas del juego. Entonces, no se ha debido llegar a esa situación si se 
consideraba que era contrario a la constitución, se ha debido denunciar el tratado. 
J.A.O.B: ¿Qué implicaciones en materia de política exterior le ve a esta competencia? 
R.A.: Nuevamente, y creo que el rol es distinto. Debe hacerse por vía de denuncia, no por 
vía de un control constitucional posterior, por una inconstitucionalidad sobreviniente. Porque 
la decisión de la Corte Constitucional es vinculante en el derecho interno, no hacia afuera. 
J.A.O.B.: Quisiera conocer su impresión sobre las acciones del Gobierno nacional como 
respuesta al fallo de la CIJ del 12 de noviembre de 2012 
  
 
R.A.: Me abstengo. 
J.A.O.B.: Concentrémonos entonces en el rol de la Corte Constitucional. Entre las acciones 
de respuesta, el Gobierno denuncia el pacto de Bogotá el 27 de noviembre de 2012 y, 
posteriormente, demanda ante la Corte Constitucional la ley aprobatoria del pacto de Bogotá. 
¿Cuál considera usted que es la motivación para que el Gobierno recurra a demandar 
una ley aprobatoria de tratado, cuyos efectos jurídicos para el país cesarían al año de 
la denuncia? 
R.A.: Que eso no es del todo claro. El párrafo 2 del artículo LVI del Pacto de Bogotá no es 
claro, y por eso están las excepciones preliminares fundamentadas como están 
fundamentadas. Veremos ahora cuando la Corte decida sobre esas excepciones preliminares, 
si el plazo es de un año, o si genera efectos con carácter inmediato, tal y como lo afirma 
Colombia.  
J.A.O.B.: ¿Cuál es su interpretación sobre que hubiera sido el mismo Presidente de la 
República quien hubiese presentado una demanda por constitucionalidad contra la ley 
aprobatoria del Pacto de Bogotá, en el contexto post-fallo?  
R.A.: Que quienes presentaron primero la demanda fueron dos ciudadanos. El Presidente 
llega en tercer lugar. Obviamente fue la que tuvo mayor importancia después. Y el hecho que 
el papel fuera membretado con “Presidencia de la República”, era claramente ese. 
J.A.O.B.: ¿Cuál era el objetivo del Gobierno involucrando a la Corte Constitucional? 
R.A.: Que le diera herramientas para poder sentarse a negociar con Nicaragua. 
J.A.O.B.: ¿Considera usted que recurrir a la Corte Constitucional pudo haber sido una 
estrategia del Gobierno para buscar cierta legitimidad en sus decisiones de política 
exterior con respecto del fallo? 
R.A.: ¿Legitimidad?  
J.A.O.B.: ¿Margen de maniobra? 
  
 
R.A.: Si, estaba buscando no quedarse solo, quería involucrar otras ramas del poder público 
en las decisiones. Poderle decir a Nicaragua,  es que “no soy yo, es mi Corte Constitucional”. 
[*Interrupción debido a evacuación, fin de la primera parte de la entrevista*] 
Parte II: 4 de Febrero del 2016 
J.A.O.B.: Bueno continuamos con la entrevista con el profesor Ricardo Abello, la segunda 
parte debido al incidente que tuvimos el 2 de Febrero. Ya comenzábamos a analizar un poco 
el rol que tenía la Corte Constitucional en el proceso posterior a la Haya, y digamos porqué 
el Gobierno había podido acudir a la Corte Constitucional cómo una de las acciones que 
caracterizaron su respuesta. Quisiera entonces repetir la última pregunta sobre ¿Cuál 
considera que fue la motivación del Gobierno para recurrir a la Corte Constitucional? 
R.A.: Yo creo que el Ejecutivo buscó apoyo en las otras ramas del poder público para no 
estar solo en esa situación tan compleja, como consecuencia del fallo de la Corte 
Internacional de Justicia. En ese sentido, para poder tener herramientas de negociación –o al 
menos era lo que pensaba el Ejecutivo- encontrar una herramienta jurídica que le pudiera 
demostrar a nivel internacional que no era un problema del Ejecutivo, sino que había toda 
una estructura del Estado que le impedía acatar el fallo, aplicar el fallo. 
J.A.O.B.: ¿Cuál es su interpretación de que hubiera sido el propio Presidente de la 
República, quien hubiese presentado la demanda contra la ley aprobatoria?  
R.A.: Pues el Presidente es la cabeza del Ejecutivo, y en ese sentido, le correspondía a él 
hacer esa solicitud. Ha podido dejarlo en las otras dos demandas ciudadanas que se 
presentaron. Pero seguramente no habría tenido la misma fuerza, ni la misma visibilidad que 
tuvo por el hecho que lo hubiera presentado el Presidente de la República.  
J.A.O.B.: ¿Considera usted que recurrir a la Corte Constitucional pudo haber sido una 
estrategia del Gobierno para buscar cierta legitimidad en sus decisiones de Política 
Exterior con respecto al fallo? 
R.A.: Yo creo que fue buscar un apoyo, más que una legitimidad. Para poder mostrar una 
posición “coherente” frente a esa decisión de no aplicar el fallo de forma inmediata. 
  
 
J.A.O.B.: Sin entrar a calificar como positivo o negativo el fallo ¿considera que si el fallo 
se hubiera ajustado más a la posición presentada por Colombia, se habría recurrido de 
igual forma a la Corte Constitucional? 
R.A.: Yo siempre sostuve, desde el año 2003, en público y antes ya en privado, que Colombia 
iba a perder el fallo. Porque el meridiano 82 no era la frontera, como efectivamente lo dijo la 
Corte. En ese sentido, pues nadie se esperaba el resultado final, que fuera tan grande la 
diferencia en espacios marítimos, con relación a lo que Colombia pretendía, que era el 
meridiano 82. Yo siempre dije que íbamos a perder, pero siendo yo el más pesimista de todos, 
jamás me imaginé ese escenario de la decisión final. 
En ese sentido, yo creo que a todos nos tomó por sorpresa. Pero estoy convencido que, 
independientemente de cuál hubiera sido la distancia de la delimitación marítima, la reacción 
en Colombia habría sido igual. Porque a nosotros siempre nos vendieron la idea de que el 
Esguerra-Bárcenas era un tratado de limitación marítima. Y como aquí nadie ha leído el 
tratado Esguerra-Bárcenas, para darse cuenta que el Esguerra-Bárcenas no es un tratado de 
limitación marítima, todo el mundo siguió pensando en esa idea que había en ese momento 
con relación al Esguerra-Bárcenas. Entonces yo sí creo que la reacción habría sido la misma, 
independientemente de cuál hubiera sido el fallo. 
J.A.O.B.: Pero con respecto al Gobierno, recurrir a la Corte Constitucional en un eventual 
escenario en un fallo que hubiera sido más cercano a la posición de Colombia. ¿Considera 
usted que el Gobierno igual hubiera recurrido a buscar el apoyo, que ahorita estaba 
mencionando, en la Corte Constitucional, o ese respaldo? 
R.A.: Cómo dijo alguna vez, de forma atinada, la ministra: Es más fácil ser historiador que 
profeta. Esa pregunta es más de profeta que de analista o de estudioso del tema. No lo sé. 
Porque para mí no fue atinado acudir aun frente a esta decisión, mucho menos habría sido 
atinado acudir si el fallo hubiera sido por menos espacios marítimos de lo que fue.  
Lo único que yo podría decirle es que hoy en día, y obviamente cuando digo hoy en día es 
post-fallo, que no hubieran quedado los enclaves, yo habría quedado contento. Que el 
problema de la decisión son los enclaves.  
  
 
J.A.O.B.: De pronto, no sé si podríamos elaborar en ¿por qué considera usted que no fue 
atinado acudir a la Corte Constitucional? 
R.A.: Por varias razones. La primera, decir que el Pacto de Bogotá es contrario a la 
Constitución, pues es un derecho y cada cual puede opinar lo que sea. Lo que uno no puede 
hacer es esperar a perder un fallo, una decisión judicial, para argumentar eso ante a la Corte 
Constitucional. Si realmente, cosa que yo no creo, pero si realmente hubiera sido el Pacto de 
Bogotá contrario a la Constitución, pues hemos debido denunciar el Pacto de Bogotá en 1991. 
No esperar a que saliera la decisión de la Corte para pedir la inexequibilidad del mismo. 
Segundo, este es un tema de relaciones internacionales. De buena fe, acudimos al órgano 
judicial principal de las Naciones Unidas, el tribunal más importante para resolver temas 
interestatales. Y bajo esa perspectiva, la Corte Constitucional no tiene nada que hacer frente 
a eso. 
Tercero, yo creo en un monismo de derecho internacional. Y en este momento, acudir a la 
Corte Constitucional, es buscar un monismo de derecho interno, pretender que el derecho 
interno prima sobre el derecho internacional, y eso no es cierto. Lo que le comentaba el otro 
día o no sé si lo alcanzamos a hablar, o solo lo alcancé a pensar con lo accidentado que fue. 
Vaya a la Asamblea General, pídale a los 193 Estados Parte el mapa actual del Caribe, a ver 
que mapa le sacan. 192 Estados le van a asacar el mismo mapa, que sigue los parámetros de 
la decisión Corte Internacional de Justicia. Un Estado, Colombia, le va a sacar un mapa con 
el meridiano 82 como frontera. Entonces realmente cual está primando ¿el derecho interno o 
el derecho internacional? 
La decisión de la Cote Constitucional es para un manejo político interno, pero no nos ayuda 
en nada en resolver el tema de fondo, que es: Hay que establecer una delimitación clara, tener 
unas políticas claras para los pescadores en la zona del mar Caribe. Cómo evitar que haya 
impactos ambientales negativos en la zona. Proteger el seaflower. Todo eso es lo que hay que 
hacer. Más allá de entrar a determinar si la Corte Constitucional va a doblegar a Nicaragua y 
a toda la comunidad internacional, o no. Cosa que no va a pasar. 
  
 
J.A.O.B.: ¿Considera usted que el andamiaje constitucional actual permite dinámicas 
de lavado o de buck-passing en materia de política exterior, entendiéndolas como 
situaciones en las cuales el Gobierno puede, ante situaciones complejas, transferir la 
carga o el costo de las decisiones a otro organismo –como la Corte constitucional- para 
buscar respaldo, apoyo o legitimar sus decisiones? 
R.A.: Pues hasta donde yo tengo entendido, pero no tengo ninguna documentación, ni nada 
por el estilo, pero yo sí creo que la Corte Constitucional, no le gustó que el Presidente hubiera 
demandado, presentar esa demanda de inexequibiliad. Precisamente porque era un tema de 
relaciones internacionales en el que la Corte Constitucional no tenía nada que ver, y que 
sintió que le estaban pasando una responsabilidad que no le tocaba. Pero es una percepción, 
es una sensación que yo tengo, no podría asegurarlo.  
Y nuevamente, yo no pretendo quitarle ni fuerza, ni méritos, ni nada por el estilo a la Corte 
Constitucional, es el tribunal más importante del derecho interno. Pero una cosa es el derecho 
interno y otra cosa es el derecho internacional. Y en ese sentido. Pues sí, nosotros tenemos 
una Corte Constitucional y unas disposiciones constitucionales, pero resulta que Nicaragua 
también tiene un alto tribunal en lo constitucional y una Constitución que dicen exactamente 
lo contrario, ¿Cuál de las dos prima? 
Ante esa situación solo el derecho internacional, bajo una perspectiva de monismo de 
Derecho Internacional, puede hacer que haya un ordenamiento jurídico coherente a nivel 
internacional. Y este es un caso de fronteras, pero tampoco pretendo minimizarlo, pero es lo 
de menos. Piense en todas las situaciones que puede haber entre los 193 Estados de Naciones 
Unidas, en los que hay normas de derecho interno que se contradicen. Y eso solamente con 
los amantes de la paz. Si lo hacemos con los amantes del fútbol, que son 205, pues ahí es 
todavía más enredado. 
J.A.O.B.: Pero digamos que precisamente es eso, por lo complejo del caso y lo sui generis 
de la decisión del Gobierno de incorporar a la Corte. Tuve también la oportunidad de 
entrevistar a Julio Londoño, y él mencionaba también las dinámicas de la Corte. Mencionaba 
que la votación 5-4, siendo cuatro votos en favor de no pronunciarse. Digamos que eso 
  
 
también estaría en línea con lo que mencionaba ahora, que la Corte no se sentía cómoda con 
pronunciarse con relación a un tema de, digamos de relaciones internacionales y Política 
internacional, cómo estaba haciendo el caso en este tema. 
R.A.: No lo tengo claro, pero le hago una pregunta. ¿Realmente ese 4 fue en favor de no 
pronunciarse? Yo creo que no, tocaría revisarlo, pero si no lo tengo claro en este momento. 
Pero yo, si mal no recuerdo, el 4 tuvo varios matices. Pero entre ellos estaba declarar la 
inexequibilidad. No era no pronunciarse. 
J.A.O.B.: Pero digamos que a la Corte, en últimas, se le trasladó, en cierto modo, una 
necesidad de pronunciarse sobre un tema sobre el cual no necesariamente debía hacerlo. 
Estamos en eso, sino que se pronunció cómo consecuencia de dos demandas ciudadanas y de 
una, digamos la más relevante y visible, en cabeza del propio jefe del Ejecutivo. 
R.A.: Lo único que tengo que decir con relación a las dos demandas ciudadanas es que no 
tuvieron en cuenta el derecho internacional. Son dos demandas que fueron presentadas 
fundamentadas en el monismo de derecho interno. 
J.A.O.B.: Conociendo el resultado de la Sentencia C-269/14, mediante la cual la Corte se 
pronuncia sobre este aspecto, retomando un poco lo que dice la sentencia “Declarar 
EXEQUIBLE el artículo XXXI de la Ley 37 de 1961 “por la cual se aprueba el Tratado 
Americano de Soluciones Pacíficas (Pacto de Bogotá)”, en el entendido que las decisiones 
de la Corte Internacional de Justicia adoptadas a propósito de controversias limítrofes, deben 
ser incorporadas al derecho interno mediante un tratado debidamente aprobado y ratificado, 
en los términos del artículo 101 de la Constitución Política”, ¿cuál es su análisis sobre la 
condición en la cual se encuentra ahora el Gobierno y la obligación subsecuente de 
negociar un tratado para incorporar la decisión de la CIJ? y ¿Qué posibilidades reales 
ve que esto suceda? 
R.A.: Si usted tiene la oportunidad de mirar el documento completo que yo le mande a la 
Corte. 
J.A.O.B.: ¿Dentro de la sentencia? 
  
 
R.A.: Es que dentro de la sentencia está editado, por eso le digo el texto completo. 
J.A.O.B.: Si me lo puede facilitar… 
R.A.: Verá que mi posición es que la Corte, en el año 2007, dijo que el tratado Esguerra- 
Bárcenas, no era un tratado de delimitación fronteriza, de delimitación marítima. En 
consecuencia a mi modo de ver, el artículo aplicable era el 9, y no el 101. Porque el 101 lo 
que dice es modificar la frontera, y la Corte dijo que no había frontera, entonces no había 
nada que modificar. Usted no puede modificar lo que no existe. El meridiano 82 fue una 
frontera trazada unilateralmente por Colombia, no negociada con el Estado vecino por eso 
no fue aceptado por la Corte.  
En ese orden de ideas, no existió frontera, no había nada que modificar. Y no se necesitaría 
tratado. El argumento de la Corte, de la necesidad del tratado, no existe.  
J.A.O.B.: Ya de todos modos el Gobierno terminó recurriendo a la Corte Constitucional, y 
con una sentencia que ahorita lo obliga a incorporar el fallo a través de un tratado. 
R.A.: Quedamos en el peor de los mundos 
J.A.O.B.: Quedamos en el peor de los mundos, esa es la pregunta ¿Qué opinión le merece, 
podríamos decir que el Gobierno, buscando ese apoyo y ese respaldo de la Corte, se 
ganó un doble problema, y ahorita una papa caliente que le puede resultar más costoso? 
R.A.: Yo creo que sí. Habrá que celebrar un tratado con Nicaragua. ¿Cuáles son los 
parámetros de ese tratado? pues está por verse. Sabemos cuál es el punto más difícil. Que el 
tratado diga exactamente lo que diga la sentencia. Cualquier cosa distinta, será en beneficio 
de Colombia 
J.A.O.B.: Pero ese tratado, digamos, tiene que entrar posteriormente en un proceso de 
ratificación. Ve un Congreso de Nicaragua aprobando un tratado, ya teniendo un fallo. 
R.A.: Ahí está la dificultad, ese fue el lio en que nos metió la Corte Constitucional 
J.A.O.B.: ¿Nos metió la Corte Constitucional, o nos metió el Gobierno? 
  
 
R.A.: La Corte Constitucional. El Gobierno podía hacer la pregunta que quisiera, cómo 
cualquier ciudadano. Que fue lo que hizo el Presidente, yo soy un ciudadano y presento, con 
mi papel membretado, una demanda. Y la Corte Constitucional ha podido decirle: oiga, pues 
es una decisión judicial internacional y nosotros tenemos que aceptar las decisiones judiciales 
internacionales, punto. 
J.A.O.B.: ¿Considera entonces que, no quiero llegar a ser irrespetuoso con esta 
pregunta, pero si era tan claro el argumento jurídico, pudo haber habido una discusión 
de carácter político dentro de la Corte Constitución que pudiera haber orientado el 
fallo? 
R.A.: No tengo la más remota idea. Es decir, yo no le puedo contestar, porque no lo sé. Lo 
único que me llamó mucho la atención políticamente hablando, fue que los diferentes 
sectores políticos de país, salieron a celebrar el fallo. Todos, cada uno entendió una cosa 
distinta con la decisión. 
J.A.O.B.: Antes de que fuera emitida la sentencia C-264/14, hubo una filtración de una 
ponencia con una parte resolutiva diferente a la que fue finalmente adoptada. En esta 
ponencia, la decisión declaraba exequible, igual el tratado, la ley aprobatoria del tratado, “en 
el entendido que el reconocimiento de la jurisdicción allí dispuesto no se extiende a la 
decisión de asuntos de límites internacionales que impliquen la modificación de la situación 
general del territorio en las condiciones establecidas en el artículo 101 de la CN. 
Básicamente, desconocía cualquier fallo de la CIJ con respecto a la modificación de los 
límites del territorio. El cubrimiento mediático de esta filtración fue mayúsculo, y también 
fue altamente celebrado por diferentes sectores políticos. Considerando esta consecuencia. 
¿Qué impresión le puede dejar este episodio, no sé si lo recuerda o que comentario 
puede tener este episodio de filtración, o qué efectos pudo haber tenido con respecto a 
la sentencia que finalmente fue, que en ultimas le dice sí a la Corte Internacional de 
Justicia pero con la condición de un tratado? 
R.A.: Pues nada, que va a pensar uno de una filtración. ¿Quién filtra eso? usted no sabe si 
fue alguien en la Corte, si fue un partido político, usted no sabe quién fue. Entonces sobre 
  
 
eso pues no puedo opinar. Porque no hay la certeza de que eso hubiera sido así, no hay la 
certeza de quien lo filtró y con qué interés. Si filtró algo existente, o algo inexistente. 
Precisamente para buscar presionar a la Corte, o tratar de mirar que reacción había en la 
Corte. Entonces no, las filtraciones uno no debe pararle bolas, mientras usted no sepa de 
donde viene.  
J.A.O.B.: ¿Cuál considera usted que son las implicaciones a futuro de esa sentencia de 
la Corte Constitucional, sobre la posible incorporación de las decisiones de la Corte 
Internacional de Justicia? 
R.A.: Yo creo que la situación es muy complicada, bajo la perspectiva de esperar que vaya 
a haber una delimitación marítima entre los dos Estados, Colombia y Nicaragua. Esto creo 
que llevará a que el documento válido para Nicaragua sea la sentencia, y que nosotros 
sigamos sin tener un tratado, pero igual está la sentencia 
J.A.O.B.: Como un status quo después de la sentencia sin… 
R.A.: …Sin que se vaya a celebrar un tratado. No conozco el presidente o la persona que 
llegue a la Presidencia de la República que sea capaz de pasar un tratado con un Congreso 
que se lo vaya a aprobar. Y suponiendo que así fuera, que hay un presidente que lo hace, que 
haya un congreso que lo apruebe. Llega el control de constitucionalidad y ¿qué va a decir la 
Corte Constitucional? Podría decir: listo ya hay un tratado que es acorde con la Constitución, 
o entraría a decir que cómo en la constitución está el archipiélago de San Andrés, que ahí 
está “desmembrado” el archipiélago de San Andrés, sería inconstitucional. No lo sé, y esas 
si no dejan de ser especulaciones con relación a lo que eventualmente pueda llegar a pasar. 
J.A.O.B.: Ahora, concentrándonos en la figura, recurrir a la Corte constitucional como una 
eventual figura de política exterior, ¿en qué otras situaciones considera usted que la Corte 
podría tener un rol protagónico en materia de política exterior? ¿En qué otras 
situaciones consideran que el Gobierno podría, como en este caso, recurrir a la Corte 
para buscar apoyo, respaldar alguna posición, digamos que sea políticamente 
contradictoria, compleja? 




R.A.: Pues la sentencia del Marco Jurídico para la paz. O lo que tiene que ver con Corte 
Penal Internacional, el proceso de paz. Otros problemas limítrofes que están pendientes. Y 
con todos ejemplos queda claro que no se debe acudir a la Corte Constitucional, y que una 
cosa es la política exterior y otra cosa el derecho interno. 
J.A.O.B.: Pero, recurriendo a esto, podríamos decir que desde su perspectiva que el 
andamiaje constitucional actual daba esa cabida para que ante situaciones complejas de 
materia interna o de interacción entre aspectos internos o internacionales, la Corte 
Constitucional sea como una institución de derecho interno que le permita a ese margen de 
maniobra al Gobierno y que de cierto modo, le permita transferir ese costo político de toma 
de decisiones o de cierto modo le permita darle cierta legitimidad 
R.A.: Yo le diría que no. Y creo que la gran lección de esto es que es un error acudir a la 
Corte constitucional para esos temas. Primero porque, con relación a los tratados no puedo 
hacerlo, porque ya le dio el visto bueno, en la medida en que desde 1991, con la Constitución 
del 91 todos los tratados, tienen que tener un control previo de constitucionalidad. Entonces 
el problema estaría con aquellos tratados que fueron ratificados con anterioridad. Y ahí, tanto 
el concordato, como el Pacto de Bogotá, pues han dejado un sabor amargo, con relación a 
eso. Los unos no quedaron contentos con la decisión del concordato, otros sí. Y otros no 
quedamos contentos con la decisión del Pacto de Bogotá 
Lo que yo creo que debería hacer el Estado, es hacer un análisis de todos los tratados vigentes 
hoy en día, ratificados con anterioridad a la constitución del 91, para ver que se debe hacer. 
Pero uno no debe esperar a haber perdido un caso para denunciar ese tratado, o para pedirle 
a la Corte que declare que es inexequible. 
Eso no tiene ningún sentido. Imagínese usted los efectos que esto ha tenido a nivel 
internacional, la credibilidad de Colombia, frente, no a temas de delimitación de fronteras, 
no a temas de delimitación marítima, pero en cualquier tribunal internacional, cualquier caso 
de arbitraje todo los casos en el CIADI ¿Colombia es un Estado confiable frente a las 
  
 
decisiones internacionales? ¿O solamente va a cumplir las que le son favorables? Entonces 
todo esto tiene unas incidencias que van más allá de un caso entre Nicaragua y Colombia. 
J.A.O.B.: Con respecto a la situación en la que nos encontramos ahora, particularmente 
frente a Nicaragua, con dos demandas adicionales: una por incumplimiento y una por una 
nueva delimitación marítima ¿Hasta qué punto esta situación puede verse también, como 
una consecuencia de haber recurrido a la Corte Constitucional, o de las decisiones el 
Gobierno de no haber acatado/aplicado el fallo desde el principio? 
R.A.: La de incumplimiento puede tener un factor en eso, aunque de la posición 
nicaragüense, no se centra tanto en la decisión de la Corte Constitucional, como en las 
actuaciones directas, lo dicho por miembros de las Fuerzas Militares y el Presidente de la 
República. Es en eso en lo que se centra el incumplimiento. En el caso de plataforma 
continental extendida, es distinto, ese si viene como consecuencia de lo dicho, o lo no dicho, 
por la Corte Internacional de Justicia en la sentencia del 2012. 
J.A.O.B.: Ya esas serían las preguntas, profesor Abello. Ahí centraríamos digamos las que 
estaban estipuladas dentro del cuestionario. Quisiera, de pronto conocer un poco su impresión 
o algún aporte o sugerencia adicional que deba observar en este trabajo que con seguridad 
será bien recibido. 
R.A.: Yo creo que el gran problema que hay, y ese es un ejercicio que empezamos a hacer 
varios, Erick Tremola, en su momento Carlos Salgar, cuando era profesor antes de ser 
Embajador. Y como profesores, y como conferencistas en este tema decidimos que íbamos a 
hacer una pregunta al público antes de empezar. Primera pregunta: ¿Quién ha leído el tratado 
Esguerra-Bárcenas? Segunda pregunta: ¿Quién ha leído la sentencia de la Corte Internacional 
de Justicia? El promedio de los tres, en las tres conferencias que dimos es cercano a cero. No 
es cero porque siempre había uno o dos que la habían leído, y yo creo que ahí es donde está 
el problema. 
 Aquí, yo miraría, o haría una crítica a lo que es una política de Estado, una política de 
Gobierno, y las políticas de campaña. Y yo creo que todo esto ha sido manipulado más por 
una política de campaña que por una política de Estado. Yo entiendo la posición de Colombia 
  
 
entre 1969 y 2001, cuando empieza el proceso y todo lo que viene durante el proceso. En el 
sentido en que uno debe tener estrategias. No soy yo como abogado el que va a negar que en 
un proceso, uno tiene estrategias, lo que uno no puede es quedar absolutamente ciego frente 
a la realidad y eso es lo que le pasó a Colombia. 
A Colombia no se le explicó que el meridiano 82, no era la frontera, que son cosas diferentes. 
Que el tratado Esguerra-Bárcenas no delimitó una frontera marítima. Entonces, si hoy en día 
la gente sigue defendiendo la posición de Colombia como una pérdida, porque en la Corte 
Internacional de Justicia son tan brutos que no son capaces de aplicar un tratado, y que lo 
desconocen flagrantemente. Cuando lo que sucedió fue exactamente lo contrario. La Corte 
nos aplicó de forma exegética el tratado Esguerra-Bárcenas. Cada punto y cada coma del 
tratado Esguerra-Bárcenas están reflejados en esa sentencia. Y eso fue lo que impidió que 
ganáramos. 
Entonces yo lo que miraría es: Primero, la irresponsabilidad de los actores políticos, que no 
piensan en el Estado sino en políticas electorales, lo otro es que en aras de esas políticas 
electorales, la gente dice mentiras y todo el mundo se las cree. Entonces yo he decidido 
apoyar con mi trabajo al actual Gobierno porque me parece que se le quiera achacar a este 
Gobierno la perdida de ese proceso, porque ese proceso se perdió en el 2007 y no el 2012. 
Es en el 2007 cuando la Corte dice “el meridiano 82 no es frontera, yo voy a delimitarlo” y 
eso se le escondió al país, y como nadie lee, nadie se enteró. El único que dijo algo fue El 
Espectador. Pero de resto todo el mundo felicitó a Colombia y al Gobierno colombiano y al 
equipo colombiano, porque San Andrés, Providencia y Santa Catalina eran de Colombia. 
J.A.O.B.: Así fue presentado en la alocución del Presidente, con el Canciller Araujo y con 
todos los representantes a la cámara de San Andrés 
R.A.: Y ahí nadie dijo, que la Corte también había dicho que el meridiano 82 no era la 
frontera. ¿Por qué se quedaron callados con relación a eso? Si lo hubieran dicho en ese 
momento, la reacción del 2012 habría sido mucho más tranquila, pero eso lo ocultaron. 
  
 
J.A.O.B.: ¿Cree usted profesor, que después del fallo de la Corte Constitucional, en 
efecto el Gobierno ganó un tanque de oxígeno, ese margen de maniobra, ese apoyo que 
buscaba? 
R.A.: No, el Gobierno quería que se declara la inexequibilidad, y la Corte dijo que era 
exequible. Y no contenta con eso además la Corte dijo “hay una decisión dentro del ámbito 
internacional que hay que respetar”. Pero como nadie sabe para quién trabaja, en su momento 
eso no fue un tanque de oxígeno sino una piedra que le botaron al Ejecutivo. 
Pero creo yo que eso ha sido muy útil, en la Haya para defender el caso de incumplimiento, 
y por eso se centra más en lo que han dicho los militares, y lo que ha dicho el Presidente de 
la Republica, y no en lo que ha dicho la Corte Constitucional. En la medida en que la Corte 
Constitucional dijo hay una decisión de un tribunal internacional que se debe cumplir. ¿Qué 
debe haber un tratado?, sí, tiene que haber un tratado. Es la parte del fallo que a mí no me 
gusta. Fíjese que de tres puntos que dice la Corte hay uno que no me gusta, los otros dos me 







Entrevista Laura Gil227 
9 de Febrero de 2016 
Jorge Andrés Osorio Betancur (J.A.O.B.): Gracias nuevamente Laura, por la oportunidad. 
Entonces digamos que la tesis sí hace un recuento al principio del caso, de las actuaciones 
del Gobierno. Pero me concentro más en la utilización de la Corte Constitucional. Entonces 
la primera pregunta es ¿Cuál considera usted que fue el objetivo del constituyente en 
otorgarle a la Corte Constitucional el rol de control de constitucionalidad sobre los 
tratados internacionales y las leyes aprobatorias de los tratados? 
Laura Gil (L.G.): Pues es así en todos lados, ¿no? Ósea, no, obviamente limitar el poder del 
Ejecutivo pero no es una rareza, es más bien la norma. Donde hay Corte constitucional, en 
general hacen estudio de constitucionalidad de los tratados, en América Latina. En países 
anglosajones, digamos el estudio de constitucionalidad en realidad es posterior frente a una 
demanda, pero obviamente limitar, es controlar al Ejecutivo. 
J.A.O.B.: Y digamos que, desde la promulgación de la constitución del 91, la Corte 
Constitucional debió analizar en múltiples ocasiones su competencia de revisar leyes 
aprobatorias de tratados ratificados con anterioridad a la nueva constitución. Este debate se 
ha decantado, digamos por la línea de la sentencia C-400/98 a través de la cual, la Corte se 
reconoce la facultad, para ante una demanda revisar, hacer un control de constitucionalidad 
de leyes aprobatorias de tratados perfeccionados con anterioridad. En términos generales, 
¿qué opinión o que comentario le merece que la Corte se haya adjudicado esta 
competencia? ¿Y qué efectos, y que implicaciones tiene esta competencia de revisar 
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leyes aprobatorias de tratados ratificados con anterioridad a la promulgación de la 
constitución? 
L.G.: Mira yo creo que es uno de los elementos fundamentales para concretar una política 
de Estado, y para que ninguna de las ramas se extralimite en la conclusión de tratados. Pero 
la verdad es que yo no soy constitucionalista, yo te puedo hablar de lo que pasó con Nicaragua 
en este fallo, pero me parece que es uno de los fundamentos para la concreción de una política 
de Estado. En tanto el magistrado, en teoría, tiene un ámbito de acción que no responde a 
preocupaciones electorales, que puedan, digamos, llevarlo a razonamientos de corto plazo, 
sino que va a tener un razonamiento mucho más de largo plazo. En ese sentido, me parece 
que contribuyen a la conclusión de una política de Estado. 
J.A.O.B.: Brevemente Laura, que ya he tenido la oportunidad de leer tus columnas y digamos 
tu opinión frente a la respuesta del Gobierno, si quisiera conocer de pronto un análisis y una 
impresión un poco más contextual, teniendo en cuenta que ya nos encontramos más próximos 
a los fallos de la Corte sobre las dos demandas adicionales. 
L.G.: ¿De la Corte internacional de Justicia? Es que mira, es que yo creo que una de las cosas 
es que…bueno termíname la pregunta, ya te doy la respuesta. 
J.A.O.B.: Simplemente quisiera conocer tu análisis e impresión sobre las acciones del 
Gobierno nacional como respuesta al fallo de La Haya. 
L.G.: Yo te dije esto, que un magistrado siempre puede pensar más a largo plazo, de lo que 
puede pesar un legislador o un miembro del Ejecutivo. Pero dicho esto, creo que los jueces 
siempre están haciendo política, lo confiesen o no lo confiesen. Que una Corte nunca opera 
en un vacío político, y que lo que han demostrado por ejemplo con las experiencias con las 
cortes constitucionales de todo el Cono Sur, con respecto a las amnistías que fueron 
adoptadas, es justamente eso. Porque las constituciones no cambiaron, no habría por qué 
interpretar una constitución un día de una forma, y otro día de otra .Pero lo que cambio fue 
la coyuntura política en esos países que les permitió a los jueces, convertir a las 
constituciones en documentos vivientes, en documentos vivos. El hecho que sean 
documentos vivos, es porque están respondiendo a transformaciones de la sociedad, y eso es 
  
 
hacer política, entonces los jueces en el final, lo digan o no lo digan siempre están haciendo 
política. 
Y para la mí, lo que pasó con este fallo de la Corte Constitucional, con respecto a Nicaragua 
fue pura política. Yo creo que al usar la Corte, como parte de la respuesta al fallo de la Corte 
Internacional de Justicia, el Gobierno puso a Colombia, o sea, en una camisa de once varas, 
porque ahora va a tocar pasar un tratado que no lo va a aprobar ningún Congreso de la 
República. Porque ningún congreso legislador va a asumir esa carga 
J.A.O.B: Ni acá ni allá… 
L.G.: Ni acá ni allá. La Corte trata de quedar bien con todo el mundo, dice “listo respetemos 
este fallo, pero con tratado”. Lo que básicamente es decir “No se preocupe Presidente Santos, 
no va a pasar en su gobierno, no va a pasar en el próximo, ni en el próximo” porque quién va 
a ser el legislador que se anime a presentar un proyecto de ley en ese sentido. Que primero 
negocia un tratado con base al fallo ¿Qué gobierno lo va a negociar? Y ¿Qué legislador lo va 
a hacer aprobar? 
J.A.O.B: Concentrándonos ahora un poco en el rol de la Corte Constitucional que 
mencionabas, entre las acciones de respuesta, el Gobierno denuncia el Pacto de Bogotá el 27 
de Noviembre de 2012, y posteriormente, ya una vez denunciado demanda ante la Corte 
Constitucional la Ley aprobatoria del pacto de Bogotá. Cual consideras que fue la motivación 
para que el Gobierno recurra a demandar una ley aprobatoria de un tratado cuyos aspectos 
jurídicos para el país cesarían en al menos un año de la denuncia. 
L.G.: Sabes que no me acuerdo muy bien cómo fue la denuncia.  
J.A.O.B: Sobre todo conocer tus percepciones sobre la motivación, ¿por qué el Gobierno 
recurre a esta figura de demandar la ley aprobatoria del tratado? 
L.G.: Me estoy tratando acordar los argumentos. ¿Cuáles eran los tres argumentos que 
usaban? No me acuerdo cuales fueron. 
J.A.O.B: Aquí tengo la demanda 
  
 
L.G.: Déjamela ver, porque no me acuerdo. Yo pensé que querías hablar del tema de los 
límites, que me los sé de memoria. Muéstrame la del Pacto de Bogotá, no me acuerdo cual 
era la pregunta que le hacían a la Corte. 
J.A.O.B: De hecho esta es la ponencia filtrada, la que salió antes, la que decía que la ley 
aprobatoria es exequible, pero no para límites. Esta es la demanda, presentada por el 
presidente. 
L.G.: Habían dos argumentos más. Pero bueno yo miro eso y te digo. Obviamente lo que 
está buscando el Presidente, es una base jurídica para aumentar lo que ya decidió 
políticamente. Entonces ya la decisión política estaba tomada. Entonces necesitaba a alguien 
que le diera la base jurídica para decir: “mire, estoy obligado a hacer lo que ya decidí que iba 
a hacer”. Que es ignorar el fallo hasta que haya un tratado. 
Entonces, logró lo que se proponía, que es no tener tratado, pero que el fallo sea respetado. 
Porque el fallo no se está violando en realidad. No se modificaron los mapas de Colombia, 
eso sí es evidente que no se hizo. Pero dentro de todo hay una especie de modus vivendi 
alrededor del meridiano 82, que permite que Nicaragua si denuncie frente al decreto. El 
decreto es una clara violación del fallo en mi opinión .Y frente a las manifestaciones de 
algunos altos funcionarios, que pueden ser consideradas actos de Estado.  
Pero más allá de eso hay una especie de modus vivendi, en ese meridiano 82. Después de la 
demanda de Nicaragua, nunca más se escuchó de barcos militares que hayan estado 
molestando a pescadores nicaragüenses. O por lo menos yo nunca más lo volví a ver, ni 
siquiera en los periódicos nicaragüenses. No sé si Julio lo habrá visto. Pero yo no vi más 
nada. Pareciera ya como que Colombia se replegó. Entonces necesitaba la base jurídica y la 
Corte muy amablemente se la entrego, y puso al Estado en una situación de permanente, va 
a ser una permanente violación del fallo, porque nunca va a poder haber de jure, hay un 
respecto de facto de fallo. Pero nunca va a poder haber un respeto de jure, a menos que pase 
mucho pero mucho tiempo. 
  
 
J.A.O.B: Perfecto, ¿cuál es tu interpretación que haya sido el propio Presidente de la 
Republica quien hubiese presentado esta demanda por inconstitucionalidad, ya 
habiendo dos demandas por parte de ciudadanos? 
L.G.: Me parece que Nicaragua perfectamente pudo haber interpretado eso como un acto 
inamistoso, porque claramente se trata como de postergar el momento difícil de efectuar los 
cambios en el mapa. Y es claramente una postergación de eso y ahí me parece que el conjunto 
de manifestaciones del Presidente: el decreto que reunifica la aguas y el Archipiélago, unidos 
a esta demanda, lo que muestran es una clara intención de no querer respetar, 
J.A.O.B: ¿Podríamos decir de cierto modo entonces que recurrir a la Corte 
Constitucional pudo haber sido una estrategia del Gobierno para buscar cierta 
legitimidad en sus decisiones de Política Exterior con respecto al fallo? 
L.G.: Pues sí, pues claro que si  
J.A.O.B: Sin entrar a calificar como positivo o negativo el fallo ¿ considera que si este fallo 
de la Corte Internacional de Justicia se hubiera ajustado más a la posición presentada 
por Colombia durante todo el contencioso, el Gobierno hubiera igual recurrido a la 
Corte Constitucional, como lo hizo en este caso? 
L.G: No 
J.A.O.B: ¿Por qué? 
L.G.: Si Colombia hubiese, o sea cual era el cálculo: que Colombia iba a tener que entregar 
un triángulo de agua, pero que iba a mantener el archipiélago unificado. O sea todo el mundo 
tenía claro que había algo que se iba a entregar. Pero que iba a ser un triángulo de agua, 
digamos de dimensiones inciertas, pero no el desmembramiento del archipiélago. Yo creo 
que ya estaba como preparado el Gobierno para asumir ese costo. Lo que pasa es que el costo 
fue demasiado alto, y sobre todo yo creo que el error principal fue no haber tenido ese 
ejercicio prospectivo de saber cómo reaccionar ante cada escenario. 
Tú sabes que Julio Londoño prácticamente previó este fallo, unos días antes de que saliera 
simplemente por décadas de experiencia en la Corte, y él mandó el memo diciendo: “es 
  
 
posible que la Corte se pronuncie en este sentido”. Y para mi es increíble que no hubiera ese 
ejercicio de escenarios, y que la respuesta al fallo haya tenido que ser, digamos revisada cada 
día durante un año, hasta que se presenta esta demanda. Porque esta demanda se presenta 
casi un año después. Lo que muestra digamos, llegaron a esto cuando ya empezaron contratar 
al nuevo equipo, que es el que se inventa el decreto pero eso es un año después, exactamente 
un año después. 
Entonces lo que yo no estoy segura es que si tú puedes sacar conclusiones sobre la Corte 
Constitucional, a partir de este caso. Me parece que este caso, es un caso absolutamente 
excepcional y me parece que refuerza el argumento que te digo, que los jueces nunca están 
en un vacío político, nunca están en una burbuja por ahí. Siempre están, son parte de la vida 
nacional. Y este caso llego tan profundamente al ser nacional, creo yo, que por eso digamos 
hicieron todo el esfuerzo. Porque cuando lees la sentencia, tú los ves haciendo el esfuerzo, 
para decirle que sí al Ejecutivo.  
Pero no me parece que puedas sacar conclusiones de ahí, de una Corte que esté 
completamente pegada al Ejecutivo. O de un ejecutivo que este siempre buscando 
legitimización en la Corte. Me parece que esto es un caso absolutamente excepcional. 
J.A.O.B: Digamos que sí, no estoy tratado tanto de analizar la Corte Constitucional, pero si 
un poco la dinámica de respuesta al Ejecutivo, ante una situación particular como es esta. 
L.G.: Fíjate como otros escenarios tú ves, por ejemplo tú ves: la ratificación del TLC 
Colombia -Estados Unidos, tú ves digamos al Gobierno tratando de limitar el impacto del 
fallo de la Corte, no de llevarla por el camino que quiere, más bien de limitar. Que nos diga 
que es complemente constitucional, y ya, otra cosa. Yo no creo que se puedan sacar muchas 
conclusiones de esto, me parece que más bien refuerza más el argumento de un país que 
todavía no ha aprendido a pensar lo internacional. Esta es una Corte todavía, con muchas 
dificultades para pensar lo internacional. Y eso que en términos, de por ejemplo, de Derechos 
Humanos, está siempre invocando documentos internacionales. Pero me parece que es igual 
el país, que siempre está corriendo atrás en la capacidad de pensar lo internacional. 
  
 
Muchos pases tienen que armonizar derecho internacional con derecho interno pero las reglas 
de juego están claras antes. Esta es una regla de juego que se inventó el Presidente para poder 
sacarle el cuerpo al fallo. 
J.A.O.B: ¿Consideras que el andamiaje constitucional actual podría permitir 
dinámicas de lavado o de buck-passing en materia de política exterior, entendiéndolas 
como situaciones en las cuales el Gobierno puede, ante circunstancias complejas, 
transferir la carga o el costo de sus decisiones a otro organismo –como la Corte 
Constitucional- para legitimar y ganar un margen de maniobra sus acciones? 
L.G.: Creo que se creó un muy mal precedente, pero confío en que la Corte no se vuelva a 
prestar .Pero el mal precedente ya se creó. Yo sí creo, o sea la decisión política estaba tomada, 
y lo que se hizo fue buscar el fundamento jurídico para minimizar los costos de la decisión 
política. O sea es muy diferente decir: yo no voy a hacer esto inmediatamente, a yo voy a 
hacerlo de la forma en que me dice la Corte. La Corte fue clara: se pueden modificar límites 
a través de un tratado. No ha habido el primer, y esto sí a la fecha hoy, hoy es 9 de Febrero 
2016, no ha habido desde el fallo la primera comunicación directa con Nicaragua para hablar 
del fallo en sí, no ha habido. 
Entonces claramente no era para respetar el fallo, no es la Corte me dijo que tengo que buscar 
el tratado, y con el tratado puedo… no ha habido el más mínimo esfuerzo para buscar el 
tratado 
 J.A.O.B: De hecho, dentro de las audiencias ante la Corte Internacional de Justicia por 
incumplimiento, uno de los agentes de Nicaragua dijo: si el tema es un tratado, negociémoslo 
ya, incorporemos el fallo. 
L.G.: No ha habido el primer intento 
J.A.O.B: ¿Qué rol, o qué tanto pudo haber influenciado el contexto electoral en que se 




L.G.: Mira, yo creo que eso influenció en dos sentidos: Uno, en la reacción de pánico del 
Gobierno creo que estaba claramente vinculada a la reelección. Y creo que también el compás 
de espera que le dio Nicaragua, estaba vinculado: uno, a la reelección de Santos, y dos, al 
proceso de paz. Entonces, me parece que jugó para los dos lados para tratar de minimizar la 
confrontación. La confrontación fíjate que se sigue dando a nivel en La Haya. Pero 
políticamente Ortega ha sido bastante cuidadoso en sus manifestaciones. Fuertes, creo que 
ha habido cuatro-cinco en cuatro años. 
J.A.O.B: Bueno, conociendo el resultado de la Sentencia C-269/14 mediante la cual la Corte 
Constitucional declara el tratado EXEQUIBLE bajo el entendido que las decisiones de la 
Corte Internacional de Justicia, con respecto a límites deben ser debidamente aprobados y 
ratificado, a través de un tratado, incorporados a través de un tratado. Creo que ya me lo había 
respondido, pero quisiera una respuesta un poco más puntual. ¿Cuál es tu análisis de la 
condición en la que ahorita se encuentra el Gobierno y la obligación subsecuente de 
negociar un tratado para incorporar la decisión de la CIJ, y qué posibilidades reales y 
políticas vemos de que eso suceda? 
L.G.: A corto plazo, ninguna. A corto plazo, creo que sobre todo se creó una actitud de un 
sentimiento en el Gobierno de que pueden modificar los límites. Y es en efecto, a la Corte no 
le importaría, si por tratado uno alterara, no sustancialmente, pero alterara en algo los límites. 
Eso en la Corte, si las partes estuvieron de acuerdo, no sería grave, pero el tema es que el 
Gobierno se está equivocando, el Gobierno se cree que puede negociar los límites, y yo creo 
que Nicaragua no lo va a hacer por una razón, a este punto, va a ser una razón de dignidad. 
Entonces, lo que me parece es que con este Gobierno, el tema está cerrado, que no va a pasar 
nada. Y que Nicaragua lo va a tener que retomar con un Gobierno próximo. 
Yo creo que los nicaragüenses están esperando a ver qué pasa en la Corte Internacional, 
porque no tiene sentido negociar un tratado ahora, cuando ya hay un pronunciamiento de la 
Corte y es posible que esos límites vuelvan a ser afectados. Entonces creo que está todo en 
remojo. Realmente Nicaragua no tiene interés en este momento porque ¿qué podría ganar 
ahora? si está esperando ganar en la próxima demanda. Y realmente el interés tendría que ser 
de Colombia, para poder usar el tratado cómo un mecanismo de cierre, para que la segunda 
  
 
y la tercera demanda puedan ser retiradas, al estilo de lo que se hizo de una solución amistosa, 
como lo que se hizo con Ecuador. 
Pero el incentivo lógico racional, es para Colombia, pero obviamente Colombia debido a los 
gestos políticos no puede, y el Presidente está contra la espada y la pared, con un proceso de 
paz que tiene tanta oposición traer ahora de tema de Nicaragua. Entonces yo creo que esto 
está cerrado, esto está para mi generación, quizás se lo pueda ver algún día. Pero yo no lo 
veo, no lo veo. 
Y creo que es grave porque no son solo los límites, es el tema ambiental que hay que discutir 
con los nicaragüenses porque no importa si hacen el canal chino, el canal chino es lo de 
menos, van a hacer algo ahí, y lo que vayan a hacer va a tener un impacto ambiental en la 
zona. Y el tema del narcotráfico, entonces me parece que por ambas razones a Colombia le 
sobran los incentivos para estar hablando con Nicaragua. 
J.A.O.B.: Mientras tanto no. 
L.G.: Nada 
J.A.O.B: Dentro de esas implicaciones veo que hay una gran importancia en la eventual 
decisión de la Corte en la segunda demanda de Nicaragua, con relación a la plataforma más 
allá de las 200 millas ¿Qué posibilidades reales ves que la Corte, si termina declarándose 
competente para pronunciarse a fondo, en efecto observe y marque una decisión 
orientada a la posición de Nicaragua en ese sentido? 
L.G.: ¿La posibilidad de que Nicaragua vuelva a ganar? Yo creo que en este caso, es muy 
difícil evaluar las posibilidades para ganar de Colombia, porque lo único que ha dado a 
conocer el Gobierno son los contenidos de las excepciones preliminares que presentaron 
frente a la competencia de la Corte. Que están bien hechas, que están diciendo lo que tienen 
que decir, pero que las posibilidades de que la Corte se reafirme en ellas no son tan buenas. 
Por varias razones. Una, porque creo que las cortes difícilmente se niegan competencia, las 
cortes internacionales sobre todo, lo que buscan sobre todo, es reafirmar más y más 
competencia. Justamente por eso, son cortes que están actuando en un escenario político, 
  
 
entonces yo no veo mucho éxito a las medidas preliminares, lo que creo es que el proceso va 
a avanzar, y no sabemos un dato fundamental, para saber qué posibilidades tiene Colombia 
de ganar. Que es el tamaño de la plataforma continental colombiana, porque lo mejor que le 
podría pasar a Colombia es que la plataforma continental colombiana fuera grande, y se 
sobrelapara con la nicaragüense, y entonces ahí tendrían un argumento mucho más difícil 
para hacer los nicaragüenses, si la colombiana también se extendiera. Pero como no sabemos 
si eso lo mantienen, entiendo que se están haciendo estudios, se mantiene súper secreto. 
 Lo cierto es que Nicaragua no ha completado todos los trámites que se debían completar 
ante la Comisión de Límites. Que la comisión de límites no se puede pronunciar mientras 
haya terceros países que se declaren afectados por la declaración de la plataforma extendida. 
Y hay dos países que ya dijeron que se declararon como intervinientes en esto, que son Costa 
Rica y Panamá. Entonces, uno pensaría que se les podría empedar a los nicaragüenses, pero 
por más que se les empede, lo que yo sí creo es que esta Corte va a hacer referencia al fallo 
anterior y que Colombia va a terminar en un escenario político-jurídico donde va a ser 
presionada para respetar. 
En este momento creo que políticamente ganó mucho goodwill con lo del proceso de paz y 
hasta los nicaragüenses lo entienden. Pero va a llegar un momento donde lo van a presionar 
mucho, y ahí es donde se van a dar cuenta de lo torpe que fue dejar esto por escrito, porque 
cómo van a hacer para dar marcha sobre esto ahora.  
J.A.O.B: Todavía manteniéndonos dentro de lo hipotético, un fallo de fondo sobre esta nueva 
pretensión nicaragüense con relación a la delimitación, consideras que podría modificar la 
delimitación que ya se hizo en el fallo de 2012. Es decir, crees que sí podría haber argumentos 
para que la Corte modifique lo que ya había marcado… 
L.G.: No, para que modifique lo que ya, no. Pero para que Nicaragua gane más en plataforma. 
J.A.O.B: Pero si consideras viable que podría darse un fallo en ese sentido. 
L.G.: Siempre hay un nivel de incertidumbre, creo que Colombia en este escenario está 
mucho más segura que en el anterior. En el anterior, te lo voy a decir como yo lo interpreto, 
y Julio se agarra la cabeza cuando yo lo digo, o sea Colombia se apoderó de un pedazo de 
  
 
agua, que no era de ella y empezó a decir que era de ella, y Nicaragua siempre dijo que eso 
no era de ella. Siempre estuvo en disputa ese pedazo de mar. Nunca fue colombiano, 
Colombia decidió que era colombiano, y tocó devolver un pedazo de mar, del cual Colombia 
se había apoderado. Es así de simple lo que paso en ese falló. Colombia se cogió un pedazo 
de agua que no le pertenecía.  
En este es mucho más complicado, creo yo, en este los argumentos son mucho más finos 
jurídicamente, me parece que está todo mucho más relacionado con las medidas, con la 
cantidad de trámites que haya hecho Nicaragua, con cómo se interprete la denuncia del Pacto 
de Bogotá. Yo creo que ahí Colombia pierde. Colombia está sosteniendo que la denuncia 
tiene efecto inmediato, que todavía hasta el día de hoy, no logro entender cómo hacen ese 
argumento, Julio me ha explicado veinte veces ese argumento,  O sea no entiendo. 
Pero me parece que en este, a Colombia le puede ir mejor. lo que pasa es que el tercero, estoy 
absolutamente convencida de que le va mal, la tercera demanda le a ir muy mal. Y la Corte 
hizo algo que era cantado, que muestra lo que piensan de Colombia. Movieron, tú sabes que 
en general la Corte considera los casos a medida de que vienen llegando, pero por práctica, 
no están obligados de hacerlo así. Y aquí le hicieron esta maldad a Colombia, que se la tiene 
bien merecida, le movieron el tercer fallo, antes que el segundo. Y el tercer fallo, yo creo, 
que es muy difícil que Colombia lo pueda ganar. 
J.A.O.B.: ¿El de incumplimiento? 
L.G.: El de incumplimiento, para mí es muy difícil. Entonces, si hay una decisión de 
incumplimiento antes de que haya decisión del otro fallo, cualquier victoria de Colombia se 
pierde en lo que el efecto político de ser el primer país objeto de una decisión de 
incumplimiento ante la Corte Internacional de Justicia. Porque muchos Estado postergan el 
momento de cumplimiento del fallo, ósea lo postergan y lo postergan, pero nadie se para a 
decir –es que yo cómo no me lo tomó en serio no lo puedo repetir – “yo respeto pero no 
acato, acato pero no respeto”, o sea no sé cómo lo dice, porque no me lo puedo tomar en 
serio, entonces no te lo puedo repetir.  
  
 
O sea ningún Estado, hace lo que hizo Colombia, de decir “miren, saqué un decreto con unas 
líneas nuevas, pero no se preocupen que eso no tiene efecto internacional, solo están las líneas 
acá, pero no tiene efecto internacional” -que es básicamente lo que dice Carlos Gustavo 
Arrieta-, dice: “no, esto no es violatorio, porque esto no son límites, solamente reunificamos 
las aguas para control aduanero, pero no se preocupen no son límites”, y lo dibujan. Después 
cuando Venezuela le hace lo mismo a Colombia, pegan el grito en el cielo.  
Me parece que se equivocaron, si la idea era postergar, había que llevar a Nicaragua a 
dialogar, dialogar y postergar, y comprar tiempo de esa manera. Pero no.  Es que nadie se 
para, no hay Jefe de Estado, que se pare a decir: “no sé qué, no acato, o acato pero no, no sé 
qué”. Ya ni me acuerdo. O sea, es que esa afirmación… 
J.A.O.B: “Acato pero no aplico” 
L.G.: Ah sí, acato pero no aplico, si acatamos pero no. Esa afirmación, O sea ningún Jefe de 
Estado en serio la hace... No entiendo. Entonces yo creo que esta maldad que le hizo la Corte 
a Colombia, porque hay mucho malestar en la Corte contra Colombia. La burocracia de la 
Corte siguió muy de cerca lo que pasó acá. Recuerda que la Canciller dijo: “la Corte es el 
enemigo”, ósea hay un malestar muy grande. Y yo creo que eso puede jugar en contra de 
Colombia. 
J.A.O.B: Volviendo un poco al rol de la Corte Constitucional, este caso cómo lo 
mencionabas es bastante particular, donde están unas obligaciones internacionales, derivadas 
de un fallo de un tribunal internacional de justicia, que se declaró competente. Un tema 
sensible para los aspectos nacionalistas particularmente, y una coyuntura electoral bastante 
clara, con unas dinámica bastante particulares. Y el Gobierno termina recurriendo a la Corte 
Constitucional ¿en qué otro escenario consideras que el Gobierno podría recurrir de una 
forma similar, como lo hizo en este caso, a la Corte Constitucional, para ganar margen 
de maniobra, para legitimar cierta decisión política que ya está tomada? 
L.G.: El proceso de paz. 
Yo creo que la Corte Constitucional nunca hubiese podido sacar a un fallo contra la tercera 
relección corrección de Uribe, si no hubiese habido un ambiente creado en medios de 
  
 
comunicación, en líderes de opinión, que hacia posible ese fallo, a pesar de que había una 
mayoría que quería que Uribe fuera reelegido. Creo que hubo un ambiente que permitió 
blindar a la Corte, para que ese fallo pudiera ser posible.  
Entonces, qué creo yo: que hay momentos históricos en la vida de un país, en que la Corte 
no se atreve a ir más allá de lo que la sociedad le está pidiendo, y que esto iba tan al corazón 
de la vida, del ser colombiano, que no iba a atreverse nunca una Corte a sacar un fallo, a 
decir: “los fallos de la Corte Internacional, incluso los limítrofes son de inmediata 
aplicación”. Ningún juez va admitir eso, porque los jueces solo fallan en derecho –te dicen- 
pero ninguno es indiferente al ambiente político que los rodea. 
Entonces creo que puede haber muchos escenarios en que el Gobierno termine haciendo eso. 
Pero solamente la Corte va a servirle cuando son cosas tan fundamentales que van derecho 
al corazón del Estado, ni siquiera del Estado, del ser nacional ¿Me hago entender, o no? 
O sea, lo podrían hacer, como por ejemplo, cosas del proceso de paz. Yo veo muy difícil que 
una Corte Constitucional ahora se le cruce a Santos diciendo que el acuerdo de justicia, por 
ejemplo, es inconstitucional porque no cumple los mínimos. Y que tumbe el proceso de la 
Habana. Lo veo absolutamente imposible. 
J.A.O.B: Sobre todo porque en este caso fue el Presidente de la República quien presenta la 
demanda por inconstitucionalidad ante la ley… 
L.G.: Fue en papelería de Presidencia de la República. 
J.A.O.B: Entiendo bastante lo que estas queriendo manifestar. Digamos, particularmente en 
el contexto de proceso de paz, ahí uno podría inferir que los intereses del Gobierno sería 
limitar un poco el accionar de la Corte. Cualquier pronunciamiento, cualquier eventual 
demanda no sea una vara en la rueda para el fluir de lo que el Gobierno espera que sea el 
proceso de paz. Que sería una posición, digamos una posición radicalmente diferente de lo 
que fue la actuación del Gobierno en este caso, que recurrió a la Corte Constitucional como 
un mecanismo para darle una base jurídica a una decisión política que ya había tomado. O 
para trasladarle un poco el costo político, o para lavar un poco la decisión, para que no se 
viera como que fue solo política, pero que tiene un fundamento jurídico. ¿Qué otros 
  
 
escenarios podría tener como esa particularidad? ¿O podríamos decir que esto es el 
resultado de unos factores coyunturales muy precisos y por eso se dio la actuación del 
Gobierno frente a la Corte Constitucional en ese momento?  
L.G.: Estoy pensando, pues no conozco mucho la historia constitucional colombiana. Yo 
creo que esto más fue una cosa muy excepcional. Sobre todo porque contrataron 
constitucionalistas en el equipo internacional de respuesta post-fallo lo dirigían 
constitucionalistas. Entonces me parece que es muy coyuntural, que obviamente el 
constitucionalista se inventó una formula.  
Yo tuve la oportunidad de hablarle a José Manuel Cépeda, y yo le pregunté: ¿Cómo te 
atreviste a escribir esa demanda? Porque yo no puedo creer que tú creas lo que escribiste 
¿Sabes que me contestó? Me tocó. Entonces yo más bien creo que es una cosa excepcional. 
¿Tú no? 
J.A.O.B: Estaba pensando sobre el andamiaje existente y la coyuntura que se presentó. De 
cierto modo, el andamiaje existente, que nunca lo habíamos visto posible que sucediera antes 
porque no se había presentado una situación tan particular. Eventualmente, podría 
presentarse como una herramienta para el Gobierno recurrir a la Corte en una situación 
desesperada, como lo que fue este fallo. Un poco por la falta de preparación ante escenarios, 
todo esto. Al final, se pudo haber visto la Corte Constitucional cómo “bueno recurramos a la 
Corte, y ver que nos dice”. 
L.G.: Si ellos hubiesen estado buscando una respuesta de la Corte, justamente para hacer lo 
contrario, porque perfectamente un Gobierno podría decir: No frente a la impopularidad que 
tiene negociar el tratado, le voy a pedir a la Corte que me obligue a buscar el tratado. No lo 
hubieran presentado con esa agresividad, con que lo presentaron. 
J.A.O.B: Era para que se quedara inexequible. 
L.G.: Era exactamente, y no obtuvieron todo lo que quisieron, porque la Corte en algunas 
cosas le negó. Pero no fue decir “bueno la Corte es una fuente tan grande de legitimidad que 
yo le voy a preguntar a ella ver que es lo que me toca hacer, y yo hago lo que me diga la 
  
 
Corte”. Esa no creo que haya sido la actitud del Gobierno, la actitud del Gobierno es: “le voy 
a decir a la Corte, por favor que me diga lo que yo ya decidí que voy a hacer.” 
J.A.O.B: ¿Pero crees que con esa actuación, el gobierno ganó al menos un tanque de 
oxígeno? ¿Qué ganó en ultimas, el Gobierno? 
L.G.: Nada, yo creo que perdió. Yo creo que si la idea era comprar tiempo para no aplicar el 
fallo inmediato, no necesitaba hacer esto. Simplemente, mira como están las cosas lo de la 
Corte ni fú ni fa. El Gobierno ya había dicho que no iba a aplicar, entonces creo que lo que 
hizo fue volverles la vida imposible a los próximos gobiernos y volver esto un problema de 
Estado insoluble. 
J.A.O.B: Finalmente Laura, precisamente te había mostrado la sentencia que se filtró. Esta 
ponencia terminó siendo filtrada unos quince días, una semana, antes de que fuera publicada 
la decisión real de la Corte ¿Qué impresión tienes sobre este episodio, o qué podrías 
decirme sobre el manejo mediático y el cubrimiento que también tuvo este fallo, que 
finalmente no fue? 
L.G.: ¿Y fue modificado verdad? 
J.A.O.B: Sí, aquí te lo leo tal cual había salido la filtración: “Se declara exequible la ley 
aprobatoria del Pacto de Bogotá, en el entendido de que el reconocimiento a la jurisdicción 
allí dispuesto, no se extiende a asuntos de limites internacionales, que impliquen la 
modificación de la situación general del territorio, en las situaciones establecidas en el 
artículo 101 de la Constitución”. 
L.G.: A ver, hago memoria, yo creo que la Corte suavizo en el fallo final, suavizo bastante. 
A mí me da la impresión que la Corte, hasta con sus comunicados de prensa, mide la pita. 
Yo lo que creo es que la Corte, es una Corte irresponsable, que ha estado midiendo las 
reacciones a comunicados y filtraciones, pero eso es pura especulación mía. Pero fíjate que 
los comunicados también han sido modificados después de publicados. Los fallos no salen 
cómo han salido los comunicados. Han habido dos o tres casos donde hay diferencias 
fundamentales en el fallo de lo que sale en el comunico de prensa. Entonces a mí me parece 
que están cometiendo un gran, es pura especulación mía, pero uno tendría la lectura de que 
  
 
ellos están midiendo hasta dónde llegar. Y que muchas veces se apresuran antes de lograr 
consensos. 
Entonces que muchos magistrados, antes de la sesión final, ven la reacción, van midiendo, 
leen columnas de opinión y pues a mí me consta que algunas columnas mías que han salido 
en días de sesiones las discutían cuando ya habían anunciado. En este caso particular, yo 
escribí una que la discutieron después que ya habían anunciado el sentido del fallo. 
Entonces yo creo que, yo no sé qué decirte. Bueno todos tienen derecho a cambiar sus 
opiniones, los magistrados. Pero a uno si le queda un sinsabor de saber… 
J.A.O.B: No, pero yo no soy abogado. Pero si me pareció muy interesante en este caso cómo 
el Gobierno recurrió a la Corte Constitucional en una decisión de Política Exterior.  
J.A.O.B: Finalmente, quisiera consultarte por bibliografía sugerida, alguna impresión sobre 
la investigación, sugerencias, algún comentario adicional. Y pues de antemano gracias por tu 
tiempo. 
L.G.: ¿Cuál es la tesis? 
J.A.O.B: La tesis es: existe dentro de la Constitución un mecanismo para que el Gobierno, 
ante situaciones tan particulares cómo la que se presentó en el fallo, recurra a la Corte 
Constitucional cómo un mecanismo de lavado o de buck-passing. De cierto modo transferir 
el costo de decisión a la Corte, o legitimar y ganar oxígeno, para legitimar y fundamentar sus 
decisiones políticas a través de una base jurídica que otorga la Corte. 
Esa es la tesis. La existencia del mecanismo y la posibilidad de que ante situaciones similares 
se pueda recurrir a la Corte Constitucional, y que de cierto modo, este caso lo que demuestra 
es la existencia de ese mecanismo, que antes no se había utilizado. Que el propio Gobierno 
recurra a la Corte Constitucional en este caso, ante un mecanismo que la misma Corte se 
atribuyó, de poder revisar al constitucionalidad de leyes aprobatorias de tratados 
internacionales, perfeccionados antes de la promulgación de la constitución, cómo un posible 
mecanismo de política exterior. De cierto modo, dentro de la política, la decisión política ya 
tomada darle ese peso, ese lavado, a través de esa decisión de la Corte Constitucional. 
  
 
L.G.: ¿De qué me sirve saber si en este caso, si en particular el Gobierno la usó así? Es un 
patrón de uso ¿no es un patrón de uso? O sea si es algo excepcional ¿qué significa? Para mí, 
la pregunta es el alcancé de esto, de la Corte. Y yo miraría si la composición de la Corte 
influye en cómo un Gobierno piensa: O sea, ¿influye en cómo piensa un Gobierno si acude 
o no acude a la Corte? 
J.A.O.B: Gracias, Laura, Muchas gracias, muy amable 
 
 
 
 
